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1. INTRODUCCIÓN 

 

 

En las últimas décadas,  el desarrollo de nuevas modalidades de la violencia 

ha puesto a prueba y en marcha la capacidad de los sistemas jurídicos en los 

Estados para tipificar, adecuar y responder  a situaciones extremas como los 

actos de terrorismo. Por una lado, sin exceder los estándares internacionales 

en esta materia y por el otro, garantizando la prevención, sanción a los 

responsables y reparación a las víctimas.  

 

Para ilustrar con un ejemplo, el  7 de Febrero de 2003,  un carro bomba 

cargado con más de 200 Kilos de explosivos, estalló al interior de uno de los 

parqueaderos del Club el Nogal en la ciudad de Bogotá. Dentro del lugar, se 

encontraban más de 600 personas; De inmediato el pánico y el terror fueron 

la primera reacción de familiares, desprevenidos ciudadanos, personas que 

lograron salvar sus vidas e incluso autoridades de gobierno y  socorro 

encargadas de controlar la situación, el caos producido por la explosión 
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agudizaba el estado de zozobra entre la población; las principales agencias de 

noticias lo registraron así:  

 BOGOTÁ, feb 7 (Agencia Reuters) - Al menos 20 muertos y 114 heridos dejó 

el viernes el potente estallido de un vehículo cargado de explosivos que 

destruyó el más exclusivo club del norte de la capital de Colombia, 

informaron las autoridades. Los heridos salieron con los rostros y las ropas 

cubiertas de polvo y vidrios.(..) La fachada del edificio en donde funciona el 

club quedó semidestruida y algunos escombros cayeron sobre una céntrica 

autopista que atraviesa Bogotá de norte a sur, lo que obligó a suspender el 

tráfico de vehículos.(..) del Club el Nogal son socios, influyentes industriales, 

empresarios y políticos de este país sudamericano de más de 40 millones de 

habitantes, agobiado por un conflicto interno de casi cuatro décadas que 

dejó 40.000 muertos en los últimos 10 años1.  

Horas después, los resultados revelaron la cifra de 36 personas que perdieron 

la vida y 158 heridos, además de los daños materiales, la pérdida de fluido 

eléctrico, la fuga de gas, y el colapso en las comunicaciones telefónicas y  de 

vías de tránsito en el lugar.   

 

El proceso público se activó con mayor rapidez que el proceso judicial, las 

preguntas del ¿Quién?, ¿Cómo?, ¿Cuándo? y ¿Por qué? no se hicieron 

esperar en la opinión nacional, la prevalencia del debate político sobre el 

jurídico apareció de inmediato, acentuando las posiciones públicas que 

                                            
1 ACOSTA JAIME, Luis. Al menos 20 muertos por fuerte explosión en Colombia. Agencia 
Reuters. Noticias Latinoamérica, (c) Reuters Limited Febrero 8 de 2003.  
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suelen tomarse frente a  la valoración de hechos  de esta naturaleza y 

dejando espacios ambiguos cooptados por el manejo de opinión olvidando 

nuevamente la discusión de fondo sobre el régimen jurídico aplicable al 

terrorismo.   

 

A pesar de la aparente similitud de los hechos del Nogal y de otros casos 

como el del collar Bomba y la masacre de Bojayá, aceptados públicamente 

como hechos de  terrorismo, solo en dos de ellos se profirió resolución de 

acusación  por  este delito de  terrorismo en sus modalidades definidas y 

dispersas las cuales serán estudiadas más adelante.  

 

En el Caso del Nogal, descrito en las primeras líneas, la resolución de 

acusación  incluyó: calificación  de homicidio, tentativa de homicidio con 

fines terroristas y daño en bien ajeno.2 En los otros dos casos, las especiales 

circunstancias ameritan una observación que nos acercará con mayor 

claridad a nuestro objeto de estudio. 

 

                                            
2 Un fiscal de la Unidad Nacional Antiterrorismo profirió resolución de acusación en contra de 
los integrantes del secretariado de las FARC y de otros miembros de ese grupo subversivo. De 
acuerdo con la determinación judicial los sindicados fueron acusados como presuntos 
coautores responsables de homicidio con fines terroristas, tentativa de homicidio con fines 
terroristas, terrorismo, daño en bien ajeno y rebelión.  Fiscalía General de la Nación. Boletín 
237 de Julio de 2004. 
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 En primer lugar, en el caso del Collar Bomba aunque en el imaginario 

colectivo predominó la idea de terrorismo y barbarie, la Fiscalía General de la 

Nación solicitó sentencia condenatoria por coautoría material en los delitos de 

homicidio agravado, lesiones personales y tenencia de sustancias peligrosas 

(explosivos) sin considerar, la configuración de  terrorismo, acto terrorista u 

homicidio con fines terroristas, aunque los elementos del tipo (terror y 

zozobra) entre los pobladores de la zona así parecían indicarlo.  

 

En segundo lugar en el caso Bojayá aunque se consideró la acusación por 

actos terroristas entre otras conductas típicas3, éstas se enmarcaron en unas 

circunstancias de Lex Specialis que da competencia de conocimiento a la 

Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la 

Fiscalía  por la particularidad de los hechos, los métodos empleados y la 

estrecha o directa relación con  la protección especial que el DIH otorga a los 

bienes y personas protegidas.  

 

Los anteriores ejemplos han sido planteados para observar que, bajo la idea 

generalizada de tres actos de terrorismo, se resolvieron tres adecuaciones 

distintas y sin embargo de fondo un solo Estado y una sola legislación para 

                                            
3 La Resolución de acusación contemplaba terrorismo, homicidio, empleo de métodos de 
guerra ilícitos, rebelión, así como destrucción de bienes y lugares de culto. 
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aplicar. Acaso podrían los anteriores casos haber sido resueltos bajo un 

mismo régimen jurídico aplicable?  

 

En este punto inicial las respuestas podrían ser múltiples, porque para lograr 

una mayor precisión, sin caer en la dinámica entre el proceso judicial  y el 

proceso público, se deberá partir de unos presupuestos básicos, entre ellos el 

concepto de Terrorismo.   

 

Pero cómo responde un sistema jurídico cuando  frente a un fenómeno de tan 

alta sensibilidad existe poca claridad sobre su configuración y  no se 

encuentra una definición unificada en el plano del Derecho Penal  Nacional ni 

en el campo del Derecho Internacional Público? 

 

Es por esta razón, que el presente proyecto de investigación, decide someter 

nuestra legislación nacional a un análisis comparado con  las normas 

internacionales en materia de Terrorismo, en el contexto  de un mundo 

altamente relacionado y preocupado por las soluciones multilaterales en el 

ámbito de Naciones Unidas y en el seno de la OEA, en donde la codificación 

de instrumentos jurídicos en forma de convenciones y tratados, la 

promulgación de   resoluciones,  sentencias  y  la  elaboración   de informes 

de seguimiento como respuesta a los actos de terrorismo, ha colocado en 
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primer plano el debate sobre el carácter vinculante de estos instrumentos 

para los Estados en el campo de sus obligaciones Internacionales.  

 

Por lo tanto,  hablar de un régimen jurídico aplicable en Colombia al 

terrorismo que desarrolle  en el ordenamiento interno la evolución planteada 

por el Derecho Internacional, nos permitirá acercarnos al interrogante que da 

origen al presente proyecto de Investigación en los siguientes términos  ¿Las 

normas que regulan la prevención, sanción y reparación del terrorismo en 

nuestro país responden de manera integral, coherente  y organizada al 

tratamiento jurídico dado a esta materia en el derecho internacional? 

 

Para efectos de responder en el desarrollo de la presente investigación al 

problema  planteado,  se presentan a continuación  las siguientes hipótesis 

que serán debidamente corroboradas o desmentidas al abordar los contenidos 

en las siguientes páginas:  

 

a) El Derecho Internacional en materia de Terrorismo es un conjunto de 

normas de Derecho Internacional Público claramente definido, 

caracterizado y diferenciado por elementos como el origen, los sujetos, 

las víctimas, las acciones, finalidades y efectos. 
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b) El conjunto de normas nacionales que regulan la prevención, sanción y 

reparación del terrorismo se encuentra disperso y confuso lo que 

dificulta al académico y al jurista su integración para una 

interpretación y aplicación extensiva de los mismos. 

 

c) El Derecho Internacional y nacional en materia de Terrorismo carecen 

en gran medida de normas y recursos idóneos y efectivos que permitan 

la reparación integral a las víctimas de esta clase de actos.  

 

El capítulo uno del presente proyecto de Investigación  tendrá como propósito  

reconocer el Derecho Internacional en materia de terrorismo como un 

conjunto de normas de Derecho Internacional Público claramente definido, 

caracterizado y diferenciado de otros conjuntos jurídicos como el Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional 

Humanitario y el Derecho Penal Internacional. 

 

Luego del reconocimiento de un Corpus Iuris Internacional, entraremos a 

identificar en la legislación nacional las normas jurídicas que regulan el 

terrorismo, prestando especial atención a aquellas destinadas a su 

prevención, sanción y reparación para concluir si responden y desarrollan 

coherentemente el tratamiento jurídico dado a estos tres aspectos en el  
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derecho internacional o si por el contrario olvidan, impiden o restringen su 

alcance. 

 

Este reconocimiento que haremos en el plano internacional nos definirá 

claramente unos estándares  para abordar el caso Colombiano y confrontar 

las medidas adoptadas a nivel doméstico frente al alcance de las obligaciones 

internacionales a las que el Estado  se ha comprometido con la participación, 

ratificación y adhesión a esta clase de instrumentos. 

 

El segundo Capítulo partirá de la identificación de un conjunto de normas 

nacionales para conformar con ellas un cuerpo jurídico claramente 

caracterizado y definido que integre el tratamiento dado al terrorismo a nivel 

constitucional y legal pasando por las normas penales y administrativas que 

desarrollan los elementos propios de la prevención, sanción  y reparación. 

 

Cuando se aborde  la prevención, consideraremos la legalidad de las medidas 

de carácter administrativo y gubernamental, como aquellas que promueven la 

creación y funcionamiento de sistemas de alerta temprana, los actos 

tendientes a la asistencia y al intercambio de información, la cooperación 

entre Estados y la decisión  de adherirse a Convenios y Protocolos 
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internacionales relativos al terrorismo así como el impulso en el 

ordenamiento interno para su adopción. 

 

Frente a la sanción, buscaremos identificar e integrar con los fines 

propuestos,  todo lo que respecta a la tipificación del delito, sus distintas 

modalidades, circunstancias de agravación y atenuación contempladas en el 

ordenamiento penal y el procedimiento especial para su procesamiento bajo el 

Ius punendi  del Estado.   

 

Frente a la reparación, este proyecto de investigación quiere plantear un 

interrogante precedente al encontrar un vacío en el plano nacional e 

internacional de las medidas tendientes a la reparación de las víctimas de 

actos terroristas. Si bien la intención y prioridad de los Estados se orienta al 

fortalecimiento de la prevención para impedir la cadena de actos y víctimas, 

esto no es óbice para que se estructure y fortalezca todo un sistema de 

reparación que ya ha reconocido la incapacidad de satisfacer las  demandas 

por violaciones al Derecho Internacional de los Derechos Humanos.  

 

El presente proyecto de investigación se convierte entonces en un aporte 

novedoso, prioritario y oportuno al campo del Derecho Público ya que  es un 

debate que ha sido poco explorado  desde lo jurídico y su realización puede 
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constituirse en un documento académico y organizado que sirva inicialmente 

de precedente y herramienta en el estudio y evolución del tratamiento jurídico 

integral que debe darse al fenómeno del Terrorismo. En este orden de ideas, 

el contenido a desarrollar será presentado en dos grandes capítulos que 

pretenden ilustrar los temas planteados; en un primer capítulo la 

caracterización del Derecho Internacional en materia de terrorismo como un 

conjunto de normas de Derecho Internacional y en un segundo capítulo  la 

integración en el plano nacional de estas normas destinadas a la prevención, 

sanción y reparación a las víctimas. Este esquema de doble vía (Capítulo v.s 

Capítulo) de origen Francés4 nos permitirá el análisis de manera comparada 

de los dos planteamientos durante el desarrollo de los contenidos para lograr 

así en un tercer momento presentar a los lectores los resultados obtenidos, 

las conclusiones alcanzadas y las recomendaciones pertinentes. 

 

Para cumplir con los propósitos del presente proyecto de investigación  se 

realizó un primera etapa de revisión bibliográfica y documental sobre el tema,  

para lograr una visión general o estado del arte sobre los planteamientos, 

conocer sus antecedentes, desarrollo y posibles tendencias hacia las cuales 

podría  dirigirse y aportar la presente la labor de investigación.  Sin embargo, 

                                            
4 “Todo discurso Francés se compone necesariamente de dos o tres partes precedidas de una 
introducción”. PIERRE GRIDEL, La Disertation le case práctique Conultativa en droit privé. 
Tercer Edición, Editorial Dulloz. París, 1993 P.22 
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el trabajo nos mostró que, a pesar del impacto de la materia, son pocos los 

documentos de análisis y doctrina que pueden encontrarse y que den 

prioridad a la discusión jurídica. Sin embargo, los documentos aquí 

consultados han sido escritos por destacados juristas nacionales e 

internacionales y con base en sus planteamientos y las inferencias del trabajo 

realizado sustentaremos las hipótesis planteadas anteriormente. 

 

Por otra parte, en la labor de revisión bibliográfica se encontró que  existe 

una extensa variedad de estudios sobre el Terrorismo desde el plano político, 

sociológico e incluso desde una perspectiva táctico- militar. Aunque a ellos se 

hará referencia en ocasiones para ampliar e ilustrar los planteamientos, se 

quiere dejar en  claro que el presente estudio dará prioridad al análisis 

jurídico del tema por tratarse de un aspecto suceptible al derecho 

Internacional Publico, rama del  derecho que enmarca acertadamente nuestro 

objeto de Investigación: El Derecho Internacional en materia de Terrorismo 

(DIT). 

 

Sin duda, por el carácter transversal del fenómeno del terrorismo, al afectar 

varias esferas jurídicas, nuestros argumentos serán complementados en gran 

medida por los principios y postulados del Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos (DIDDH), el Derecho Internacional Humanitario (DIH) y el 
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Derecho Penal Internacional (DPI), los cuales cuentan con un mayor alcance 

y desarrollo en la historia, no solo por la gran cantidad de instrumentos y 

doctrina existentes en la materia sino además por la existencia  de 

organismos de carácter consultivo y judicial a nivel mundial y regional que, a 

través de la jurisprudencia, recomendaciones y opiniones, han desarrollado 

con gran rigurosidad las normas que conforman  estos  grandes sistemas. 

Esta transversalidad jurídica es lo que la Corte Internacional de Justicia (CIJ) 

ha dado en llamar "identidad de dominios"5, esto es, aquellas materias de 

derecho internacional reguladas tanto por tratados como por costumbre -

normas mixtas- , que ocupan gran parte del orden jurídico internacional. 

 

En la revisión documental realizada en el plano nacional se hará referencia a 

la normatividad utilizada en la última década en relación con el tema del 

Terrorismo entre la que se cuentan actos legislativos, normas penales y 

procesales  incluidas sus reformas,  proyectos de ley, normas de emergencia y 

medidas de carácter administrativo tomadas por los gobiernos hacia el 

interior y hacia el  exterior por conducto de las vías diplomáticas en 

cumplimiento de compromisos adquiridos. Entre ellos de gran apoyo para la 

presente labor, los Informes anuales presentados por el Estado Colombiano al 

                                            
5 Noción empleada por la Corte en su fallo sobre "las actividades militares y paramilitares en 

y en contra de Nicaragua [Nicaragua c. Estados Unidos]", de fecha 27 de junio de 1986. 
Recueil 1986, p. 95. 
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Comité contra el Terrorismo de Naciones Unidas CCT6 por intermedio de la 

Misión Permanente en Nueva York.  

 

Este recorrido por el plano nacional buscando esa integración que será 

planteada en el segundo capítulo, también nos permitirá referenciar varias 

jurisprudencias de las altas Cortes cuyos aportes serán de gran utilidad en el 

presente propósito, en especial  en aspectos como el contenido integral  de la 

reparación para las víctimas,  que ha sido más desarrollado por la 

jurisprudencia que por el mismo legislador. 

 

Igualmente, encontramos algunos trabajos de tipo académico editados por 

Universidades de trayectoria en la Investigación jurídica a través de sus 

centros especializados, sus docentes,  profesores invitados o documentos de 

Agencias Internacionales con presencia en Colombia7.  También serán 

referenciadas  las experiencias comparadas de países como España, Chile y 

Argentina en donde la legislación en torno al terrorismo ha pecado por exceso 

                                            
6 En la Resolución 1373 el Consejo de Seguridad estableció el Comité contra el Terrorismo 
(CCT), constituido por los 15 miembros del Consejo y encargado de verificar la aplicación de 
la resolución que lo crea. De conformidad con el párrafo 6 de la resolución, el CCT ha pedido 
a todos los Estados que le informen sobre las medidas que hayan adoptado o tengan previsto 
adoptar para aplicar la resolución.  Esos informes son la base de la labor que realiza con los 
Estados Miembros 
7 Como ejemplo de éstos podemos citar las publicaciones adelantadas por la Universidad de 
los Andes a través de su Revista de Derecho Público. Las ediciones de la  Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Colombia (ONUDHC),  
el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) y algunas monografías publicadas por la 
Universidad Externado de Colombia  ante la Presencia de Luigi Condorelli, profesor de la 
Universidad de Florencia, y Frits Kalshoven profesor de la Universidad de Leiden, Holanda. 
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o defecto, tomando de ello los aspectos más relevantes y que puedan 

contribuir con mayores luces al caso Colombiano. 

 

Además de los propósitos planteados con el presente proyecto de 

investigación, la dinámica del derecho frente a la globalización,  permite 

acercar el presente trabajo a los clásicos y  modernos debates  del Derecho 

Internacional público que serán abordados tangencialmente en el desarrollo 

de los capítulos pero que sin desconocer su valor no serán comentados a 

profundidad con el fin de no desviar la discusión a otras interesantes pero no 

oportunas esferas.  Entre estos debates podemos adelantar  que el presente 

proyecto de investigación colocará de nuevo la pregunta por el monismo y el 

dualismo en el plano internacional, la aplicación del DIH al conflicto armado 

Colombiano, la capacidad de los sistemas judiciales para responder al 

terrorismo, la discusión sobre el carácter de las resoluciones del Consejo de 

Seguridad como fuente de Derecho Internacional y el alcance de la 

responsabilidad  internacional de los Estados frente a actos de terrorismo.  

 

En este contexto, el Terrorismo y su réplica en distintos lugares del mundo 

con mayor o menor eventualidad,  ha sido sin duda uno de los espacios en 

donde la regulación normativa ha tenido que correr tan rápido y adaptarse de 

tal manera a las distintas modalidades en que esta clase de hechos pueden 
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presentarse y sin duda seguirá siendo para los juristas uno de los espacios 

oscuros  a los cuales  no solo tendrá que llegar la norma y la actividad 

judicial, que de ésta se desprende, sino que  además deberá  llegar con su luz 

el ejercicio académico que dota de versatilidad la relación sujeto-hecho-

norma.  

 

Por último y antes de abordar los contenidos de cada uno de los capítulos 

vale la pena reafirmar que el presente estudio es consciente que el marco 

jurídico internacional seguirá creciendo día a día adaptándose a la realidad 

de los Estados y las necesidades propias del derecho en el contexto de la 

Globalización  y  por eso la actualización de los presentes planteamientos 

deberá ser labor necesaria para que la integración de este conjunto de 

normas de Derecho Internacional en materia de terrorismo pueda alcanzar 

cada vez más una mayor cobertura.  
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CAPITULO UNO 

 

1. EL TERRORISMO EN EL DERECHO INTERNACIONAL 

 

La aparición del Terrorismo como forma de violencia no puede suscribirse a 

un hecho determinado en la historia universal; su configuración y 

reconocimiento responde a una serie de acontecimientos que fueron 

sucediéndose durante siglos, enmarcados cada uno en unas condiciones 

particulares de tiempo, modo y espacio, las cuales determinaron la forma de 

respuesta, desde la legalidad o la ilegalidad, de quienes eran agredidos y de 

quienes en calidad de imposición o representación ejercían el poder. 

 

Por esta razón, definir la relación que ha existido entre terrorismo y derecho 

implica un ejercicio dinámico apoyado en la historia y la teoría del estado ya 

que son muy distintos los criterios  para valorar  el grado de violencia y terror 

de un hecho como la destrucción de Tebas en el año 335 a.c  y los hechos 

ocurridos en el  World Trade Center y el Pentágono en el año 2001. A pesar de 

la presencia en ambos hechos de los dos indicadores señalados anteriormente 

(violencia y terror), es claro que la relación que nos ocupa entre el hecho y su 
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regulación jurídica, adquieren un matiz distinto bajo la sombra del Estado 

Moderno y la vigencia del Estado de Derecho en el cual: “el poder público, 

construido a través de una hipotética cesión de libertades afirmada en cierto 

contrato social, tiene la encomienda de garantizar la seguridad de todos los 

ciudadanos (…)” 8. 

 

Por eso para varios de los autores consultados, la forma más acertada de 

definir el terrorismo ha sido enmarcarlo en un espacio de tiempo determinado 

entendiéndolo como un fenómeno de la modernidad cuyo significante nace en 

los escritos del filósofo británico Edmund Burke, quien lo usó por primera vez 

para explicar el llamado Régimen del Terror Jacobino durante la Revolución 

Francesa.9  Sin embargo apoyados en el análisis realizado para la presente 

investigación se preferirá entenderlo mejor como una forma de violencia 

histórica, que sin definirla como propia de un tiempo determinado, desafía la 

legalidad del estado moderno. 

 

Encontrar entonces una definición unificada sobre el terrorismo ha sido la 

variable oculta para quienes se han decidido a estudiarlo. Solo para efectos 

                                            
8 García Ramírez, Sergio. Consideraciones sobre Terrorismo. Instituto de Investigaciones 
Jurídicas UNAM, Página 4. 
9 Para Edmund Burke, uno de los maestros de la teoría política, los terroristas eran (y los 
jacobinos le servían de ejemplo) aquellos que aterrorizaban a las poblaciones para retener el 
poder.  
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de ilustrar la situación  se mencionarán algunas de las definiciones más 

reconocidas sobre el terrorismo en la actualidad, atribuidas a personalidades 

y autoridades en el tema quienes desde su actividad han aportado elementos 

para despejar la variable sobre esta definición. 

 

Para Walter Laqueur10 : 

 “El terrorismo es el uso ilegítimo de fuerza para lograr un objetivo político 

cuando las personas inocentes son los afectados”.  

 

Para Koffi Annan11 es:  

“Un ataque directo a los valores básicos que propugnan las Naciones 

Unidas: el Estado de Derecho, la protección de la población civil, el respeto 

recíproco entre las personas de diferentes religiones y culturas y la 

resolución pacífica de las controversias"  

 

Noam Chomsky12 resalta que entiende el término:  

“Exactamente en el sentido como se define en los documentos oficiales de 

Estados Unidos: “El uso calculado de la violencia o la amenaza de la 

                                            
10 Walter Laquer es el Co- Director del Consejo Internacional de Investigaciones en el Centro 
para estudios estratégicos e Internacionales en Washington DC. Autor de varios libros sobre 
Terrorismo, el mas reciente titulado Voces del Terror (2004). 
11 Actual Secretario General de la Organización de Naciones Unidas. Palabras pronunciadas 
en el Discurso de Clausura ante la Cumbre Internacional de Terrorismo y Democracia 
celebrada en Madrid en Marzo de 2005.  
12 Noam Chomsky (1928- ), lingüista, profesor y activista político estadounidense. Docente 
del Instituto Tecnológico de Massachussets M.I.T,  fundador de la gramática generativa y uno 
de los mayores críticos de la Política Exterior Estadounidense.   
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violencia para alcanzar objetivos políticos, religiosos o ideológicos. Esto se 

hace a través de la intimidación, coerción y para sembrar el miedo”. 

 

Y la Escuela Militar de las Américas13 lo define como:  

Una etapa embriónica de una insurgencia un punto de partida. (…) una 

forma de lograr el temor (…) una forma de guerra efectiva y barata. De 

hecho un análisis de las insurgencias recientes de las Américas, Francia, 

Rusia y Cuba demuestra que el terrorismo jugó un papel importante en los 

comienzos del movimiento” 

 

Las anteriores definiciones reflejan con claridad el origen de quienes las 

pronunciaron desde campos tan diversos como la academia, la diplomacia y 

la inteligencia militar. Por lo mismo, es evidente que lograr un concepto 

unificado sobre el terrorismo no ha sido tarea  fácil para las autoridades 

encargadas  y tampoco será éste un objetivo propuesto por el presente 

trabajo, lo que desviaría el propósito del análisis comparado;  sin embargo en 

la tarea de ubicar el Terrorismo en el Derecho Internacional  se valoran y por 

eso se referencian los aportes de las diversas disciplinas que permiten una 

lectura hermenéutica del nacimiento de una norma jurídica, disciplinas que 

                                            
13 Manual de terrorismo. Editado por la antigua Escuela Militar de las Americas ahora 
llamada el Instituto de Cooperación para la Seguridad Hemisférica (SOA/ WHINSEC por sus 
siglas en inglés), Institución encargada de entrenar soldados latinoamericanos en cursos 
como técnicas de combate, tácticas de comando e inteligencia militar. Ha sido bastante 
cuestionada por el papel que jugaron los militares allí formados en las Dictaduras del 
Hemisferio.  
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además de  aportar una descripción del contexto, hacen que  se reduzca el 

margen de las confusiones  en la labor de caracterizarlo14. 

 

1.1  ANTECEDENTES 

 

Por mucho tiempo la regulación del terrorismo fue responsabilidad de los 

Estados al interior de sus fronteras, ante una naciente conciencia del 

Derecho Internacional y una agenda dedicada a construir modelos propios de  

Estado-Nación. Muestra de esta tendencia, fueron las largas jornadas en las 

Conferencias Internacionales de Derecho Penal, en París (1931) y Madrid 

(1933)15, en donde los delegados nacionales debatieron por primera vez, en 

un escenario internacional, la relación entre Terrorismo y extradición ya que 

unificar un concepto sobre el primero y sus móviles políticos o no,  sin duda 

alguna implicaría un impacto en la aplicación del segundo como mecanismo 

de cooperación judicial y talón de Aquiles en el manejo de las relaciones 

internacionales para los Estados requeridos y requirentes16. 

 

                                            
14 Como afirma Jacques Derrida, “cuanto más confuso es un concepto, más fácil es su 
apropiación oportunista” 
15 Organizadas por el Bureau Internacional para la unificación del derecho penal. 
16 En el procedimiento de la extradición las autoridades de dos Estados llegan a un acuerdo 
en virtud del cual uno de esos Estados, llamado requerido quien recibe la reclamación de 
entrega procede a transferir una persona al otro Estado llamado requirente, pues es quien 
realiza dicha reclamación. 
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La discusión planteada  en dichas conferencias, principalmente por los 

Juristas franceses y españoles, concluyó  con una débil  fórmula académica 

que daba al delito de terrorismo un móvil de tipo anarquista, que aunque 

siendo este móvil de finalidad política17 dejaba al arbitrio de los Estados para 

que según sus normas legales o constitucionales, tipificaran el delito al 

interior de sus fronteras y concedieran o no la extradición del delincuente 

terrorista18. 

 

Sin embargo el año siguiente (1934), los hechos demostraron la necesidad de 

incluir en la agenda internacional, un debate legítimo en torno a la regulación 

del Terrorismo ante la forma como este tipo  de violencia histórica  estaba 

desafiando la legalidad de los Estados modernos. Fue así como en un 

acontecimiento registrado en vivo por periodistas europeos y centenares de 

personas, un ciudadano búlgaro, de nombre Vlada Gheorghieff, nativo de 

Macedonia y miembro del Movimiento Revolucionario Macedonio19, asesinó 

con un  revólver automático Mauser de veinte municiones, al entonces Rey de 

Yugoslavia Alejandro Karageorgevic, al ministro francés de Relaciones 

                                            
17 Sin duda el fundamento del anarquismo es de carácter político si lo entendemos como:  
“las teorías y movimientos que llaman a la abolición del gobierno y de toda forma de jerarquía y 
autoridad para conseguir la anarquía o estado en que nadie ejerce un poder organizado sobre 
otros”. Tomado de es.wikipedia.org/wiki/Anarquismo. 
18 Jiménez de Asúa, Luis. Estudios Clásicos del Derecho Penal: Estado Peligroso, Volumen 4. 
Pagina 159 Editorial Jurídica Universitaria, San José de Costa Rica, 2001 
19 Movimiento  que buscaba liberar a Macedonia de Yugoslavia. En la actualidad se 
constituye como Movimiento Revolucionario Macedonio del Interior (VMRO)  y es el mayor 
partido de la oposición en la Antigua República Yugoslava de Macedonia.  
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Exteriores, Louis Barthou, y a dos personas que transitaban por el lugar, 

luego de abordar a la fuerza el automóvil gubernamental  en el que se 

movilizaban estas personalidades, tan solo unos minutos después de que el 

Rey Yugoslavo  había llegado visita oficial al Puerto de Marsella en el  

Mediterráneo francés. 

 

El carácter transnacional de este crimen al haber sido cometido por un 

macedonio de nacimiento, con ciudadanía búlgara, militante de un 

movimiento separatista,  en territorio francés, en contra el Rey de Yugoslavia 

y un alto ministro del país anfitrión; Colocó en jaque no solo los esquemas 

judiciales de procesamiento para este delito,  sino también las relaciones 

diplomáticas entre los países del sudeste europeo.  

 

Luego de los hechos las voces de reclamación no se hicieron esperar y por 

medio de su delegado en Praga, sede de la Sociedad de Naciones, Yugoslavia 

apoyada por los otros dos países de la Petit Entente20 sometió el caso en 

sesión extraordinaria  de Diciembre de 1934 a la entonces organización 

conocida hoy cómo Naciones Unidas, cuyo mandato para ese entonces, 

contenido en la primera parte del Tratado de Versalles como Pacto de la 

Sociedad de Naciones, le  encomendaba el establecimiento y mantenimiento 

                                            
20 Conformado por Rumania, Checoslovaquia y Yugoslavia. 
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de la paz entre los países miembros para lo que debía intervenir como 

mediador en caso de presentarse conflictos siempre en busca del desarme de 

los Estados con miras a evitar una Segunda Guerra, propósito que fallaría 

unos años más tarde.  

 

En aquella sesión de la Sociedad de Naciones, el caso se presentó con un 

rechazo total al uso de la violencia terrorista y una posición decidida a su 

represión, por lo que Francia manifestó, su compromiso de elaborar un 

Convenio Internacional contra el Terrorismo.  Fué en esa dirección que el 

Presidente francés Pierre Laval, envió a la Asamblea de la Sociedad de 

Naciones, un Memorándum con un proyecto de Convenio el cual quedó 

registrado en la historia como el Memorándum Laval.            

 

Para quienes conocieron de cerca el proyecto, como José Luis Jiménez de 

Asúa, notable jurista y Ministro Plenipotenciario de España ante la Sociedad 

de Naciones, afirmaron que realmente era un proyecto de sobremanera 

reaccionario,  diseñado aún bajo el impacto y las dimensiones del crimen 

ocurrido en aquel Octubre, y que de un modo taxativo manifestaba que el 

terrorismo que debía reprimirse era el de carácter político.21 

   

                                            
21 Jiménez de Asúa. Op.Cit., p.159. 
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La Sociedad de Naciones resolvió entonces someter el Memorándum Laval al 

estudio de un Comité de expertos encargados de elaborar un proyecto de 

Convenio para la aprobación de la Asamblea. Dicho proyecto fue presentado  

en 1935, 1936 y finalmente Abril de 1937, año en el  que  la última versión, 

fue debatida en el seno de la Primera Conferencia Diplomática internacional 

para la represión del terrorismo22. Las discusiones técnicas dadas al interior 

de esta Conferencia no se hicieron esperar, caracterizadas, en buena hora, 

por los amplios debates penales durante  las sesiones plenarias y  por una 

actitud más precisa en el Comité de redacción, quienes muy seguramente 

tuvieron que dar respuesta a los siguientes problemas jurídicos que se 

deducen  de la exposición general de trabajos del Comité relatada por 

Jiménez de Asúa23: 

 

• ¿Es el acto terrorista un delito en el derecho internacional? 

Para el momento de la Conferencia en 1937 no existía ningún instrumento 

vinculante que señalara los actos terroristas como delitos de derecho 

internacional, debido a la ausencia de un tipo básico y una definición 

unificada por varios Estados en una instancia internacional y a la 

                                            
22 celebrada del 1 al 16 de Noviembre en Ginebra.   
 
23 JIMÉNEZ DE ASÚA, Op.cit.,p.162-168 
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inexistencia de un órgano judicial, con jurisdicción universal y competencia 

para  procesar esta clase delitos.   

 

• ¿Está claramente definido el sujeto pasivo de los actos de terrorismo? 

Para los miembros del Comité de redacción, la definición del sujeto pasivo 

significó determinar sobre quién recae el elemento subjetivo del terror, ya que 

no era de consenso si éste debía ejercerse sobre personalidades 

determinadas, grupos de personas con características comunes, sobre la 

sociedad en general o la tesis defendida por Yugoslavia, sobre el Estado y sus 

instituciones. Finalmente y ante una insistente propuesta de Bélgica por 

medio de su representante Cartón Wiart,  se llegó a un concepto que trató de 

recoger las propuestas anteriores y precisó en una formula algo tautológica el 

sujeto pasivo, integrado por: El Estado, personalidades determinadas, grupos 

de personas o el público en general.  

 

• ¿Obliga a los Estados parte en un Convenio, el objeto del mismo, 

cuando éste se define en el preámbulo de dicho texto?  

Frente a este problema,  el Comité no gastó mayor tiempo en rechazar la 

propuesta de Hungría de incluir un amplio preámbulo  que definiera el 

Terrorismo y que dejara en claro que el objeto y fin del tratado era su 

represión. Sin embargo, la declaración de los preámbulos era vista por los 
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miembros del Comité como un texto sin valor positivo, que reflejaba el 

pensamiento del legislador y aportaba elementos históricos en la 

interpretación del instrumento, pero que no podía ser considerado parte del 

Convenio ni predicarse su valor normativo, postura jurídica que parece 

haberse superado en el derecho constitucional de muchos estados, incluido 

Colombia24. Finalmente no se incluyó el concepto de Terrorismo en el 

preámbulo del Convenio. 

 

• ¿Es Posible precisar el elemento subjetivo de la antijuricidad sin definir 

el móvil del autor de actos terroristas? 

El problema del móvil político parece aún no resolverse en la historia jurídica 

del terrorismo, vinculado a él desde su entrada en el Derecho Internacional 

Público. Sin embargo, para los redactores del primer convenio, hacer una 

descripción objetiva de la conducta no fue difícil y obedeció al hecho de no 

cerrar  la  posibilidad de extradición para quienes cometían esta clase de 

actos que en caso de haber sido bautizados como “Políticos” permitirían las 

solicitudes de asilo.  

                                            

24 Lejos de ser ajeno a la Constitución, el Preámbulo hace parte integrante de ella. Las 
normas pertenecientes a las demás jerarquías del sistema jurídico están sujetas a toda la 
Constitución y, si no pueden contravenir los mandatos contenidos en su articulado, menos 
aún les está permitida la trasgresión de las bases sobre las cuales se soportan y a cuyas 
finalidades apuntan. El Preámbulo goza de poder vinculante (...)." Corte Constitucional 
Colombiana. Sentencia C-479 de 1992.  
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• ¿ Es el orden público el bien jurídico que se pretende proteger con la 

sanción de actos terroristas? 

En la mayoría de los Estados, tipificar una conducta que protege el bien 

jurídico del orden público, significa hablar de delitos políticos, por lo que para 

los redactores del Convenio, la discusión sobre el bien jurídico protegido llegó 

a mejores luces con la Intervención del penalista Ernst Delaquis, antiguo 

profesor de Derecho en universidades suizas, quien afirmó que el concepto de 

orden público en el Derecho Internacional, es distinto al manejado al interior 

de los Estados y que por lo tanto es un bien jurídico concreto, que no todos 

los delitos vulneran.  

 

• ¿Puede sancionarse la tentativa de actos preparatorios en la comisión 

de actos terroristas? 

En la propuesta inicial debatida en la plenaria, el numeral 5 del artículo 2 de 

dicho proyecto castigaba la tentativa de los actos preparatorios al acto 

terrorista;  en ese sentido era plenamente terrorista quien tan solo intentara 

tener armas o explosivos, situación que por su alto grado peligrosista se 

modificaría al interior del comité de redacción.  
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Si bien la redacción del Convenio para la Prevención y Castigo del Terrorismo 

fue el primer intento formal, en la regulación de la conducta en el Derecho 

Internacional Público, era igualmente claro que al empezar a tipificar delitos 

de orden internacional, debía pensarse en un esquema procesal completo que 

no dejara el manejo de la criminalidad a merced de la diplomacia.   

 

Fue por esto último que el segundo propósito de la Conferencia del 37 era la 

redacción y adopción de un segundo Convenio que diera vida jurídica y 

operancia material a un tribunal Penal Internacional,  autorizado por el 

Artículo 46 del Convenio anteriormente estudiado. Pero este segundo 

propósito, impulsado con gran esfuerzo por Francia y la Petit entente, no era 

de interés alguno para los demás países firmantes, quienes en la redacción 

del mencionado artículo, encontraron la fórmula para obstaculizar la creación 

de dicho Tribunal, exigiendo para su realidad, la presencia, en una futura 

Conferencia, de todas las altas partes contratantes,  situación que nunca 

pudo concretarse para ninguno de los dos convenios proyectados por la 

Asamblea,  diluyéndose así los dos primeros intentos, por un lado, de lograr 

un instrumento internacional que tipificara y sancionara el terrorismo y por 

otro, lograr con varias décadas de ventaja la creación de la Jurisdicción penal 

internacional, hoy vigente con el Estatuto de Roma y que tal vez hubiese 

suplido a Nuremberg de la historia de los crímenes de guerra .   
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Finalmente, de los 35 Estados presentes en la Conferencia, 30  suscribieron  

el Acta Final25, 19 firmaron el Convenio para la Prevención y Castigo del 

Terrorismo26, y tan solo 10, firmaron  el Segundo Convenio27 dejando en los 

archivos de la Sociedad de Naciones, estos dos proyectos que nunca entraron 

en vigor.   

 

1.2 EL TERRORISMO EN EL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO 

 

Una vez ubicada la aparición del terrorismo en el derecho internacional 

público, con el fallido Convenio para su Prevención y Castigo, corresponde 

ahora entrar a describir los otros intentos internacionales que dieron 

desarrollo a esta primera idea y que nos permitan demostrar la existencia, al 

día de hoy, de un corpus iuris claramente definido, caracterizado y 

diferenciado, al que se dará como nombre:   Derecho Internacional en Materia 

de Terrorismo (DIT).  

 

                                            
25 Dejaron de hacerlo; Haití, India. México, Republica de San Marino y Uruguay. 
26 Albania, República Argentina, Bélgica, Bulgaria, República Dominicana, Egipto, Ecuador, 
España, Estonia, Francia, Grecia, Noruega, Países Bajos, Perú, Rumania, Checoslovaquia, 
Turquía, Venezuela y Yugoslavia.  
27 Bélgica, Bulgaria, España, Francia, Grecia, Países Bajos, Rumania, Checoslovaquia, 
Turquía y Yugoslavia. 
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Como afirma Gaviria Lievano28, la aparición de las Organizaciones 

Internacionales,  Mundiales y regionales, no es otra cosa que una respuesta a 

una sociedad internacional basada en los Estados nacionales cuyo concepto 

de soberanía absoluta entró en crisis hace varias décadas. Por eso, desde la 

aparición de la Sociedad de Naciones y luego de la Organización de Naciones 

Unidas, ha apremiado la necesidad de construir normas, destinadas a regular 

las relaciones entre los distintos sujetos de derecho internacional que hacen 

parte de una comunidad jurídica mayor .29 

 

En este propósito de  concertación del derecho internacional, las normas se 

han agrupado en conjuntos jurídicos que reúnen unas características 

comunes en razón de la materia sobre la que versan. Sin embargo, el 

nacimiento y reconocimiento de estos conjuntos como cuerpos jurídicos 

independientes, se debe igualmente a la existencia de organismos 

especializados para su promoción, protección y desarrollo progresivo.  

 

Así, en este orden de ideas, el derecho internacional público se extiende en 

forma de ramas para lograr el alcance y la especialización sobre determinadas 

materias en la regulación de las relaciones internacionales. Sin duda, uno de 

                                            
28 GAVIRIA LIEVANO, Enrique. Derecho Internacional Público, Editorial Universidad 
Externado de Colombia, Segunda Edición. Pag 2. Bogotá, 1985  
29 Término utilizado por el Jurista Holandés Jiitta citado por Gaviria Lievano, Op.Cit. p, 4. 
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estos aspectos ha sido la seguridad,  elemento  emergente del estado liberal 

que implica la protección del individuo y la protección del Estado. Sin 

embargo, como en el  actual contexto, considerar el individuo como un sujeto 

del derecho internacional, es hasta ahora una posición que empieza a ganar 

terreno, se prefiere priorizar la seguridad del estado, en la adopción de 

instrumentos internacionales, pero esta vez bajo una nueva fórmula que 

pretende integrar el concepto en una relación Estado-Individuo, a la que se 

ha denominado “Seguridad Nacional ”, cuya definición, al igual que la del 

terrorismo, será tarea de varios años y debates. 

 

Pero el sofisma de la relación planteada en esta fórmula, ha sido superado 

con la aparición de conjuntos jurídicos como el derecho internacional de los 

derechos humanos (DIDHH), el derecho internacional humanitario (DIH) y el 

derecho penal internacional (DPI), en donde claramente se observa que, más 

allá de la protección del estado, existe, por parte de este, una obligación de 

respeto y garantía a la dignidad de la persona humana, lo que ha impactado 

la concepción del derecho internacional en el siglo XX, en donde el Estado 

dejó de ser  para sus súbditos “la jaula de hierro”  a la que se había referido 

Politis30 en 1927.  

                                            
30 Politis, citado por CARRILLO SALCEDO, Juan Antonio en el Prólogo de VILLAN DURAN, 
Carlos. Curso de Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Madrid: Editorial Trotta 
S.A, 2002. p. 21. 



 41 

 

Por eso, el combate de una forma de violencia como el terrorismo, no puede 

defenderse exclusivamente desde los discursos de la seguridad nacional,  ya 

que entraríamos en una cruzada sin tregua, no lejana de la realidad, por 

perseguirlo y  eliminarlo como amenaza a la existencia del estado. Por lo 

tanto, acércanos a una integración normativa en materia de terrorismo, será 

un primer paso en esta deseable actitud hermenéutica sobre el derecho 

internacional, por lo que se empezará por ubicarlo, reconocerlo e  identificarlo 

de otras ramas mencionadas anteriormente. 

 

1.2.1 Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

 

Este conjunto de normas conocidas como Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, nace a la vida jurídica en 1945 con la Carta de Naciones 

Unidas, firmada en San Francisco el 26 de junio de ese año y aunque sus 

raíces pueden encontrar origen en antecedentes más remotos31, es a partir de 

este instrumento que se puede hablar de un reconocimiento internacional de  

la promoción, respeto, garantía y protección  de los derechos humanos.  

                                            
31 Hay quienes afirman como Daniel O´Donell que:  “la codificación del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos se remonta al siglo XVII con la respuesta mundial a la abolición de 
la esclavitud en tratados como el de Paris (1814), el Tratado de Unión, Liga y Confederación 
(1826) y el Tratado de Bruselas en (1890). Introducción al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en Colombia. Vol I Pag. 18, 
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En primer lugar, el objeto central de la Carta de San Francisco es la creación 

formal de  la Organización de las Naciones Unidas, pero al consagrar en ella 

la dignidad de la persona, el respeto por los derechos humanos y las 

libertades fundamentales como propósitos de la nueva organización,32 

adquiere este instrumento el carácter de texto marco dentro del cual se puede 

señalar el posterior desarrollo de esta importante rama del derecho: El 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

 

No habría que esperar mucho tiempo cuando ya, el 10 de diciembre de1948,  

en la ciudad de París, por medio de la resolución A/RES/ 217 (iii) de  la 

Asamblea General de Naciones Unidas se adoptó y se proclamó la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos33 como ideal común a todos los pueblos 

y naciones. Esta Declaración significó el punto de partida material para el 

sistema universal de protección de los derechos humanos conformado por 

principios, normas, organismos y mecanismos,   y aunque su obligatoriedad 

era ineficaz, en principio, la práctica reiterada de los Estados por facilitar su 

aplicación, hizo que éste se incorporara como fuente consuetudinaria de 

                                            
32 Ver el Preámbulo, arts. 1.3, 13.1, 55c, 56, 62.2, 68,73 y 76 de la Carta de Naciones 
Unidas. Anexo 1 
33 John Peters Humphrey de Canadá fue el redactor principal, asistido por Eleanor Roosevelt 
de los Estados Unidos, René Cassin de Francia, y P. C. Chang de China, entre otros. Tomado 
de  Wkipedia en Español. Dirección: 
es.wikipedia.org/wiki/Declaraci%C3%B3n_Universal_de_los_Derechos_Humanos. 
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derecho internacional  y cuya obligatoriedad fue reconocida posteriormente 

en los siguientes términos:  

 

“La Declaración enuncia una concepción común a todos los pueblos de los 

derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia 

humana y la declara obligatoria para la comunidad internacional”34. 

 

Comienza entonces desde 1948 todo un proceso de adecuación de las 

instituciones de carácter nacional e internacional para dar pleno desarrollo a 

la Declaración y es en esa dirección que surge desde la Asamblea de Naciones 

Unidas, toda una lista de Instrumentos Internacionales en forma de Tratados, 

Convenios, Convenciones y Protocolos de carácter universal que a la vez 

establecen la creación de organismos encargados de vigilar y promover la  

protección de los derechos humanos entre los Estados Parte. 

 

De esta manera, por la importancia de tener una visión orgánica de la labor 

de Naciones Unidas35 en materia de Derechos Humanos, y para hacer un 

acercamiento a la forma como el Terrorismo ha permeado la labor de estas 

instancias, se ofrece a continuación una descripción de los órganos que 

                                            
34 Párrafo Cuarto del Acta Final de la Conferencia Internacional sobre Derechos Humanos 
celebrada en 1968 en Therán y reproducido en Derechos Humanos: Recopilación de 
Instrumentos Internacionales, Vol I, Segunda Parte. ONU Nueva York y Ginebra, 1994. Pág. 
52 
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conforman el Sistema Internacional de Protección, los cuales pueden ser 

clasificados en tres grupos de la siguiente forma: 

 

a. Órganos basados en la Carta de Naciones Unidas    

La Comisión de Derechos Humanos (CDH): Fué creada en 1946 como 

órgano subsidiario del Consejo Económico y Social ECOSOC y se establece 

como la cuarta de las comisiones orgánicas autorizadas por el articulo 68 de 

la Carta de Naciones Unidas36. Esta comisión se ha convertido en el mayor 

foro en materia de derechos humanos a nivel mundial, donde anualmente se 

reúnen, además de los 53 Estados Miembros, alrededor de 3.000 

observadores de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales.  El 

mandato conferido a esta Comisión, se  materializa en tres grandes 

actividades, conocidas en el lenguaje de Naciones Unidas como 

“Procedimientos especiales”. 

En primer lugar, (1) El Mecanismo o Mandato por País:  Dentro de este 

mandato, la Comisión examina y vigila la situación de los derechos humanos 

en países o territorios específicos,  (2) Mecanismo o Mandato Temático: Dentro 

                                            

36 El articulo dice lo siguiente: “El Consejo Económico y Social establecerá comisiones de 
orden económico y social y para la promoción de los derechos humanos, así como las demás 
comisiones necesarias para el desempeño de sus funciones.” 
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de este mandato  la Comisión examina y vigila los fenómenos y temas 

importantes de violaciones a los derechos humanos a nivel mundial, y  por 

último,  La Comisión informa públicamente los resultados de sus actividades 

mediante resoluciones para los mandatos de país y reportes para los 

mandatos temáticos.   

- La Subcomisión de las Naciones Unidas de Promoción y Protección de 

los Derechos Humanos (SNUDH): Es el órgano subsidiario de la Comisión de 

Derechos Humanos, fué creada en 1947 y se le conoce  comúnmente como el 

Grupo de Expertos  por las calidades morales y académicas de quienes la 

conforman. Su  labor, consiste en apoyar el trabajo de la Comisión y 

cualquier tarea encomendada por el ECOSOC en materia de investigación en 

derechos humanos, mediante estudios temáticos  y formulación de 

recomendaciones a los Estados miembros de la Organización.  

b. Órganos de Tratados: Como su nombre lo indica, estos organismos 

tiene su origen en  un tratado o convenio en particular por el cual 

fueron creados  y cuyo mandato consiste en supervisar su 

implementación en el Estado parte.  

- El Comité de Derechos Humanos CDH: El Comité de Derechos Humanos 

fue establecido por el artículo 28 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos (1976) y  su labor consiste en supervisar la aplicación por parte de 
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los Estados que lo han ratificado o se han adherido a él  y a sus dos 

Protocolos facultativos; El primero, sobre comunicaciones individuales (1976) 

y el segundo,  sobre la abolición de la pena de muerte (1991). El 

procedimiento ante este Comité se activa  mediante los mecanismo de Queja 

Individual , Comunicación entre Estados (Artículo 41 del PIDCP) y mediante 

Presentación de Informes por País, en los cuales los Estados Partes se 

comprometen a presentarlos cada cinco años, para que sean examinados por 

el Comité, en diálogo con los representantes de los Estados, en sesiones 

públicas y durante el último día, el Comité procede a adoptar mediante 

Observaciones Finales sus principales preocupaciones y formula sus 

respectivas recomendaciones. 

-El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales CDESC: Fue 

establecido mediante la Resolución 1985/17 del  Consejo Económico y Social 

en la cual se delegó al Comité, la competencia atribuida al ECOSOC en la 

parte IV del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y 

Culturales PIDESC.  Este Comité, tiene el mandato de supervisar el 

cumplimiento y desarrollo del PIDESC, en los Estados parte. Para tal 

finalidad, cuenta con un grupo de 18 expertos, elegidos por el ECOSOC, para 

un mandato de cuatro años.  
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Su procedimiento se activa únicamente, mediante  la presentación de 

informes periódicos por lo estados partes y  no mediante denuncias o quejas 

individuales, lo que sin duda, ha limitado considerablemente la capacidad del 

Comité para elaborar jurisprudencia y ha frenado enormemente las 

posibilidades de reparación internacional,  a las víctimas de infracciones al 

Pacto. Sin embargo, actualmente se trabaja en la redacción de un protocolo 

facultativo al pacto para hacer posible este procedimiento de queja 

individual37.  Por ultimo, vale la pena resaltar que el Comité se pronuncia 

mediante Observaciones Finales a los informes presentados por los Estados, y 

Observaciones Generales, cuando se interpreta alguna disposición del Pacto.  

 

-El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial CEDR:  

Autorizado por el articulo 8 de la  Convención Internacional sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (1969)  y cuyo 

mandato consiste en supervisar la aplicación y desarrollo de esta convención 

al interior de los estados partes. El Comité esta conformado por 18 expertos, 

y su procedimiento, uno de los más completos en posibilidades de acceso, se 

activa mediante 4 mecanismos: 1) La Presentación de informes por los estados 

                                            
37 Para mayor información al respecto se sugiere consultar el Documento E/CN.4/2004/44 
del Consejo Económico y social. Información disponible en inglés 
http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/G04/120/29/PDF/G0412029.pdf?OpenEleme
nt 
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partes, un año después de su adhesión a la Convención y luego cada dos 

años; 2) El Especial Procedimiento de Alertas Tempranas, encaminado a tomar 

medidas preventivas en situaciones potencialmente violatorias de la 

Convención 3) La Denuncia entre los Estados Partes,  cuando uno de ellos 

considera que otro estado incumple las disposiciones de la Convención y 

finalmente; 4) Mediante Comunicaciones Individuales o denuncias 

particulares de quien ha sido víctima, al interior de un estado parte, del 

incumplimiento de las disposiciones del Pacto (Artículo 14).   

En este orden,  frente a cada mecanismo el Comité se pronuncia de forma 

diferente: 1) Mediante Observaciones Finales a los informes de los estados;   

2) Mediante simples Decisiones ante al Procedimiento de Alertas Tempranas, 

Denuncias entre Estados y Denuncias de Particulares, y  3) Por medio de 

Observaciones Generales cuando interpreta las disposiciones de la 

Convención. 

-El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 

(CEDAW): Este Comité fué establecido por el artículo 17 de la Convención 

sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 

de  1979;  su mandato, al igual que el de los otros Comités, consiste en  

supervisar la  aplicación y desarrollo de la Convención de origen y el 

seguimiento a los informes presentados por los estados partes con la salvedad 

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/
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que, dicha presentación  se hace por intermedio del Secretario General de 

Naciones Unidas.  

Igualmente,  en la misma dirección de permitir el acceso de las víctimas a la 

jurisdicción internacional (Ius Locus Standi), se aprobó en 1999 el Protocolo 

facultativo a la  Convención, que permite en la actualidad  activar el 

procedimiento mediante  comunicaciones individuales presentadas por 

personas o grupos de personas que se hallen bajo la jurisdicción de un 

Estado parte y que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado de 

cualquiera de los derechos enunciados en la Convención.38   

- Comité contra la tortura CCTR:  Establecido por el artículo 17 de La 

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes (1984), este Comité, compuesto por diez expertos, se encarga 

especialmente de la vigilancia de este instrumento multilateral de protección 

contra la tortura y otras sevicias. Para activar el procedimiento del Comité, se 

pueden utilizar los mecanismos de: 1) Informes por País, 2) Denuncia entre 

Estados, y 3) Denuncia Individual; adicionalmente este Comité puede 

efectuar un Procedimiento Especial de Investigación de Oficio, consagrado en 

el artículo 20, cuando ha recibido informaciones fidedignas sobre la 

                                            
38 Ver Art. 2 . Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra  la  mujer  Adoptada por la Asamblea General en su resolución 
A/54/4  de 6 de octubre de 1999 
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ocurrencia de prácticas sistemáticas violatorias de la Convención en un 

Estado parte.   

- Comité sobre los Derechos del Niño: Este comité, fué establecido en virtud 

del artículo 43 de la Convención sobre los Derechos del Niño (1989), con el 

mandato de examinar los progresos realizados en el cumplimiento de las 

obligaciones contraídas en la Convención y sus dos protocolos facultativos; El  

primero, relativo a la participación de los niños en el conflicto armado y el 

segundo, relativo a la venta, prostitución infantil y utilización de niños en la 

pornografía.   

Para cumplir su obligación, los Estados partes deben  presentar Informes 

cada cinco años; además de los informes, el Comité recibe datos sobre la 

situación de los derechos humanos por medio de  otras fuentes, como 

organizaciones no gubernamentales y agencias de las Naciones Unidas. A 

diferencia de la mayoría de  comités  éste no recibe comunicaciones 

individuales, situación preocupante ante el creciente estado de maltrato a los 

menores. 

- Comité para la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares (CMW): Este se constituye en el Comité más 

reciente del Sistema Universal de protección de Derechos Humanos, cuya 

primera sesión se celebró  en Marzo de 2004,  aunque su establecimiento 
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data de  años atrás  en virtud del artículo 72 de la Convención Internacional 

para la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de 

sus Familiares (1990). Su procedimiento también se activa con la 

presentación de informes por país, denuncias entre estados y denuncias 

individuales según procedimiento de los artículos 76 y 77 de la Convención. 

C. Órganos de buenos oficios39: 

Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los derechos 

humanos:  

El Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos es el 

funcionario de mayor rango dentro del Sistema de Protección Universal, 

encargado de rendir informes directos al Secretario General de Naciones 

Unidas sobre la situación de derechos humanos en el mundo y el estado 

actual del Sistema Universal. Este cargo fue creado en Diciembre de 1993 y 

dentro de sus funciones se encuentra:             

 

                                            
39 Los Buenos Oficios Internacionales son una técnica de resolución pacífica de los conflictos 
a través de la cual, un tercero (Estado, Organización Internacional, o personalidad con 
reconocimiento internacional), utiliza su influencia moral y política para establecer el 
contacto entre los Estados o las Partes en conflicto. Este tercero no toma parte directa en las 
conversaciones y su función se limita a que los adversarios acepten negociar. La técnica es de 
origen consuetudinario y fue codificada por primera vez en las Convenciones de la Haya de 
1899 y de 1907. 
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1) Dirigir el movimiento internacional de derechos humanos desempeñando la 

función de autoridad moral y portavoz de las víctimas  

2) Integrar los conceptos y las normas de derechos humanos en todos los 

ámbitos de la Organización. 

3) Reunir diferentes instituciones y organizaciones que trabajan por los 

derechos humanos en todo el mundo y alentarlas a trabajar juntamente con 

el sistema de las Naciones Unidas en pro del progreso de los derechos 

humanos.  

4) Ofrecer trabajos de investigación, informes periciales, asistencia consultiva 

y servicios administrativos de alta calidad a los principales órganos de las 

Naciones Unidas relativos a la protección de los derechos humanos.  

5) Difundir información acerca de los derechos humanos y promueve la 

educación en esta materia en todo el mundo.40  

 

En esta titánica labor, la Oficina principal, con sede en Ginebra y  en Nueva 

York , ha descentralizado su presencia en el terreno a diferentes países por 

medio de la creación de Oficinas delegadas, en aquellos lugares, en donde la 

situación por  violación a los derechos humanos, ha sido calificada como de 

alto riesgo, para lo que se procede a celebrar, con dichos países, Acuerdos de 

                                            
40 Esta Información es extraída de la declaración de objetivos de la Oficina del Alto 
Comisionado. Para los Derechos Humanos. Dirección: 
www.ohchr.org/spanish/about/hc/index.htm 
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Establecimiento, en donde se determina el alcance del mandato y las 

condiciones de su presencia.     

 

Una vez reconocido el panorama orgánico del sistema universal de protección, 

es oportuno precisar que este sistema, tiene réplicas regionales, dentro de la 

Organización de Estados Americanos OEA, la Unión Europea y el continente 

africano, en lo que se conoce hoy como Sistema Interamericano, Europeo y 

Africano de Protección de los derechos humanos respectivamente. Sin 

embargo, por el carácter regional del  presente propósito, se abordará en 

mayor profundidad sobre el sistema interamericano en paginas posteriores.  

 

Ahora bien,  el Corpus Iuris de Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos para el año 2002 contaba con más de 100 tratados internacionales,  

universales y regionales, que regulaban temas específicos, pero ¿cómo 

irrumpe el fenómeno del terrorismo en este cuerpo jurídico de derecho 

internacional público?   

 

Para dar respuesta basta con aclarar que al DIDDH aplican todas las fuentes 

internacionales descritas en el articulo 3841 de la Corte Internacional de 

                                            
41 Las Convenciones internacionales, generales o particular, la costumbre internacional, los  
principios generales del derecho y las decisiones judiciales y la doctrina como criterio 
auxiliar. 
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Justicia (CIJ), sin embargo son las convenciones internacionales, generales o 

particulares, las que mayor relevancia tienen en este campo del derecho, que 

se encuentra en constante positivización.  Por eso, con la ratificación de un 

instrumento internacional de derechos humanos,  el Estado parte 

compromete su responsabilidad y genera para sí mismo obligaciones directas 

e indirectas, convirtiéndose en destinatario de la norma y por ende, en sujeto 

de obligaciones de la misma.    

 

Fue así como ante la  ocurrencia de acciones terroristas hasta finales de la 

década de los setenta, la legislación internacional, no estaba preparada para 

ser determinadora de estándares básicos en  esta materia, por lo que para 

hablar de prevención, sanción y reparación de esta conducta, tipificada como 

delito en la gran mayoría de estados, se requería acudir a las fuentes del 

derecho interno.  

 

Pero, como la mayoría de fuentes formales del derecho al interior de los 

estados, no habían enfrentado el reto de regular una conducta como el 

terrorismo, se acude por  esta razón,  al derecho internacional de los 

derechos humanos como “Techo Jurídico” de este  fenómeno y no 

precisamente por efecto de una conducta propositiva de parte de los Estados, 

sino ante un llamado urgente de los Sistemas Universales y Regionales de 
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protección, por medio de sus órganos políticos, jurisdiccionales y 

cuasijurisdiccionales42,  que empezaron a percatarse de los abusos estatales 

en la erradicación del terrorismo, asociado, en muchos casos, como en el 

Cono sur del continente, con la criminalización de la protesta social y la 

lucha contra los movimientos insurgentes.  

 

En esa dirección, las fuentes del DIDDH, especialmente los tratados y 

convenios ratificados, aunque no hacían mención expresa de las obligaciones 

del estado frente al fenómeno del terrorismo, en sí mismo considerado, fueron 

interpretadas de modo extensivo por estos órganos, en el sentido de aplicarse 

a hechos de violencia terrorista, por lo que todo Estado que se comprometía a 

respetar y garantizar los derechos humanos, se comprometía igualmente a 

hacerlo frente a casos de terrorismo, no solo cumpliendo sus obligaciones 

frente a la población bajo su jurisdicción, sino igualmente, frente a quienes se 

viesen implicados como sujetos activos y como víctimas en esta clase de 

fenómenos violentos.  

 

A diferencia de otros conjuntos jurídicos que veremos más adelante, el ámbito  

material de aplicación del DIDHH se circunscribe a su obligatoria observancia 

                                            
42 Con esta clasificación se hace referencia en primer lugar a la Comisión de derechos 
humanos, la Asamblea General de Naciones Unidas, Las Cortes Interamericana y Europea de 
Derechos humanos y los respectivos Comités de vigilancia. 
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en tiempos de paz o tiempos de guerra43 por lo que en cualquier momento y 

circunstancia, las obligaciones del Estado frente a la ocurrencia de actos de 

terrorismo tendrán plena vigencia como aquel techo jurídico de la metáfora 

planteada, entendido éste como marco y límite de obligaciones 

internacionales.  

 

Por esta razón, se plantea que el terrorismo toca sensiblemente las fuentes 

del DIDDH, pero como su regulación no ha sido asumida como un asunto 

humanitario sino como un asunto de seguridad,  no puede confundirse la 

legislación internacional en materia de terrorismo, con las normas del 

DIDHH.  Actualmente ante la escalada terrorista de los últimos años en 

varios países miembros de Naciones Unidas, la existencia de más de 12 

Tratados y Declaraciones internacionales sobre terrorismo, y previendo el 

desarrollo que tendrá, tanto el DIDDH como el DIT, el Sistema Universal de 

protección, colabora de cerca, pero sin confundirse en un solo conjunto, con 

el mandato del Consejo de Seguridad, mediante mecanismos conjuntos que 

serán abordados más adelante.   

 

 

                                            
43 Esta diferencia entre el ámbito de aplicación material del DIH y el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos es presentada por Daniel O`Donell en Introducción al Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos . Compilación de Jurisprudencia y Doctrina. Vol. I 
Oficina del Alto Comisionado para los derechos humanos en Colombia, 2002. Pág.50  
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1.2.2 El Derecho Internacional Humanitario 

 

Este cuerpo normativo de derecho Internacional Público, recoge las reglas 

tanto consuetudinarias como convencionales aplicables a los conflictos 

armados conocido como Ius in bello  y cuyo objeto es: 

 

 “ regular mediante prohibiciones el empleo irracional de la fuerza entre 

combatientes, proteger a las víctimas (heridos, náufragos, enfermos) 

preservar a las poblaciones civiles del conflicto armado y en general a la 

humanidad contra todos los horrores de la guerra. Se ocupa también de 

las prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas 

convencionales cuya utilización no es indispensable a nivel militar, pero 

cuyo uso tiene efectos especialmente crueles o genera daños extensivos 

contra la población civil y el medio ambiente”44 

 

 

Esta definición del objeto, es citada porque recoge en gran parte las 

finalidades alcanzadas por el Derecho Internacional Humanitario (DIH) en la 

actualidad, luego de varios años de codificación y montaje de todo un sistema 

a nivel universal para su reconocimiento, promoción y aplicación. 

 

                                            
44 CAMARGO, Pedro Pablo. Derecho Internacional Humanitario. Editorial Leyer. Segunda 
Edición, Bogota. 20001. Pagina 25  
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En esta labor, el DIH  ha contado con el impulso del Comité Internacional de 

la Cruz Roja CICR, como institución, que ha jugado el papel de tercero 

neutral, en las confrontaciones armadas y bajo la forma de  Potencia 

Protectora, instituto jurídico de derecho internacional, cuyo origen se remonta 

a la Guerra Franco –Prusiana en 1870 y es establecido, por primera vez en el 

año de 1929 en el  articulo 8645 del Convenio sobre el trato a los Prisioneros 

de Guerra, quedando descrita allí, la necesidad de un acuerdo triangular, 

entre las dos partes beligerantes y una parte neutral.  

 

Para una mayor comprensión de las normas que integran el DIH, seguiremos 

la clasificación de dos grandes grupos,  que ha sido utilizada por algunos 

autores así:  

 

 

 

 

 

 

                                            
45 “Las altas partes contratantes, reconociendo que la aplicación regular de la presente 
convención encontrará una garantía en la posibilidad de la colaboración de las potencias 
protectoras encargadas de salvaguardar los intereses de los beligerantes, conviene en este 
respecto en que, las potencias protectoras podrán, fuera de su personal diplomático, designar 
delegados entre las personas sujetas a la jurisdicción de otras potencias neutrales. Estos 
delegados deberán contar con el conocimiento del beligerante cerca del cual ejercerán su 
misión. 
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                                      I. El Derecho de la Haya 

la Declaración de París 1856 

El Protocolo de Ginebra 1925 

La Declaración de San Petersburgo 1868 

Los Convenios de la Haya 1899 y 1907 

El Protocolo de Ginebra 1925 

El Convenio sobre la protección de las instituciones        
artísticas y científicas y de los monumentos históricos         
(Pacto Roerich) 

 
1935 

la Convención para la protección de los bienes culturales           

en caso de conflicto armado 

 

1954 

Convención sobre la prohibición del desarrollo,  
producción y  almacenamiento de armas bacteriológicas  
toxínicas y sobre su destrucción 

 
1972 

Convención sobre la prohibición de utilizar técnicas de 
Modificación ambiental con fines militares u otros 
fines hostiles 

 
1976 

Convención sobre la prohibiciones o restricciones del          
empleo de ciertas armas  convencionales que puedan 
considerarse excesivamente nocivas o de efectos 
indiscriminados 

 
1980 

Convención sobre prohibición del  
desarrollo, producción, almacenamiento y  
el empleo de armas químicas y su destrucción 

 
1993 

                                                                                               

                                                    Figura N°1 

 

Estas normas convencionales que integran el denominado derecho de la 

Haya, tienen por finalidad común, fijar los derechos y deberes de los 

beligerantes en caso de conflicto armado y  limitar la elección de los 

mecanismos utilizados para hacer la guerra quedando prohibidos, aquellos 

medios que causen sufrimientos o daños superfluos y que no sean necesarios 

para garantizar la derrota del enemigo. 
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El segundo grupo es denominado: El derecho de Ginebra: Conocido también 

como DIH Stricto Sensu esta conformado por los cuatro convenios de ginebra 

del 12 de Agosto de 1949,  sus dos protocolos adicionales de 1977 y una 

Declaración de 1993: 

 

                                    II. El Derecho de Ginebra 

Convenio para aliviar la suerte que corren los heridos y   

los enfermos de las fuerzas armadas en campaña 

1949 

Convenio para aliviar la suerte que corren los heridos, 
enfermos y náufragos de las fuerzas armadas en el mar           

1949 

 

Convenio relativo al trato debido a los prisioneros de 

Guerra 

1949 

Convenio relativo a la protección debida a las personas 

civiles en tiempo de guerra 

1949 

Protocolo adicional a los convenios relativo a la         
protección de las víctimas de los conflictos armados 

internacionales 

1977 

Declaración final de la Conferencia Internacional para la 

protección de las víctimas de la guerra 

1993 

Figura N° 2 

 

La finalidad, del denominado Derecho de Ginebra, es la protección 

internacional de la víctimas en los conflictos armados, la salvaguarda de los 

militares fuera de combate y de las personas que no participan en las 

hostilidades o población civil.  
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El campo de aplicación material del DIH, es toda circunstancia de conflicto 

armado, sea esta de carácter internacional, cuando se da una lucha armada 

entre las fuerzas armadas (combatientes) de dos o más estados contendores, 

o de carácter  no internacional o interno, en el que participan por una parte, 

las fuerzas armadas regulares y por la otra, las fuerzas armadas rebeldes, 

irregulares o insurgentes. Este campo de aplicación permite ir perfilando 

unas claras diferencias entre el DIDDH y el DIH, aunque en términos 

generales, ambos tienen la finalidad de proteger los derechos fundamentales 

de la persona humana, se pueden señalar, como lo ha hecho la doctrina46 

tres grandes diferencias 

 

1) Beneficiarios:  En el DIDDH las normas benefician, en general, a toda 

persona humana, entendida individualmente o como colectividad, 

tales como los pueblos, las familias, los sindicatos, entre otras.  

Mientras que los beneficiarios de las normas del DIH son las llamadas 

personas protegidas: la población civil, los actores armados, puestos 

fuera de combate por enfermedad, herida, detención o cualquier otra 

causa y las personas responsables de labores humanitarias en 

                                            
46 O`DONELL,  Daniel en Introducción al Derecho Internacional de los Derechos Humanos . 
Compilación de Jurisprudencia y Doctrina. Vol. I Oficina del Alto Comisionado para los 
derechos humanos en Colombia, 2002. Pág.49 
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combate, como el personal sanitario (médicos, enfermeros y afines) el 

personal religioso, los capellanes y los miembros del Comité 

Internacional de la Cruz Roja CIRC. 

2) Ámbito de aplicación; El derecho internacional de los derechos 

humanos es vigente, exigible y aplicable en cualquier circunstancia en  

tiempos de paz y tiempos de guerra, mientras que como se señaló 

líneas atrás, el DIH se aplica a situaciones de conflicto armado 

internacional o no internacional 

3) Destinatarios :  El derecho internacional de los Derechos humanos 

vincula la responsabilidad de los Estados, porque son ellos quienes 

contraen obligaciones en virtud de la ratificación de un tratado, 

mientras que en el DIH, se vincula a las partes en conflicto, sean 

estas, fuerzas del estado, unidades de las fuerzas armadas en 

rebeldía, fuerzas insurgentes o milicias organizadas independientes o 

subordinadas unas de otras . 

Para acercarnos a los propósitos específicos del presente trabajo, se citarán 

algunas de las preguntas planteadas por el propio Comité Internacional de la  

Cruz Roja, en relación con la identidad de dominios, que surge de la 

aplicación del DIH a situaciones de terrorismo47 

                                            
47 El Terrorismo en el Derecho Internacional Humanitario. Respuestas a preguntas claves. 
CICR. Mayo 5 de 2004. Información disponible en la dirección: 
www.icrc.org/Web/spa/sitespa0.nsf/iwpList488/D41EC34CEFC95EE103256E9400692FA6 



 63 

 

¿Qué establece el Derecho Internacional Humanitario sobre el terrorismo?  

 

Para dar respuesta, se permitirá concluir que el DIH, no proporciona una 

definición de terrorismo, pero prohíbe, la mayor parte de los actos cometidos 

en conflictos armados, que comúnmente se consideran como "terroristas" si 

son perpetrados en tiempo de paz. En situaciones de conflicto armado, el 

hecho de describir, los actos de violencia deliberados, contra civiles o contra 

bienes de carácter civil como "terroristas", no tiene significación jurídica 

alguna, pues esos actos ya constituyen, en sí mismos, crímenes de guerra y 

en virtud del principio de jurisdicción universal, los presuntos criminales de 

guerra pueden ser juzgados, no sólo por el Estado donde se ha perpetrado el 

crimen, sino por todos los Estados. 

 

¿La "guerra contra el terrorismo" es un conflicto armado?  

 

Algunos aspectos específicos de la llamada "guerra contra el terrorismo" que 

se inició tras los ataques contra Estados Unidos el 11 de septiembre de 2001, 

corresponden a un conflicto armado tal como se lo define en el DIH. La mayor 

parte de las medidas que los Estados toman para prevenir o reprimir los 

actos terroristas como los ocurridos el 11 de Septiembre, no son asimilables a 
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actos de guerra.  Por ejemplo, las medidas como: recolección de información 

de inteligencia, la cooperación policial, judicial, la extradición, las sanciones 

penales, las investigaciones financieras, el congelamiento de activos, 

comúnmente no se consideran actos de guerra y por lo tanto están sujetos a 

la legalidad ordinaria, aunque el derecho internacional humanitario no sea 

aplicable a ellos. 

 

¿Qué derecho se aplica a las personas detenidas en la lucha contra el 

terrorismo?  

 

Los Estados tienen la obligación y el derecho de defender a sus ciudadanos 

contra los actos terroristas, esto puede abarcar el arresto y la detención de 

personas que presuntamente han cometido crímenes terroristas. Sin 

embargo, esas medidas siempre deben tomarse de conformidad con un marco 

jurídico nacional y/o internacional claramente definido. Desde nuestro 

enfoque,  las personas detenidas en relación con un conflicto armado 

internacional, en el que se oponen dos o más Estados, están protegidas por el 

derecho internacional humanitario aplicable en conflictos internacionales. 

 

Las personas detenidas en relación con un conflicto armado no internacional, 

librado en el marco de la lucha contra el terrorismo, como en el  caso de los 
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detenidos en territorio de Afganistán desde junio de 2002, están protegidas 

por el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra y las normas pertinentes 

del DIH consuetudinario. Así mismo el DIDDH y el derecho nacional del 

Estado que detiene,  también le son aplicables y en caso  de  ser  procesadas  

por  algún  crimen  que  hubieran cometido, tendrán derecho  a   recibir todas 

las garantías  judiciales. Ahora bien, siendo el Terrorismo un método de 

combate podría pensarse que su regulación debiese enmarcarse en el ámbito 

de aplicación del DIH, pero las opiniones en la doctrina, están divididas entre 

quienes afirman que el terrorismo es una forma de violencia sui generis,  cuya 

regulación debe quedar excluida del DIH  y quienes ven en este régimen 

jurídico, el espacio propicio para solucionar los interrogantes que esta forma 

de violencia ha planteado al derecho internacional. 

 

Entre los adeptos de la primera posición, se encuentra el Comité de la 

Asociación de Derecho Internacional (ILA), quienes en uno de sus reportes, 

afirmaron que estaban de acuerdo con que los actos de terrorismo deberían 

ser reprimidos y castigados, pero son de la opinión que recurrir a comparar 

dichos actos, con aquellos producidos durante conflictos armados, es 

injustificado  y confuso.48 Quienes apoyan la segunda opinión, recalcan que 

                                            
48 El texto orginal del reporte señala en idioma ingles lo siguiente:  “we agree that acts of 
terrorism should be suppressed and punished, but we are of the opinion that the attempt to 
compare such acts with those forbidden during armed conflicts is unwarranted, and 
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desde los primeros intentos de codificación del DIH, siempre ha existido la 

preocupación por  prohibirlo como método de combate y por eso recalcan la 

prohibición expresa consignada en el articulo 3 común a los convenios y el 

Protocolo  II en su  artículos 4, Numeral 2, Literal d y 13, Numeral 249  

 

En este labor de identificación y reconocimiento de los cuerpos jurídicos de 

derecho internacional público, más cercanos o sensibles a la ocurrencia de 

actos terroristas, se observa cómo este fenómeno, en su búsqueda de 

identidad en el derecho internacional, alcanza los ámbitos de aplicación del 

DIH,  pero no logra integrarse, dentro la metáfora planteada, en este Primer 

Pilar jurídico, por la naturaleza de este como lex specialis, lo que sin duda 

cada vez nos acerca más,  a  la configuración del Derecho Internacional en 

materia de terrorismo DIT, como un corpus iuris de derecho internacional 

claramente definido, caracterizado y diferenciado. 

 

 

 

                                                                                                                                     
confusing”. cf. Disertación de L.C. Green y J. Lador-Lederer, en “ILA Report of the Sixtieth 
Conference”, 1982, págs. 354-357 
 
49 Estas referencias al Protocolo son citadas por Cristophe Swirnaski en su articulo. Del 
Terrorismo en el derecho internacional público.  Publicado en "Derecho internacional 
humanitario y temas de áreas vinculadas", Lecciones y Ensayos n.° 78, Gabriel Lexis Nexis 
Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2003, Pág. 536 . CICR 
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                                Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

 

 

 

                            Derecho Internacional Humanitario  

(Figura N° 3) 

 

1.2.3 Derecho Penal Internacional 

 

El 30 de septiembre de 1946, el famoso Tribunal de Nuremberg, en una de 

sus sentencias proclamó: “Los crímenes contra el derecho internacional son 

cometidos por hombres, no por entidades abstractas, y sólo castigando a los 

individuos que cometieron dichos crímenes pueden ser puestas en vigor las 

provisiones del derecho internacional”. Esta afirmación, plantea claramente el 

principio de la responsabilidad penal del individuo, como fundamento del 

derecho penal internacional.  Pero el reconocimiento de este presupuesto 

básico, para el enjuiciamiento de delitos o crímenes internacionales, es de 

creación reciente y de actual desarrollo con el nacimiento de la jurisdicción 

penal internacional. 

 

 DIDDH 

DIH 
Terrorismo 
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Fué con la firma del Acuerdo de Londres de 194550 que se estableció ,un 

Tribunal Internacional Militar, conocido bajo el nombre de Nurumberg, por el 

lugar de su ubicación. Este primer tribunal penal internacional, se encargaría 

de juzgar los llamados crímenes de guerra, cometidos por altos mandos 

militares  y diplomáticos alemanes,  dentro de los acontecimientos de la 

Segunda Guerra Mundial.  El articulo 6 del acuerdo, estableció  por primera 

vez, en un documento de derecho internacional, el concepto de 

responsabilidad penal individual y clasificó, la competencia del Tribunal, 

sobre 3 grupos de delitos.   

 

En primer lugar los crímenes contra la paz, dentro de los que se sancionaban 

la planificación, inicio y desarrollo de la guerra, en segundo lugar los 

crímenes de guerra,  por violación a las leyes y costumbres como, asesinatos a 

personas en cautiverio,  malos tratos, deportación para trabajos forzados, 

esclavitud de la población civil  en territorios ocupados, y en tercer lugar, los 

crímenes contra la humanidad  tales como, persecución y  exterminio de 

grupos étnicos, políticos o  religiosos y otras atrocidades cometidas contra la 

población civil antes, durante la guerra  e incluso dentro del tiempo de 

jurisdicción del tribunal por crímenes conexos con los juicios que allí se 

adelantaban.  

                                            
50 Firmado el 8 de Agosto de 1945 por los representantes de Estados Unidos, Reino Unido, 
Francia y Unión Soviética.  
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24 líderes alemanes y 7 organizaciones al servicio del Gobierno Nazi, fueron 

acusadas en Nuremberg durante el primer año de juicios. Por lo que el 

polémico planteamiento de la responsabilidad penal para los grupos,  tuvo 

cabida  por primera vez en este Tribunal, según lo establecido en el articulo 9 

del acuerdo. Entre las organizaciones enjuiciadas, estaban las SS, la Gestapo, 

las SA, las SD o Servicio de Seguridad (Sicherheitsdienst) y el alto mando de 

las Fuerzas Armadas alemanas. La Sentencia del Tribunal, proferida en 

octubre de 1946 condenó a la horca a 12 de los acusados, 10 recibieron 

penas de prisión, desde 10 años hasta cadena perpetua y 2 fueron absueltos. 

De las organizaciones  solo las SS, las SA y el Servicio de Seguridad, fueron 

encontradas culpables y por lo tanto, los países firmantes del acuerdo, 

estaban en derecho, en virtud del articulo 10, de adelantar, ante sus 

Tribunales nacionales, juicios individuales contra sus miembros51. Una 

evidencia de esta derecho de los Estados, fué registrada tiempo después, con 

la captura de Adolf Eichmann, miembro de las SS alemanas y organizador de 

                                            
51El texto original del Acuerdo de Londres y las sentencias dictadas contra militares alemanes 
pueden ser consultadas en la pagina del Proyecto Nuremberg Trials de la Escuela de derecho 
de la Universidad de Missouri.  
Información en:www.law.umkc.edu/faculty/projects/ftrials/nuremberg/nuremberg.htm 
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actividades antisemitas, detenido en 1960 en Argentina, por agentes israelíes 

y trasladado a Jerusalén, donde fue juzgado y condenado a muerte.52 

 

Otros Tribunales temporales, se establecerían bajo la misma dinámica de 

Nuremberg, como el Tribunal Internacional para el lejano oriente, conocido 

como Tribunal de Tokyo, constituido por el Comando Supremo de las Fuerzas 

aliadas el 19 de Enero de 1946. Pero es claro que las herencias jurídicas 

dejadas por Nuremberg y Tokyo, no son las más objetivas e imparciales, ya 

que fueron construidas con todo el peso de la victoria por parte de los aliados 

y adelantadas ante Tribunales Militares. 

 

Fué la misma Asamblea General de Naciones Unidas, la que reconoció el 

aporte de Nuremberg al derecho internacional  y quizo elevar la 

Responsabilidad Penal Individual, como principio general y  enraizarlo en la 

conciencia jurídica de los estados miembros, mediante las resoluciones AG 95 

(I ) de 1946 y la 177 (II) de 194753 las cuales, luego serían documentadas por 

la Comisión de derecho internacional, encargada de unificar el citado 

principio,  en los siguientes términos: “Cualquier persona que cometa un acto 

                                            
52 Esta información en particular sobre la captura es extraída de la Enciclopedia Encarta 
2004. Elemento de Búsqueda, Juicios por crímenes de Guerra © 1993-2003 Microsoft 
Corporation. Reservados todos los derechos 
53 Referencias citadas por RUEDA FERNANDEZ, Casilda. Delitos de Derecho Internacional. 

Editorial Bosch S.A, 2001. paginas 64 y 65 



 71 

que se constituya en delito bajo el derecho internacional es responsable y por 

la tanto suceptible de castigo”54 

 

El desarrollo del derecho penal internacional, siguió su debate por el 

establecimiento de un Tribunal de carácter permanente. Dicho esfuerzo se 

había visto opacado en varias oportunidades desde 1937, al interior de la 

sociedad de naciones, y en 1948, con la Convención Internacional sobre la 

represión y castigo del genocidio,  en donde, la práctica reiterada de los 

Estados, hizo desplazar la competencia  dada a ese supuesto tribunal penal 

internacional inexistente,  hacia a la jurisdicción  territorial en el cual se 

cometiese el ilícito. Por lo que en 1953, con la intención de darle operatividad,  

la Comisión de Jurisdicción penal internacional, redactó un proyecto de 

estatuto55 para una corte penal internacional, cuyo debate nuevamente fué 

aplazado y olvidado al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas. 

 

El desarrollo de los acontecimientos históricos, hizo que en la década de los 

noventa se recuperara la figura y preocupación por los Tribunales penales 

internacionales y fue así como, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, 

                                            
54 El texto original establece: “Principle I: Any person who commits an act which constitutes a 
crime under international law is responsible therefor and liable to punishment” Traducción del 
autor. Información disponible en la pagina web de la Comisión de Derecho Internacional de 
Naciones Unidas http://www.un.org/law/ilc/texts/nurnfra.htm. 
 
55 Informe de la Comisión de Jurisdicción Penal Internacional (1953) Documentos oficiales de 
la Asamblea General, Noveno Periodo de sesiones. Suplemento numero 12 A/2645.  
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estableció tres Tribunales ad-hoc, el primero, el Tribunal Penal Internacional 

para la Ex-Yugoslavia (TPIY) bajo la resolución 827 de 1993,  cuya misión 

sería juzgar los individuos responsables de graves infracciones al DIH, 

cometidas en territorio de la Antigua Yugoslavia desde 1991; El segundo, el 

Tribunal Penal Internacional para Rwanda (TPIR), bajo el mandato del 

Capitulo VII de la Carta de Naciones Unidas y mediante la resolución 855 de 

1994, para contribuir en el proceso de reconciliación nacional y 

mantenimiento de la paz  en la región, encargado de juzgar:  el genocidio, los 

crímenes contra la humanidad, las violaciones al articulo 3 común de las 

convenciones de Ginebra y del Segundo protocolo adicional (Ratione Materiae) 

cometidas por ciudadanos Rwandeses (Ratione personae)  en el territorio de 

Rwanda y sus estados vecinos (Ratione Loci)  entre el 1 de Enero y el 31 de 

Diciembre de 1994 (Ratione tempori)  

 

Y por último, la Corte Especial para Sierra Leona, establecida mediante un 

acuerdo entre Naciones Unidas y el Gobierno de Sierra Leona, bajo la 

resolución 1315 del 2000 del Consejo de seguridad, para juzgar a los 

responsables de serias violaciones al DIH y al derecho estatal de sierra leona, 

definidas en su propio estatuto y  por hechos sucedidos desde el 30 de 

Noviembre de 1996. 
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Terminaría así la década de los noventa con la Conferencia Diplomática de 

Plenipotenciarios de Naciones Unidas para el establecimiento de una Corte 

Penal Internacional, celebrada en Roma, entre el 15 y 17 de julio de 1998, 

donde se adoptó el Estatuto de la Corte penal Internacional, conocido como 

Estatuto de Roma, el cuál entró en vigor el 1 de julio de 2002, con 76 

ratificaciones y 139 firmas, fecha en que se concreta el sueño del siglo XX, 

por el establecimiento de un Tribunal Internacional,  con jurisdicción 

universal y competencia sobre los crímenes  definidos en el articulo 556 de su 

propio estatuto. Por lo tanto, hablar hoy del corpus iuris de derecho penal 

internacional (DPI), significa verlo articulado alrededor de este nuevo 

estatuto, del cual deriva su ámbito material y personal de aplicación, 

haciendo de la construcción del DPI  una realidad inminente con la actividad 

jurisprudencial de la nueva Corte Penal Internacional. 

 

Aunque el terrorismo, en el campo del DPI, no adquiere el carácter de crimen 

internacional, al haber quedado por fuera del articulo 5 del estatuto de 

roma57. La jurisdicción penal internacional sigue estrechamente vinculada al 

                                            
56 Los Crímenes se su competencia son : Genocidio Art. 6, de Lesa Humanidad Art.7, de 
guerra Art. 8 y el crimen de agresión aun por definir según lo establecido en los artículos 121 
y 123 del Estatuto para lo cual los estados han presentado diferentes propuestas entre ellas 
una del estado colombiano. La información sobre las propuestas esta disponible en la 
dirección: http://www.un.org/spanish/law/icc/documents/aggression/aggressiondocs.htm 
57 En el Informe del Comité Especial sobre el Establecimiento de una Corte Penal 
Internacional se concluyó que la inclusión en la competencia de la corte de este tipo de 
delitos menores presentaba el riesgo de restar importancia a la función de la corte, la cual 
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DIH  como ese segundo “pilar”, que en la metáfora planteada,  soportan al 

DIDDH humanos como “techo jurídico” que los nutre y cobija  y que a su vez, 

completa el marco que permite, en el centro de la metáfora:  encuadrar, 

reconocer y diferenciar las normas que integrarían una propuesta de Derecho 

Internacional en materia de Terrorismo DIT. 

 

 

 

      Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

 

 

 

 

        Derecho Internacional Humanitario          Derecho Penal Internacional                  

(Figura N°4) 

 

 

 

 

                                                                                                                                     
debía centrar su atención en los crímenes más graves que preocupan a la comunidad 
internacional en su conjunto, y se concluyó que era conveniente dejar a los tribunales 
nacionales o a la cooperación internacional las formas eficaces de juzgar tales crímenes. 
citado por SERRANO FIGUEROA, Rafael. El terrorismo y el derecho internacional. Revista 
Jurídica Anuario Mexicano de Derecho Internacional. Volumen III, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas UNAM. México,  2005 

 DIDDH 

 DIH   DPI DIT        
Derecho Internacional  

en materia de 
terrorismo 
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2. EL DERECHO INTERNACIONAL EN MATERIA DE TERRORISMO 

D.I.T 

 

Hablar de un derecho internacional en materia de terrorismo es una 

tendencia con muy contados antecedentes58, sin embargo es una necesidad 

apremiante y una herramienta de apoyo fundamental para la regulación de 

las relaciones internacionales, la prevención, sanción y reparación de esta 

forma de violencia y el procesamiento judicial de sus presuntos autores. Toda 

esta justificación, se fortalece dentro del establecimiento, mantenimiento de 

la paz y la seguridad internacional en consonancia con el mandato de la 

Carta de Naciones Unidas y a nivel regional, en la Carta de la Organización de 

estados Americanos (OEA).  

 

En ultimo siglo, estas dos organizaciones internacionales han sido las 

abanderadas en la codificación de instrumentos en materia de terrorismo, sus 

inesperadas sorpresas, sus inimaginables modalidades y el establecimiento 

de redes de operación. Por tal razón, las iniciativas de crear organismos 

especializados, dedicar amplios estudios y proferir resoluciones de condena y 

                                            
58 En la investigación solo se encontraron tres referencias de relevancia al concepto de  
Derecho Internacional en materia de terrorismo o contra el terrorismo, en orden cronológico 
estas son: La resolución 1566 del Consejo de Seguridad  de Octubre 2004, el Informe sobre 
terrorismo y derechos humanos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos CIDH 
de 2002 y el Journal de Derecho Internacional. The general international law of terrorism, en 
Higgins and M. Flory, eds., Terrorism and International Law, London and New York: 
Routledge/LSE, 1997. 
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de exhortación a los Estados en la implementación de nuevas medidas, ha 

sido la constante en los últimos años, con especial incremento, luego de los 

atentados del 11 de Septiembre en los Estados Unidos, a partir de los cuales, 

se agudizo el discurso, se condicionaron relaciones internacionales y se 

empezaron a implementar medidas intraestatales e interestatales en un 

ambiente de ambigüedad,  confusión jurídica y manipulación política. 

 

Por lo tanto, en el propósito de acercarnos a la construcción de un Corpus 

Iuris Internacional en materia de Terrorismo DIT, que nos permita mas 

adelante, establecer un análisis comparado con el régimen jurídico aplicable 

en Colombia a su sanción, prevención y reparación,  entraremos ahora a 

describir y registrar el papel de las Naciones Unidas, la OEA y los 

instrumentos que al día de hoy,  han sido depositados ante las respectivas 

secretarias y que en forma de tratados multilaterales, se constituyen en 

fuente de derecho internacional. Igualmente apoyados  y compartiendo el 

concepto de Eduardo Jiménez de Arechaga,  tratadista y antiguo juez de la 

Corte Internacional de Justicia, citaremos las principales resoluciones de la 

Asamblea General de Naciones Unidas y de la OEA en esta materia, ya que al 

ser los mas altos órganos políticos constituyen espacios que favorecen la 

formación del Derecho Internacional Consuetudinario, pues en ellos, se 
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evidencia la practica y la opinio juris de los estados59, como los dos 

presupuestos básicos de la costumbre internacional. 

 

2.1  EL PAPEL DE NACIONES UNIDAS 

 

Como se ha visto en el presente trabajo,  desde la creación de las Naciones 

Unidas en 1945, ha sido la preocupación por el terrorismo una de sus 

prioridades en la agenda de sus instancias, funcionarios y agencias, 

convirtiéndose al día de hoy, en una de sus labores temáticas de mayor 

importancia, de cara a la sesión número 60 de la Asamblea General a 

celebrarse en el mes de Septiembre de 2005.   Desde 1972, por medio de la 

resolución 2625 de la Asamblea General, se empezó a promover el rechazo de 

todos los Estados miembros con la organización, instigación,  ayuda y/o 

participación en actos de guerra civil o en actos de terrorismo en otro Estado 

o consentir actividades organizadas dentro de su territorio encaminadas a la 

comisión de dichos actos.  

 

Luego de 1972, poco después del espectacular secuestro y asesinato de 11 

atletas israelíes durante los Juegos Olímpicos de Munich, el Secretario 

General pidió a la Asamblea General, incluir un tema adicional de carácter 

                                            
59 O´DONELL, daniel . Op. Cit. P 33 
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importante y urgente, titulado "Medidas para prevenir el terrorismo y otras 

formas de violencia que ponen en peligro vidas humanas inocentes o causan 

su pérdida, o comprometen las libertades fundamentales” tema para el cual 

designó a la Sexta Comisión (Asuntos Jurídicos) a la elaboración de un 

estudio a fondo del terrorismo, lo que sería el antecedente de los posteriores 

Comités Especiales, el de 1972, el de 1976 y finalmente el de 1996 que se 

establecieron mediante la Resolución A/RES/51/210 de la Asamblea General 

de Naciones Unidas en los siguientes términos:   

 

 “Con el objeto de que elabore un convenio internacional para la represión 

de los atentados terroristas cometidos con bombas y posteriormente un 

convenio internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear, 

a fin de complementar los instrumentos internacionales vigentes conexos, 

y de que estudie más adelante medios de desarrollar más un marco 

jurídico amplio de convenciones relativas al terrorismo internacional;60” 

 

Por su parte, desde 1997, la Subcomisión de Derechos Humanos del Sistema 

Universal de Protección, mediante resolución 1996/20, designó una Relatora 

especial para el tema de terrorismo y derechos humanos, encargada de 

                                            
60 A/RES/51/210 del 16 de enero de 1997. Aprobada por la Asamblea General de Naciones 
Unidas en su 51° periodo de Sesiones. Parte Num. 9  
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entregar reportes61 a su nominador, para establecer los alcances, vacíos y 

limitaciones de esta relación en los Estados miembros de la organización. 

Igualmente en el año 2004 la CDH mediante resolución 2004/87, designó en 

uno de sus procedimientos especiales, un Experto Independiente en materia 

de terrorismo62 que tendrá como labor, apoyar la misión del Alto Comisionado 

para realizar recomendaciones a los estados, en virtud de sus obligaciones, de 

protección y promoción de los derechos humanos, en la lucha global contra el 

terrorismo y deberá presentar al final de su mandato un informe al respecto. 

 

Pero sin duda, los años de mayor actividad de parte de  Naciones Unidas 

entorno al tema del terrorismo y que más nos conciernen en el presente 

propósito, han sido los posteriores a los atentados del 11 de Septiembre de 

2001, fecha tras la cual la ocurrencia de  los Actos de Terrorismo en el 

mundo, parece haberse transformado de inmediato, en una amenaza a la paz 

y seguridad internacional, ingrediente normativo que ha causado un impacto 

en el derecho internacional de proporciones comparables con la inclusión de 

la responsabilidad penal individual, ya que, al revestirse el terrorismo bajo 

este calificativo, se requiere de inmediato acudir a la aplicación del        

                                            
61 Reportes  disponibles  en  la  Oficina  del Alto  Comisionado  de  Naciones  Unidas  para  
los derechos humanos en la dirección web: 
www.ohchr.org/english/issues/terrorism/rapporteur/index.htm 
62 Para   profundizar  sobre  el trabajo  del Experto  y  los  documentos producidos se sugiere 
observar la siguiente dirección : 
http://www.ohchr.org/english/issues/terrorism/expert/index.htm 
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Capitulo VII de la Carta de Naciones Unidas y por supuesto a un mayor papel 

protagónico del Consejo de Seguridad y su balance o condicionamiento de 

fuerzas entre los Estados que lo conforman. 

 

Es con la resolución 1368 del 12 de Septiembre de 2001 que el Consejo de 

Seguridad condenó los ataques terroristas ocurridos en Nueva York, 

Washington y Pennsylvania y tan solo unos días después por medio de la 

resolución 1363 del 28 de Septiembre de 2001, autorizó la creación del 

Comité Contra el Terrorismo CCT, constituido por los 15 miembros del 

Consejo para  intentar que aumente la capacidad de los Estados en la lucha 

contra el terrorismo. Sin embargo, este no es un comité de sanciones y no 

tiene entre sus objetivos la elaboración de una lista de organizaciones 

terroristas.  Según la información disponible por Naciones Unidas63, la 

Resolución 1373 impone obligaciones vinculantes a todos los Estados con el 

fin de luchar contra el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones. La 

resolución exige a los Estados Miembros que, entre otras cosas: 

• Se abstengan de proporcionar todo tipo de apoyo financiero a los 

grupos terroristas.  

                                            
63 Actualmente el Comité contra el Terrorismo cuenta con una dirección en Internet de donde 
se extraen algunos apartes para aclarar la forma como opera frente a los Estados. La 
información esta disponible en la siguiente dirección: 
http://www.un.org/spanish/docs/comites/1373/index.html 
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• Denieguen refugio, sostén o apoyo a los terroristas  

• Intercambien información con otros gobiernos acerca de los grupos que 

cometan actos de terrorismo o prevean cometerlos.  

• Cooperen con otros gobiernos en la investigación, la detección, la 

detención y el procesamiento de quienes participen en esos actos.  

• Tipifiquen como delito en su legislación interna la asistencia activa y 

pasiva al terrorismo y enjuicien a quienes infrinjan esa legislación. 

• Se adhieran cuanto antes a las convenciones y los protocolos 

internacionales pertinentes relativos al terrorismo.  

Para lo cual, de conformidad con el párrafo 6 de la resolución 1373, el CCT 

ha pedido a todos los Estados que le informen periódicamente, sobre las 

medidas que hayan adoptado o tengan previsto adoptar, para aplicar la 

resolución. Todos los informes recibidos por el CCT, son examinados por uno 

de sus tres Subcomités, el  CCT evalúa de qué manera cumplen los Estados 

la resolución y envía una carta a cada Estado, donde se formulan nuevas 

preguntas, luego, se pide a los Estados que respondan al CCT en un nuevo 

informe, que se ha de presentar en el plazo de tres meses.  

 

Paralelo al CCT, funcionan otros dos comités y un grupo de trabajo sobre el 

Terrorismo bajo la instrucción del Consejo de Seguridad, uno, es el Comité 

1267 de 1999 conocido con este nombre en virtud la resolución que lo crea, y 
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se encarga de  supervisar la aplicación de las sanciones impuestas por el 

Consejo de Seguridad con respecto a Osama bin Laden, los miembros de la 

organización Al-Qaida y las personas físicas o entidades con ellos asociados. 

Igualmente impuso a todos los Estados la obligación de congelar sus bienes y 

activos financieros, e impedir su entrada en sus respectivos territorios, su 

tránsito por él, así como el suministro, la venta y   la  transferencia   de 

armas y   equipo   militar  a  esas   personas  o  entidades;    

 

El Comité 1540 de 2004  para combatir la proliferación de armas de 

destrucción masiva y el reciente Grupo de trabajo 1566 creado en Octubre de  

2004 con el mandato de estudiar y  presentar las  recomendaciones sobre 

medidas prácticas que se han de imponer contra las personas, los grupos y 

las entidades involucrados en actividades terroristas o asociados con ellas, 

además de las ya enunciadas por el Comité de Sanciones (1267) contra Al-

Qaida y los Talibanes. La novedad de este Grupo de Trabajo es que por 

primera vez en la Resolución que autoriza su creación, las naciones Unidas 

manifiestan su intención de establecer un fondo internacional para 

indemnizar a las víctimas de actos de terrorismo y sus familias, abriendo una 

puerta de importancia en la búsqueda del derecho de reparación, hasta el 

momento olvidado en la legislación internacional en materia de terrorismo.  
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Actualmente, son 16 los tratados universales y Declaraciones que han sido 

depositados en la Secretaria de Naciones Unidas y 40 las Resoluciones de la 

Asamblea General que referenciamos en este aparte y que anexamos al final 

del presente trabajo, como los instrumentos internacionales, por excelencia, 

del Corpus Iuris de Derecho internacional en materia de terrorismo DIT: 

 

Derecho internacional en materia de terrorismo  

DIT 

Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos 
cometidos a bordo de las aeronaves 

Tokyo, 1963 

Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de 
aeronaves 

Haya, 1970 

Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia   
en los aeropuertos que presten servicio a la aviación       
civil internacional 

Montreal 
1971 

Convención sobre la prevención y el castigo de delitos 
contra personas internacionalmente protegidas,           
inclusive los agentes diplomáticos 

Nueva York 
1973 

Convención internacional contra la toma de rehenes Nueva York 

1979 

Convenio sobre la protección física de los materiales 
nucleares 

Nueva York 
1980 

Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia        
en los aeropuertos que presten servicio a la aviación        
civil internacional 

Montreal 
1988 

Convenio para la represión de actos ilícitos contra la 
seguridad de la navegación marítima 

Roma 
1988 

Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la        
seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la     
plataforma continental 

Roma 
1988 

Convenio sobre la marcación de explosivos plásticos para 
los fines de detección 

Montreal 
1991 

Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo 
internacional 

1994 
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Declaración complementaria de la Declaración de 1994 
sobre medidas para eliminar el terrorismo internacional  

1996 

Convenio Internacional para la represión de los atentados 
terroristas cometidos con bombas 

Nueva York 
1997 

Convenio Internacional para la represión de la          
financiación del terrorismo 

Nueva York 
1999 

Declaración sobre los esfuerzos mundiales para combatir 
el terrorismo 

2001 

Declaración sobre la cuestión de la lucha contra el 
terrorismo 

2003 

 

Resoluciones de la Asamblea General de Naciones Unidas64 

A/RES/59/195 Derechos humanos y terrorismo 

A/RES/59/191 Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo 

A/RES/59/80 Medidas para evitar la adquisición por terroristas de armas de 
destrucción en masa 

A/RES/59/46 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/58/187 Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo 

A/RES/58/174 Derechos humanos y terrorismo 

A/RES/58/81 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/58/48 Medidas para evitar la adquisición por terroristas de armas de 
destrucción en masa 

A/RES/57/220 Toma de rehenes 

A/RES/57/219 
 

Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo 

A/RES/57/83 Medidas para evitar la adquisición por terroristas de armas de 
destrucción en masa 

A/RES/57/27 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/56/160 Derechos humanos y terrorismo 

A/RES/56/88 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/56/1 Condena de los ataques terroristas perpetrados en los Estados 
Unidos de América 

A/RES/55/158 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/54/164 Derechos humanos y el terrorismo 

                                            
64 El texto completo de las Resoluciones está disponible en: 
www.un.org/spanish/terrorismo/ag/res.htm 
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A/RES/54/110 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/53/108  Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/52/165 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/52/133 Derechos humanos y terrorismo 

A/RES/51/210  Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/50/186 Derechos humanos y terrorismo 

A/RES/50/53 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/49/185 Derechos humanos y terrorismo 

A/RES/49/60  Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/48/122 Derechos humanos y terrorismo 

A/RES/46/51 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/44/29 Medidas para eliminar el terrorismo internacional 

A/RES/42/159  Medidas para prevenir el terrorismo internacional 

A/RES/40/61  Medidas para prevenir el terrorismo internacional 

A/RES/39/159     Inadmisibilidad de la política de terrorismo estatal y de toda 
acción de los Estados encaminada a socavar el sistema 
sociopolítico de otros Estados soberanos 

A/RES/38/130  Medidas para prevenir el terrorismo internacional 

A/RES/36/109 Medidas para prevenir el terrorismo internacional 

A/RES/34/145 Medidas para prevenir el terrorismo internacional 

A/RES/32/147    Medidas para prevenir el terrorismo internacional 

A/RES/31/102   Medidas para prevenir el terrorismo internacional 

A/RES/3034(XXVII)  Medidas para prevenir el terrorismo internacional 

   

 

Aunque las resoluciones del Consejo de Seguridad han sido determinantes en 

la evolución del derecho internacional en materia de terrorismo, se sugiere 

que sean revisadas como criterio auxiliar de interpretación, porque carecen 

de los elementos que podrían configurarlas como fuente del derecho 

internacional consuetudinario, ya que su elaboración, si bien, representa la 
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posición de las naciones unidas, no con ellas se comprueba una amplia 

representación de la practica generalizada y  la opinio juris 65   

Actualmente, la Sexta Comisión de la Asamblea General, está examinando un 

proyecto de Convenio Universal sobre el terrorismo internacional, que, en 

caso de que fuese aprobado, en la Asamblea N° 60 de Septiembre de 2005, 

incluiría una definición de terrorismo y se convertiría en el Instrumento 

marco que integraría y daría mayor fortaleza a nuestro argumento de 

promover y aplicar el DIT como un Cuerpo Jurídico de derecho internacional 

publico claramente definido y caracterizado   

 

2.2  EL PAPEL DE LA OEA 

 

Fue en Abril de 1948, con la reunión de 21 países en la Novena Conferencia 

Internacional Americana celebrada en Bogotá, que se dió origen a la 

Organización de Estados Americanos con la firma de la Carta de la OEA,  

donde se indicó que, el propósito de esta nueva instancia regional, sería 

lograr un orden de paz y de justicia, fomentar la solidaridad entre los Estados 

                                            
65 “la representatividad de los estados que aceptan una regla también es un factor importante 
pues para formar parte del derecho internacional consuetudinario la norma debe recibir una 
acogida favorable (…) al menos de países de distintos sistemas jurídicos y regiones 
geopolíticas”. O´DONELL, Daniel. Op. Cit., p.31 
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Americanos, robustecer su colaboración, defender su soberanía, su integridad 

territorial y su independencia66.  

 

Además de su contemporaneidad con la creación de Naciones Unidas, la OEA, 

ha tenido el privilegio de ser la primera organización internacional en 

reafirmar su compromiso con los principios universales de promoción y 

protección a los derechos humanos, en un documento firmado 8 meses antes 

de la misma Declaración Universal, y que hoy se conoce como la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, instrumento marco del 

Sistema regional de Protección, junto con la Convención Americana firmada 

en 1969 y que entró en vigencia hasta el año 1978. 

 

La Estructura orgánica de la OEA, guarda cierto grado de semejanza con  la 

de Naciones Unidas, tiene su sede en la ciudad de Washington D.C, su 

máximo órgano de dirección es la Asamblea General,  compuesta por las 

delegaciones que acrediten los gobiernos de los Estados Miembros donde 

tendrán voz y voto; La Reunión de Consulta de Ministros de relaciones 

exteriores que se constituye ante el pedido de algún estado miembro para 

considerar problemas de carácter urgente e incluso aquellos que pueden 

                                            
66 Articulo 1. Carta de la Organización de Estados Americanos. Primera Parte 

http://www.oas.org/juridico/spanish/ag-res98/res1591.htm
http://www.oas.org/juridico/spanish/ag-res98/res1591.htm
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amenazar la paz y la seguridad del continente67; El consejo Permanente que 

actúa en el marco de la Carta de la OEA y los tratados interamericanos ante 

cualquier asunto que le deleguen las dos instancias anteriores; El Consejo 

Interamericano de Desarrollo integral de reciente creación en el año de 1996 y 

que busca el equitativo desarrollo de los estados miembros y la eliminación 

de la pobreza critica; El Comité Jurídico Interamericano, La Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos y la Secretaria General como órgano 

central y permanente de la organización68.  

 

Hacia el año de 1994, los 34 presidentes y primeros ministros 

democráticamente electos del hemisferio, se reunieron en Miami para celebrar 

la Primera Cumbre de las Américas, en la que establecieron amplios objetivos 

de desarrollo político, económico y social para los Estados miembros de la 

organización y determinaron un nuevo enfoque hacia la defensa de la 

Democracia, Protección de los Derechos Humanos, fortalecimiento de la 

seguridad, promoción del libre comercio,  lucha contra las drogas ilegales y 

lucha contra la corrupción.   

 

                                            
67 Esta función en virtud de lo dispuesto en el TIAR, Tratado interamericano de asistencia 
reciproca firmado en Río de Janeiro en 1947. 
68 Documentos Básicos en materia de Derechos Humanos del Sistema Interamericano. 
Secretaria General de OEA, Washington DC, 2004. Pag 2-3 
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Estas nuevas prioridades de la organización, pueden evidenciarse hoy en su 

actividad constante en el terreno, con  Misiones de Observación electoral, 

apoyo a los procesos de paz, visitas In loco para la redacción de informes 

sobre derechos humanos y en general, un compromiso más activo en las 

líneas de trabajo anteriormente mencionadas que,  encontrarían un respaldo 

en la adopción de la Carta Democrática Interamericana69 el 11 de Septiembre 

de 2001 en Lima, Perú.    

 

De este nuevo enfoque de la OEA nos detendremos en 2 líneas importantes en 

el propósito del presente trabajo, estas son: la Protección de los Derechos 

Humanos, y el fortalecimiento de la seguridad. En la primera de ellas, el 

sistema interamericano de derechos humanos se constituye como un recurso 

subsidiario a los ciudadanos de las Américas que han sufrido violaciones a 

sus derechos, contenidos en la Convención Americana, por parte de un 

Estado y que no han podido encontrar justicia en sus propios países. 

Situaciones como el abuso policial, las violaciones de los procedimientos 

legales y la falta de independencia en la administración de justicia, son 

llevados en peticiones ante  la Comisión Interamericana de Derechos 

                                            

69 “Los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de 
promoverla y defenderla. La democracia es esencial para el desarrollo social, político y 
económico de los pueblos de las Américas.”Art. 1, Carta Democrática Interamericana 
Aprobada en la primera sesión plenaria, celebrada el 11 de septiembre de 2001 
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Humanos y sometidos como denuncias ante la Corte Interamericana, 

aplicándose en su procesamiento, los principios del derecho universal y 

regional en materia derechos humanos.  

A grandes rasgos, la Comisión examina las peticiones presentadas por 

individuos que alegan la violación de un derecho protegido en la Convención y 

otros instrumentos regionales70 y recomienda medidas para que el Estado 

remedie dicha violación. Si el país en cuestión, ha aceptado la jurisdicción de 

la Corte, la Comisión, puede someter el caso a esta, para que se emita una 

sentencia de fondo sobre el incumplimiento de sus obligaciones 

internacionales y determine las reparaciones a que haya lugar. Frente al 

Terrorismo, el Sistema Interamericano ha asumido una postura prudente y 

en el análisis de las peticiones que se someten a su conocimiento, ha tratado 

de despejar varios interrogantes jurídicos para evitar los abusos que se 

puedan cometer, por un lado en la violación de garantías a los individuos, 

que son procesados por esta clase de delitos en su jurisdicción interna y por 

el otro, ante los derechos procesales de los Estados parte que han sido 

acusados ante el sistema.  

                                            
70 Articulo 23 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
Aprobada en el 109° periodo extraordinario de sesiones y modificado en dos ocasiones 116° 
(2002) y 118° (2003). 
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Por esta razón, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, se ha 

dado en la excelente tarea de redactar un Informe de avance significativo en 

la regulación del terrorismo y la protección de los derechos humanos 

alrededor de este fenómeno. Para esta labor, convocó en Marzo de 2002 un 

panel de expertos internacionales en la materia, de manera que, se 

emprendiera un estudio en el cual se indicaría la forma en que los requisitos 

internacionales en materia de derechos humanos, debían regular la conducta 

de los Estados, en su respuesta a las amenazas terroristas.  En el Informe, se 

señala que este deberá tener un valor de Doctrina Jurídica71 de la más alta 

autoridad, y se sugiere que sea utilizado por los Estados de las Américas para 

que apoyen sus acciones en el cumplimiento de las obligaciones 

internacionales contraídas y que sirva de criterio auxiliar en el desarrollo 

progresivo del DIT al interior de cada uno de los sistemas jurídicos 

nacionales.   

Igualmente, la Organización de Estados Americanos OEA, ha sido fiel a la 

dinámica de naciones unidas entorno al tema del terrorismo y en esa misma 

dirección, ha implementado medidas para su combate, organizado instancias 

de seguimiento, condenado los atentados ocurridos y aportando instrumentos 

multilaterales a este cuerpo normativo. En esa segunda línea que 

                                            
71 La misma Comisión en su Informe reconoce el carácter de este como Doctrina. Ver.  
Resumen Ejecutivo del Informe Sobre Terrorismo y Derechos Humanos. Secretaria General 
de la OEA, Washington D.C, 2002. Pagina 10, Num 4. 
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pretendemos describir sobre  el fortalecimiento de la seguridad, encontramos 

el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) que busca prevenir la 

financiación del terrorismo, fortalecer los controles fronterizos y aumentar la 

cooperación entre las autoridades legales y judiciales de los diferentes países 

de las Américas.  

El CICTE, nace en la  Segunda Conferencia Especializada sobre Terrorismo, 

realizada en Mar del Plata, Argentina el 23 y 24 de noviembre de 1998 y que 

concluyó con la adopción del Compromiso de Mar del Plata. Luego, como 

respaldo al compromiso resultado de la Conferencia, la Asamblea General de 

la OEA, ratifica las decisiones y recomendaciones allí establecidas mediante 

la resolución AG/RES. 1650 (XXIX-O/99).72 

 

Pero sin duda, los ataques terroristas del 11 de Septiembre, hicieron que las 

labores del CICTE se intensificarán y se fomentará de parte de los  Estados 

Miembros y demás instancias de la OEA, una actitud más decidida y de 

cooperación con el CICTE, en el propósito de combatir del terrorismo en el 

hemisferio. Por esa razón,  la Reunión de consulta de Ministros de Relaciones 

                                            
72 El contenido de la Resolución y del Compromiso de Mar del Plata pueden ser consultados 
en la siguiente dirección: http://www.cicte.oas.org/español/historia.htm 
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Exteriores, mediante la resolución  RC.23/RES.1/0173  del 21 de Septiembre 

de 2001 resolvió: 

 

• Exhortar a todos los Estados Miembros a reforzar la cooperación , en 

los planos regional e internacional, para perseguir, capturar, enjuiciar, 

sancionar y cuando corresponda, acelerar la extradición de los 

perpetradores, organizadores y patrocinadores de actos terroristas, así 

como fortalecer la cooperación judicial recíproca y el intercambio 

oportuno de información.  

• Instruir al Consejo Permanente para que convoque lo antes posible una 

reunión del Comité Interamericano Contra el Terrorismo, a fin de que 

identifique acciones urgentes dirigidas a fortalecer la cooperación 

interamericana para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo en el 

hemisferio.  

• Encomendar al Consejo Permanente la elaboración de un proyecto de 

Convención Interamericana contra el Terrorismo, con miras a 

presentarlo a la próxima Asamblea General de la OEA. Asimismo, 

instar a los estados a estudiar la repercusión jurídica internacional de 

                                            

73 Resolución aprobada en la primera sesión plenaria, celebrada el 21 de septiembre de 2001 
sobre el Fortalecimiento de la Cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el 
terrorismo.  Disponible en:  http://www.oas.org/OASpage/crisis/RC.23s.htm 
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la conducta de las autoridades gubernamentales que apoyan con 

financiamiento, protección o amparo a personas y grupos terroristas. 

 

En este  último propósito nace en 2002 durante la Asamblea General de la 

OEA llevada a cabo en Bridgeton, Barbados, la Convención Interamericana 

contra el Terrorismo, como primer instrumento multilateral de carácter 

regional que entró en vigor en Julio de 2003  y que fué firmada inicialmente 

por  30 de los Estados Miembros. Hasta el momento,  doce la han ratificado  y  

33 de los 34, la han firmado   excepto   Dominica,   según   la   información   

disponible  en   la   Oficina  de Derecho y programas interamericanos.74  

  

Aunque la Convención, no establece aún una definición prototipo del  delito 

Terrorismo para los Estados parte, sin duda, ésta puede ser un mecanismo 

eficaz para que los Estados Americanos continúen  la lucha contra esta forma 

de violencia, como lo afirmó el Delegado del Gobierno de  Ecuador en una 

declaración al momento de la  firma75.   

 

                                            
74 La Oficina de Derecho y Programas Interamericanos, parte del Departamento  de  Asuntos 
y   Servicios Jurídicos,   cumple  la  función  de   depositaria  de  los  tratados   multilaterales 
interamericanos y de  sus  instrumentos de  ratificación   que  la  Carta de  la  Organización 
confiere a la Secretaría General. Dirección: 
http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-49.html 
75 Ídem 
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Por eso, en la labor de reunir los instrumentos jurídicos que integran nuestra 

propuesta de (DIT) será preciso incorporar las 2 Convenciones 

interamericanas y las 20 resoluciones de la Asamblea General de la OEA que 

hasta el día de hoy,  han sido adoptadas en materia de regulación del 

Terrorismo. 

  

El derecho Internacional en Materia de Terrorismo DIT 

Instrumentos Regionales 

La Convención para Prevenir y sancionar los actos de 
terrorismo configurados en delitos contra las personas y la 
extorsión conexa cuando estos tengan trascendencia 
internacional 

1971 

La Convención Interamericana contra el Terrorismo         2002 

 

Resoluciones de la Asamblea General de la OEA76 

AG/RES. 1350 
(XXV-O/95)              

Conferencia Especializada sobre Terrorismo 

AG/RES. 1399 
(XXVI-O/96) 

Cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el 
terrorismo 

AG/RES. 1492 
(XXVII-O/97 

Cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el 
terrorismo 

AG/RES. 1553 
(XXVIII-O/98) 

Cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el 
terrorismo 

AG/RES. 1650 
(XXIX-O/99 

Cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el 
terrorismo 

AG/RES. 1734 
(XXX-O/00)                               

Observaciones y recomendaciones al Informa anual del CICTE 

AG/RES. 1789 

(XXXI-O/01)      

Apoyo a la labor del Comité Interamericano contra el  Terrorismo 

                                            
76El texto completo de las resoluciones esta disponible en: 
www.oas.org/main/main.asp?sLang=S&sLink=../../documents/spa/documents.asp 
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AG/RES. 1877 
(XXXII-O/02)      

Apoyo al trabajo del Comité Interamericano contra el Terrorismo 

AG/RES. 1906 
(XXXII-O/02) 

Derechos humanos y terrorismo 

AG/RES. 1931 
(XXXIII-O/03)   

La protección de los derechos humanos y libertades            
fundamentales en la lucha contra el terrorismo  

AG/RES. 1964 
(XXXIII-O/03)        

Apoyo al trabajo del Comité Interamericano contra el Terrorismo  

AG/RES. 2010 
(XXXIV-O/04) 

Enmiendas al Estatuto del Comité Interamericano contra el 
Terrorismo 

AG/RES. 2035 

(XXXIV-O/04) 

La protección de los derechos humanos y libertades 

fundamentales en la lucha contra el terrorismo 

AG/RES. 2051          
(XXXIV-O/04) 

Apoyo al trabajo del Comité Interamericano contra el 
Terrorismo 

AG/RES. 2137 
(XXXV-O/05) 

Apoyo al trabajo del Comité Interamericano contra el 
Terrorismo 

AG/RES. 2143 
(XXXV-O/05 

La Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en               la lucha contra el terrorismo. 

AG/RES. 2145 
(XXXV-O/05) 

Negar MANPADS a terroristas: Control y seguridad de los sistemas               
portátiles de defensa aérea.  

AG/RES. 2146 
(XXXV-O/05) 

La Extradición y la denegación de refugio a los terroristas: 
Mecanismos de Cooperación en la lucha contra el terrorismo.  

Figura N° 5 

Con la referencia a estos instrumentos regionales y en el anterior numeral, a 

los de carácter universal, se logra un avance significativo, en nuestro 

propósito de integrar en un documento académico,  la normatividad existente 

que se encuentra dispersa y confusa en el derecho internacional, entorno al 

tema del Terrorismo y aunque la referencia, pudiera parecer corta ante el 

numero real de actividades, que se desarrollan al interior de las 

organizaciones multilaterales, partimos de la base de entregar, aquellos que 

pueden tener mayor relevancia jurídica, como fuentes para el derecho 

internacional y para los Estados, como el caso Colombiano, en donde esta 

http://www.oas.org/juridico/spanish/ag03/agres_1931.htm
http://www.oas.org/juridico/spanish/ag03/agres_1931.htm
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integración tendrá el valor de herramienta al proyectar, legislar y aplicar el 

régimen jurídico aplicable a la prevención, sanción y reparación del 

Terrorismo. 

 

2.3  EL TERRORISMO EN EXPERIENCIAS JUDICIALES COMPARADAS 

 

El articulo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, conocido  

como la  norma que reconoce las fuentes de derecho internacional,  dispone 

en su literal (d) que la Corte, deberá aplicar como medio auxiliar para la 

determinación de las reglas de derecho, la decisiones judiciales y la doctrina.  

Por eso, se ha decidido dedicar una parte de este trabajo a la integración de 

las más famosas decisiones judiciales en materia de Terrorismo que se hayan 

dado en Tribunales  Internacionales y  Cortes Nacionales de algunos Estados 

en particular, cuya actividad judicial se ha visto en varias ocasiones activada 

por el procesamiento de esta clase de delitos.  

2.3.1 Cortes Internacionales 

En la perspectiva del tratamiento dado al terrorismo en las Cortes 

Internacionales, hemos querido hacer referencia especialmente a la 

jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia, y la Corte 
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Interamericana de Derechos Humanos, como jurisdicciones a las cuales está 

sometido el Estado Colombiano como sujeto de Derecho internacional. 

Cuando nos referimos a casos por terrorismo ante Tribunales internacionales 

debemos considerar que, ante la ausencia de su tipificación como crimen de 

derecho internacional y ante la inexistencia, dentro del Corpus Iuris de un 

organismo con jurisdicción contenciosa para intervenir en casos de 

violaciones a los convenios del DIT, lo que se hace es un análisis de las 

obligaciones internacionales de los Estados frente a la conducta cometida por 

sus agentes. Por esta razón, no podemos hablar a nivel internacional de una 

condena o absolución por Terrorismo ante una Corte con jurisdicción 

multilateral sino de jurisprudencia en donde por la ocurrencia de actos de 

terrorismo al interior de un estado, la investigación, procesamiento y sanción 

de los presuntos responsables, se vea comprometida su responsabilidad 

internacional.   

a) La Corte Internacional de Justicia 

De los 104 casos contenciosos  sometidos al conocimiento de esta Corte y las 

24 Opiniones Consultivas (Advisory Opinion)  emitidas entre 1947 y el año 
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200477, solo se ha hecho referencia expresa al Terrorismo en uno de estos 

documentos: La Opinión Consultiva sobre las consecuencias jurídicas de la 

construcción de un muro en el territorio palestino ocupado (Julio de 2004). 

En esta Opinión, la Corte asume el conocimiento de causa en virtud de una 

solicitud hecha por la Asamblea General de Naciones Unidas de conformidad 

con el párrafo 1 del Artículo 96 de la Carta, en la que pide a la Corte 

Internacional de Justicia, que emita, con urgencia, una opinión sobre la 

siguiente cuestión: 

 

¿Cuáles son las consecuencias jurídicas que se derivan de la construcción del 

muro que levanta Israel, la Potencia ocupante, en el territorio palestino 

ocupado, incluida Jerusalén oriental y sus alrededores, según se describe en el 

informe del Secretario General, teniendo en cuenta las normas y principios de 

derecho internacional, incluido el Cuarto Convenio de Ginebra de 1949 y las 

resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad y de la Asamblea 

General?78. 

 

Cuando  se examina una solicitud de opinión consultiva, la Corte, debe 

considerar primero si tiene competencia para emitir la opinión solicitada y, en 

caso afirmativo, examinar si existe alguna razón por la cual deba abstenerse 

                                            
77 Esta cifra de casos y opiniones consultivas es extraída de la información disponible en la 
pagina web de la Corte Internacional de Justicia en la siguiente dirección: http://www.icj-
cij.org/icjwww/idecisions.htm 
78 Décimo período extraordinario de sesiones de emergencia.Tema 5 del programa. Medidas 
ilegales israelíes en la Jerusalén oriental ocupada. y el resto del territorio palestino ocupado 
Asamblea General Naciones Unidas. A/ES-10/273. 13 de Julio de 2004 
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de ejercer tal competencia. En el presente caso, la Corte examinó claramente 

la solicitud hecha por la Asamblea y decidió sobre su admisibilidad y 

competencia para resolver el problema jurídico planteado. 

 

Por su parte, Israel apoyó sus argumentos en el Capitulo VII de la Carta de 

Naciones Unidas en  la necesidad de construir el muro como acto de legitima 

defensa ante las amenazas terroristas de Palestina. La Corte, decidió por 

catorce votos contra uno, respondiendo la solicitud, que :  “La construcción 

del muro que está elevando Israel, la potencia ocupante, en el territorio 

palestino ocupado, incluida Jerusalén oriental y sus alrededores, y su 

régimen conexo, son contrarios al derecho internacional”.  

  

Aunque el cuerpo de la sentencia, solo refiere al terrorismo en los mismos 

términos de las resoluciones del Consejo de Seguridad, como amenaza a la 

paz y seguridad internacional,  son las opiniones separadas o aclaraciones de 

voto  de los Jueces las que nos dan mayores elementos para empezar a 

construir, desde la CIJ, una línea jurisprudencial en torno a la ocurrencia de 

actos terroristas en cualquier estado y la conducta de sus agentes para 

combatirlo, bajo el irrestricto cumplimiento del derecho internacional  
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La opinión de los jueces señala, entre otras cosas, que los ataques 

deliberados e indiscriminados contra civiles con la intención de matar, son el 

elemento central del terrorismo y también que como la amenaza se configura 

contra la paz y la seguridad internacional, los actos que se argumenten como 

causa de legítima defensa deben revestir ese carácter  y al tener Israel, la 

doble condición de Estado víctima y de territorio de los hechos, la Corte 

concluye con razón, que la situación es diferente de la que se contempla en 

las resoluciones 1368 y 1373 del Consejo de Seguridad y por lo tanto no le 

aplica el Capitulo VII de la Carta. Finalmente, es de resaltar la Declaración 

del Juez Thomas Buergenthal quien indicó que: “los medios utilizados para 

defenderse contra el terrorismo deben ser compatibles con todas las normas 

aplicables del derecho internacional y  que un Estado que es víctima de actos 

terroristas no debe defenderse de ese flagelo utilizando medidas que prohíbe 

el derecho internacional79.” 

b) La  Corte Interamericana de Derechos Humanos 

De los 56 Casos Contenciosos sometidos a su conocimiento desde 1987 al 

año 2005, el Estado del Perú,  ha sido acusado en 20 de ellos, 4 de los cuales 

se encuentran aún en tramite y los otros 16, con decisiones adoptadas 

mediante sentencias de fondo y reparaciones.  Se hace mención especial al 

                                            
79 Declaración del Magistrado Buergenthal. Ibidem 80 Pág.- 92 
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caso de Perú, porque nos permite acércanos al tema de la regulación jurídica 

del terrorismo y cómo, el ejercicio del ius puneniendi, al interior de un Estado, 

en la represión de este delito puede comprometer la responsabilidad 

internacional del mismo.  

La  historia de la rígida legislación antiterrorista peruana, se ha prestado 

para grandes abusos en detrimento de las garantías judiciales y la integridad 

personal de los incursos en procesos penales por terrorismo, en un régimen 

bastante ambiguo y peligrosista para sancionar este delito, desfigurado en los 

años de la lucha antisubversiva contra el Grupo Sendero Luminoso y el 

Movimiento Revolucionario Tupac – Amarú MRTA.  Muchos, han sido los 

casos que la Corte ha conocido por capturas ilegales, detenciones 

prolongadas, malos tratos y juicios parcializados en la jurisdicción ordinaria y 

ante Tribunales Penales Militares en el Estado de Perú, entre ellos, en los 

últimos años podemos referenciar los casos Neira Alegría de 1995,  Loayza 

Tamayo de 1997, Castillo Páez de 1997,  Castillo Petruzzi y otros de 1999, 

Durand y Ugarte en el  2000,  Cantoral Benavides en el  mismo año, Gómez 

Paquiyauri  y De la Cruz Flórez de 2004.  

 

Sin embargo, hemos decidido referenciar de manera más amplia el Caso Lori 

Berenson v.s Perú, ya que su trascendencia alcanzo, no solo los mas altos 
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estrados de la Justicia Penal, sino que implicó un impacto en  el escenario 

internacional. El Caso de Lori Berenson es la más reciente sentencia de la 

Corte Interamericana por sanción del terrorismo al interior de un Estado 

parte en la Convención Americana.    La sentencia decide sobre los hechos en 

los cuales, Berenson, ciudadana Estadounidense residente en Perú, fue 

detenida para luego ser juzgada por un tribunal militar “sin rostro”, con 

restricciones a su derecho de defensa y condenada a cadena perpetua, por el 

cargo de “traición a la patria”. Luego, como resultado de la interposición de 

un recurso de “revisión extraordinario”,  el Consejo Supremo de Justicia 

Militar anuló la sentencia, declinando la competencia en favor del fuero penal 

ordinario, en donde se la encontró responsable del delito de “colaboración con 

el terrorismo y  se le condenó a 20 años de privación de libertad.  

 

En este caso, el análisis jurídico que hizo la Corte Interamericana, indicó que 

en el derecho Peruano las definiciones de los delitos de terrorismo y traición a 

la patria utilizaban expresiones comunes, idénticas o coincidentes en relación 

con las conductas típicas, los elementos con los que se realizaban, los objetos 

o bienes contra los cuales iban dirigidas y los efectos que tenían sobre el 

conglomerado social. Por lo tanto, la imprecisión en el deslinde entre ambos 

tipos penales afectaba la situación jurídica de los inculpados en  cuanto a la 

sanción aplicable, el tribunal del conocimiento y el proceso correspondiente. 
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En el caso de Berenson, el delito de traición a la patria, derivó en la conducta 

de terrorismo, hasta el punto de asimilarla, permitiendo con ello que en la 

descripción del tipo pudiesen ser consideradas, asimismo las conductas como 

traición a la patria, con la grave consecuencia de que fuesen materia de 

conocimiento de las autoridades militares, a través de procedimientos 

abreviados, exentos de garantías, ante jueces “sin rostro” y excluyendo así a 

la jurisdicción ordinaria que conocía de las casos de terrorismo80. 

 

Finalmente, la Corte declaró que el Estado del Perú, era responsable por la 

violación de el derecho a la integridad personal, las Garantías judiciales, el 

principio de legalidad y retroactividad que cobijaba a Lori Berenson y 

conminó al Estado para que adecuara su legislación interna a los estándares 

de la Convención Americana. 

 

2.3.2 Cortes Nacionales 

Luego de observar la forma como la jurisdicción internacional opera frente a 

casos en donde el terrorismo es vinculado como amenaza o como delito al 

interior de un estado cuyo procesamiento puede comprometer su  

                                            

80 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Cantoral Benavides, nota 25, Párr. 156; 
y Caso Castillo Petruzzi y otros, nota 25, Párr. 119. 
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responsabilidad internacional, entraremos al análisis de algunas experiencias 

judiciales nacionales, en países en los que la ocurrencia de actos terroristas, 

o la calificación de tales, ha empezado a producir toda una línea 

jurisprudencial al respecto, y que nos entregará, en este propósito, mayores 

elementos para medir la coherencia entre el régimen jurídico aplicado al 

interior de los sistemas nacionales de justicia, los tratados y fuentes del 

derecho internacional en esta materia DIT. 

 

El primer caso al que haremos referencia, será el de la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación  Argentina, en la causa  L. 845. XL, por un pedido de 

extradición que hiciere España sobre Jesús María Lariz Iriondo. Al señor 

Lariz Iriondo se le imputa haberse puesto de acuerdo con Juan Ignacio Jayo 

Bustinduy, Miguel Alberdi Zubizarreta y Juan Ignacio Iriondo Gárate, todos 

ellos miembros activos de la Organización terrorista E.T.A.,  para acabar con 

la vida de varios funcionarios de policía de la Comisaría de Eibar (Guipúzcoa), 

mediante la colocación de un artefacto explosivo en la vía por la cual 

transitaban. Así mismo, también se le  acusa a Lariz Iriondo, que como 

miembro de la organización E.T.A., había colocado y hecho explotar artefactos 

explosivos en diversas sucursales bancarias.   
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En la decisión de la solicitud de extradición, la Procuración General de la 

Nación, emitió un concepto a favor de conceder la extradición, porque calificó 

los hechos  que se le imputan a Lariz Iriondo  como Actos de Terrorismo a la 

luz del derecho de gentes, argumentando que:  “El texto de la ley fundamental 

(artículo 102, actual 118) previó la competencia de los tribunales nacionales 

para juzgar los "crímenes contra el derecho de gentes" aún, cuando éstos se 

produjeran fuera de los límites territoriales de la Nación. En esa norma, el 

constituyente, dejó plasmada su intención de colaborar con la comunidad 

internacional para perseguir los crímenes contra el derecho internacional y 

reafirmó que, las conductas de Lariz Iriondo, encuadran perfectamente dentro 

de las previsiones del "Convenio Internacional para la represión de los 

atentados terroristas cometidos con bombas", aprobado por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997, y que rige tanto 

para la Nación Argentina como para España, por lo que les es aplicable 

 

Finalmente, la Corte en una votación de 5 contra 4, no acepta el criterio del 

Procurador y no concede la extradición, en la medida que si bien los hechos 

de Iriondo pueden ser calificados como Actos de Terrorismo, definidos en un 

tratado multilateral, estos son imprescriptibles, calificados como de lesa 

humanidad y cometidos con anterioridad a la ratificación de las convenciones 

internacionales pero que respecto de aquellos no se puede adoptar igual 
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criterio porque antes de las convenciones no eran reconocidos en esa 

categoría, más allá de la formidable gravedad y creciente amenaza del 

terrorismo en el plano mundial 81 

 

Otro caso para observar es el de los juicios antiterroristas en Chile, cuyo 

origen se encuentra en la ley   No. 18.314 de  1984  creada bajo el Gobierno 

de Pinochet y reformada hacia 1991 por el  Gobierno de Patricio Aylwin para 

hacerla mas compatible con la protección de la seguridad publica y los 

derechos humanos, en el contexto de democracia emergente, luego de la 

Dictadura  Pero dichas reformas paradójicamente hicieron de la ley, un 

instrumento incluso mas represivo, especialmente en lo que refiere a la 

protesta indígena por Conflictos de tierras en el Valle del Río Bio Bio, al sur 

de Chile. La reforma, delimitó al delito de  terrorismo eliminando sus 

connotaciones políticas definiéndolo en los siguientes términos: “atentar 

contra la vida, la integridad física o la libertad de las personas por medios que 

produzcan o puedan producir un daño indiscriminado, con el objeto de causar 

temor a una parte o a toda la población”.82  Sin embargo cuando enumera las 

                                            
81L. 845. XL.R.O. Lariz Iriondo, Jesús María s/ solicitud de extradición. Corte Suprema de la 
Nación Argentina. Dirección disponible: www.csjn.gov.ar/jurisp 

82 Historia de la Ley No.19,027, Biblioteca del Congreso Nacional [1997]”, citado en Antonio 
Bascuñán Rodríguez, El delito de incendio terrorista, Informe en Derecho, Universidad de 
Chile, Facultad de Derecho, Departamento de Ciencias Penales, 15 de octubre de 2003. pp. 
5,9. Citado por el Informe Indebido Proceso: los juicios antiterroristas, los tribunales 
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conductas que pueden ser calificadas como delitos terroristas, incluye el 

incendio hasta en sus formas menos graves y a pesar de tener este, una 

tipificación autónoma en el Código Penal Chileno bajo los delitos contra la 

propiedad.  

 

Bajo este tipo penal, han sido varios los condenados por Terrorismo ante la 

justicia Chilena y en particular, las organizaciones defensoras de Derechos 

Humanos83 argumentan que bajo esta judicialización deliberada, se ha 

pretendido silenciar a varios de los líderes indígenas Mapuches generando 

una “cacería de brujas” con los más duros estándares en la represión del 

delito, que si bien existe en la ocurrencia de actos y amenazas incendiarias 

durante las protestas, se desborda cuando se asimila al terrorismo y se 

recrudecen las garantías de los procesados.  

El Informe conjunto de Human Rights Watch y el Observatorio de Derechos 

de los Pueblos Indígenas (2004) señala que, de acuerdo con las leyes vigentes 

en Chile, cualquier persona puede denunciar que se ha cometido un delito de 

terrorismo contra ella y es lo que en los últimos años ha sucedido, por parte 

de algunos particulares, corporaciones y gobiernos regionales. Por esta razón, 

                                                                                                                                     
militares y los Mapuche en el sur de Chile. Publicado conjuntamente por  Human Rights 
Watch y el Observatorio de Derechos de los Pueblos Indígenas. Octubre de 2004 

83 Human Rights Watch, El Observatorio de Derechos de los Pueblos Indígenas 
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el hecho que cualquier persona pueda querellarse invocando la ley 

antiterrorista ha aumentado peligrosamente el riesgo de acusaciones 

arbitrarias. 

En este panorama entre 2003 y 2004, ocho personas en Chile fueron 

condenadas por delitos de terrorismo, y siguen pesando cargos sobre otros 

11, dentro de los cuales un gran número obedece a casos de Indígenas 

Mapuches. Pero el uso de la legislación antiterrorista para tratar delitos de 

menor gravedad, es incompatible con los principios básicos de los derechos 

humanos y de la mayoría de Constituciones latinoamericanas, incluyendo la 

Chilena, ya que por la gravedad del delito,  se reserva a los terroristas 

condenados sanciones especiales que superan con creces las aplicables a los 

delincuentes ordinarios.  

Por eso, el Informe referenciado es claro en afirmar que son tres las 

restricciones directas al debido proceso, cuando se hace en Chile, un uso 

indiscriminado de la legislación antiterrorista.  En primer lugar, la extensión 

de la detención preventiva;  Así, al decidir investigar un delito como un acto 

terrorista, el fiscal aumenta la probabilidad de que el sospechoso permanezca 

en prisión durante todo el período previo al juicio, o una parte considerable 

de éste. Frente a esto, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas interpreta que la “prisión preventiva debe ser excepcional y lo más 
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breve posible”.84  y en virtud de la ley antiterrorista que se aplica actualmente 

en Chile, la prisión preventiva se ha convertido en la norma, en lugar de la 

excepción, y  con frecuencia dura más de un año.  

Un ejemplo de los abusos inherentes a la detención preventiva contemplada 

por la ley antiterrorista, fueron los casos de los indígenas Mapuche Jorge 

Huiaquín Antinao y Juan Luis Llanca. En los hechos, Jorge Huaiquín 

Antinao, de 29 años de la comunidad Agustín Chiguaicura, comuna de Nueva 

Imperial, fue detenido el 15 de abril de 2002 acusado de cometer cinco delitos 

graves: usurpación violenta, robo con fuerza, daños, tala ilegal de árboles e 

incendio, cometidos presuntamente durante la ocupación de un fundo vecino 

en disputa. Tras cuatro meses en prisión preventiva, obtuvo la libertad 

provisional el 21 de agosto de 2002, pero volvieron a arrestarlo el 4 de 

diciembre de 2002, esta vez, acusado de asociación ilícita terrorista. Años 

después recuperó la libertad en septiembre de 2003, después de haber 

permanecido otros ocho meses en prisión preventiva acusado de terrorismo.  

b) Los testigos sin rostro: Las modificaciones de la ley antiterrorista 

introducidas en 2002 establece  medidas para proteger a testigos 

fundamentales de la acusación y a sus familiares o seres queridos, si el 

                                            
84 Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Observación General No. 8: 
Derecho a la libertad y seguridad de las personas (Art. 9), HRI/GEN/1/Rev.6, Capítulo II, 
Párrafo 3, 30 de junio, 1982. 
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ministerio público considera que se encuentran en peligro físico y se les  

permite que comparezcan al tribunal detrás de biombos que les impiden ser 

vistos por los acusados y sus abogados defensores. Igualmente utilizan 

micrófonos que distorsionan la voz impidiendo a  la defensa con estos 

obstáculos, valorar su credibilidad, antecedentes penales, detalles médicos o 

el posible parentesco u otra relación con los acusados, las víctimas u otros 

testigos de la acusación;  violando así, el articulo 14 del Pacto de Derechos 

Civiles y Políticos85 y desconociendo la Observación General 13 del Comité de 

dicho Pacto. Por ejemplo, en el caso Poluco Pidenco86, una vez conocidos los 

nombres de los testigos  sin rostro, la defensa comprobó que varios de ellos 

tenían antecedentes penales por posesión de armas y pudo cuestionar 

firmemente su credibilidad.  

c) Violación al principio Non bis in ídem:  La utilización de la ley antiterrorista 

en Chile, ha permitido a los Jueces de los Tribunales, la admisión de pruebas 

relacionadas con incidentes sobre los que otros tribunales han dictado 

previamente sentencia, condenando, en muchos casos, en ausencia de otras 

                                            

85 “Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes 

garantías mínimas: (..)  e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de 

los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo (..)” 

Articulo 14 Nº 3 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos.  

86 juicio iniciado por el  incendio, en Diciembre de 2001, de 100 hectáreas de monocultivo de 
pino al Fundo Poluco Pidenco propiedad de la forestal MININCO S.A., San Pedro de la Paz, 
Chile  
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pruebas. Esta conclusión es derivada del Caso de 16 líderes destacados y 

simpatizantes de la CAM (Coordinadora Mapuche Arauco Malleco) llevados a 

juicio el 8 de Octubre de 2004 por asociación ilícita terrorista en el Tribunal 

de Juicio Oral en lo Penal de Temuco y bajo pruebas que habían sido 

utilizadas en anteriores hechos en los cuales fueron absueltos. 

En el caso Español conocido mundialmente por la actividad terrorista de la 

Organización ETA y la postura de jueces como Baltasar Garzón, al interior de 

la Audiencia Nacional, haremos referencia a uno de los Casos que sin duda, 

ha causado mayor polémica en los últimos años y ha sentado un precedente 

judicial que puede ser determinante en las  futuras decisiones sobre 

terrorismo.   Se trata del Juicio  seguido en la Sección cuarta penal de la 

Audiencia Nacional contra 24 miembros de las organizaciones juveniles 

Vascas Jarrai, Haika y Seguí, conocidas popularmente como el brazo juvenil 

de ETA, por el desarrollo de sus actividades de 'kale borroka' lo que traduce 

“luche Callejera o disturbios y desordenes en las calles.   

 

El juicio promovido por la Fiscalía de la Audiencia Nacional, e instruido al 

interior de la misma por el Juez Baltasar Garzón quien dictó el 

procesamiento, finalizó el pasado mes de Junio con la condena, para los 

dirigentes de las organizaciones, a penas menores, porque su actuación 

«nunca se enmarcaba en la utilización de las armas» como defendieron los 
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Jueces Carlos Ollero, Santiago Pedraz y Alfonso Guevarade, integrantes de la 

Sala que presentó la ponencia y reiterando que una cosa es «el verdadero 

terror» de ETA y otra los «actos ilícitos» de la 'kale borroka'.                              

La sentencia Nº 27/05 del 20 de Junio de 2005 establece que no se trata de 

organizaciones terroristas, sino de simples asociaciones ilícitas -lo que 

conlleva penas muy inferiores- y que éstas, actúan como «satélites» de la 

banda.  La decisión judicial,  además de ordenar la disolución de las tres 

organizaciones, condenó a  tres años y medio de prisión a 16 de sus 

integrantes «en su condición de dirigentes», y a dos años y medio a otros ocho 

«miembros activos». Cuatro de los procesados, han quedado absueltos, 

mientras que para otros cinco el fiscal retiró la acusación.  

 

El fallo ha sido criticado de forma inmediata por la opinión nacional y por las 

organizaciones que defienden los derechos de las víctimas del terrorismo, 

considerando que, esta decisión, retrocede el campo que se había ganado en 

la delimitación conceptual del terrorismo en los casos llevados ante la justicia 

en ese país y ven en esta postura jurisprudencial, un voz de aliento a la 

conformación de bandas delincuenciales 87 

                                            
87 MARRACO,  Manuel. Juicio contra Jarrai, Haika y Segi en la Audiencia Nacional. 
Sentencia. Establece que la organización juvenil Jarrai no forma parte de la banda armada 
ETA, sino que es una asociación ilícita. Portada.  Diario El País, 21 de Junio de 2005 
Editorial en página 3 
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Por su parte la Comisión Internacional de Justicia “Euskal Herria Watch” 

compuesta por abogados y abogadas de distintos países, ha publicado un 

informe en el que denuncia la violación de las garantías procesales en el caso 

de las Bandas Juveniles y afirma, en duros términos, que el tiempo dado a la 

defensa luego de notificado el inicio del juicio,  viola flagrantemente los  Art. 

6(3b) de la Convención Europea de Derechos Humanos –CEDH- y el Art. 

14(3b) del Pacto Internacional de derechos civiles y políticos –PIDCP-. 

Igualmente, denuncia deficiencias en la asistencia de traducción, dada a los 

jóvenes implicados que querían expresarse en lengua Euskara (vasco), 

también denuncia, la utilización de la detención preventiva como medida para 

reprimir los movimientos disidentes, para esto afirma que el juicio se inicio 

dos años después de cerrada la instrucción y por ultimo señalan en el 

informe como preocupante,  la utilización expansiva de los tipos penales, en 

la acusación del fiscal en los siguientes términos:  

“En efecto, el fiscal pidió al Tribunal que, apartándose de la jurisprudencia 

clásica que propugna una interpretación limitada del concepto de banda 

armada, la amplíe a la participación de organizaciones que, sin ser armadas, 

coincidan en sus objetivos y coadyuven a ellos con su actividad. Precisamente, 

en cuanto a la prueba, la acusación consideraba que los hechos, por ser 

“notorios” no necesitan ser probados, porque son conocidos por todo el mundo. 

Así, las pruebas demostrarían que los acusados tienen una militancia 

ideológica y por tanto una cierta responsabilidad en las acciones violentas a 
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pesar de no ser posible probar su participación directa. De esta manera, se 

pretende un nuevo concepto de la autoría por conexión ideológica”.88 

El recorrido realizado anteriormente, por experiencias judiciales comparadas 

en el plano nacional e internacional, refuerza la idea de acudir de manera 

urgente, a la integración de principios y estándares internacionales que abran 

paso a  una regulación autónoma del terrorismo, en el marco del derecho 

internacional público y como un conjunto de normas con un sistema propio 

de organismos dedicados  a su estudio, seguimiento y regulación, como un 

fenómeno de contenido jurídico propio, ubicado  en el centro de una metáfora 

legal de dos pilares  (DPI y DIH) y un techo jurídico (DIDDH). 

 

3. ESTANDARES INTERNACIONALES EN MATERIA DE TERRORISMO 

En la búsqueda de estándares internacionales, el DIT es uno de los campos 

que tendrá que desarrollarse. También es cierto que para la construcción de 

los mismos, además de la codificación de instrumentos, se necesita de una 

nutrida actividad judicial, ya que es a través de la jurisprudencia y de la 

aplicación del derecho sobre el caso, que la interpretación del juez dinamiza 

                                            
88 Tomado del Informe de la Comisión Internacional de Juristas Euskal Herria Watch. 
Publicado el 25 de Agosto de 2005 en la dirección: www.otromadrid.org/leer.php?id=642 
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la norma y la hace llegar, dentro del marco de la legalidad, hasta  aquellos 

vacíos o interrogantes que no son expresos o determinados en su redacción.  

Hablar de estándares internacionales, parece mas común dentro del DIDDH, 

por su desarrollo como un conjunto de derecho internacional público y por la 

existencia y trayectoria de los dos requisitos planteados en el párrafo 

anterior, la norma y la jurisprudencia, además de la doctrina que durante los 

últimos 50 años, se ha escrito sobre la materia. Por eso,  escuchar del plazo 

razonable, de la idoneidad y efectividad en los recursos internos y del 

desistimiento tácito en la oportunidad de controvertir, significa en el DIDDH, 

reconocer más allá de norma criterios estandarizados por la practica reiterada 

de los Estados y peticionarios en la jurisdicción internacional.  

Dentro de las obligaciones internacionales de los Estados en materia de 

derechos humanos, se encuentra la obligación de respetar y la de garantizar, 

entendida esta última, según la jurisprudencia de la Corte Interamericana, 

como el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato 

gubernamental y en general, todas las estructuras a través de las cuales se 

manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de 

asegurar, jurídicamente, el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. 

Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben prevenir, investigar 

y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y 
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procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado 

y, en su caso la reparación de los daños producidos por la violación de los 

derechos humanos89 . 

De esta manera para el análisis siguiente, se pretende escoger tres momentos 

básicos de la regulación del terrorismo en el derecho internacional y luego 

establecer un análisis comparado de su desarrollo en el ordenamiento 

interno. Estos tres momentos son: la prevención, la sanción y la reparación.  

 

3.1  LA PREVENCIÓN 

La obligación de prevenir en el derecho internacional es una obligación de 

medio o comportamiento que no es incumplida por el solo hecho de que no se 

produzca un resultado satisfactorio en la investigación. Sin embargo, el deber 

de prevenir esta llamado a emprenderse con seriedad, articulación y 

transparencia  y no como una simple formalidad condenada de antemano a 

ser infructuosa.90  

Analizar si existen procedimientos estandarizados para la prevención del 

terrorismo en el plano internacional, es sin duda volver la mirada al papel de 

                                            
89 Corte Interamericana De Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 
de julio de 1988. Serie C N° 4, párrafo 166. 
90 NIETO NAVIA, Rafael. Voto Disidente, Caso Caballero Delgado y Santana. Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Serie C 
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las Naciones Unidas, quien ha tomado la iniciativa de adelantar, no solo un 

trabajo académico y  diplomático, sino igualmente un trabajo preventivo de 

orden multilateral.  En esa labor, la oficina de Naciones Unidas para la 

prevención de la droga y el delito (UNODC) se ha preocupado por cooperar 

con los Estados en la fijación de estándares justos y eficientes para la 

prevención dentro de los sistemas de justicia. 

Por eso, desde 1997 creó el Centro para la Prevención del crimen 

internacional, hoy conocido como Programa del Crimen (Crime Programme) 

dentro del cual, funciona el Programa Global contra el Terrorismo como parte 

de la estrategia integral de naciones unidas para combatir este flagelo.  El 

Programa Global,  en cumplimiento de su mandato, presta asistencia técnica,  

servicios de asesoría a países en regulación contra el terrorismo, se provee 

asistencia legislativa a los países y se promueve la adhesión a los convenios 

multilaterales en materia de Terrorismo especialmente los de Naciones 

Unidas.91 

Actualmente, desde el Programa Global y la Comisión de Prevención del Delito 

y Justicia Penal, se ha venido desarrollando un trabajo sobre la aplicación del 

DIT al interior de los sistemas de justicia penal y para eso, en el 14 Periodo de 

Sesiones celebrado en mayo de 2005 se redactó un informe sobre el 

                                            
91 Ver Anexo N° 4. Sobre el estado actual de la ratificación de instrumentos del DIT. 
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Fortalecimiento de la cooperación internacional y de la asistencia técnica en 

la prevención y lucha contra el terrorismo (“A Global Strategy for Fighting 

Terrorism”), como primer paso de una  Gran estrategia Global, presentada por 

el Secretario General de Naciones Unidas durante la Cumbre 

Internacional sobre Democracia, Terrorismo y Seguridad, celebrada en 

Madrid del 8 al 11 de marzo de 2005, que podría caracterizarse por lo que 

llamó, en inglés, las cinco “Ds”: disuadir, denegar, desalentar, desarrollar la 

capacidad de los Estados y defender los derechos humanos.  

El informe, entre otros apartes resalta en materia de estándares de 

prevención  que:  

“Es posible conjugar medidas efectivas de lucha contra el terrorismo y el 

respeto del imperio de la ley. Para eso, pueden adoptarse medidas e 

incluso suspenderse algunos derechos en situaciones de emergencia 

pública que amenacen la vida de una nación. También, los Estados 

pueden invocar las llamadas facultades de excepción para luchar contra el 

terrorismo, y al mismo tiempo mantener el equilibrio entre los derechos de 

la persona, la protección de la comunidad y la seguridad nacional. Toda 

medida extraordinaria que se adopte debe basarse en los principios de 

legalidad, proporcionalidad y necesidad y aplicarse por tiempo limitado”92 

 

                                            
92 E/CN.15/2005/13. Fortalecimiento de la cooperación internacional y de la asistencia 

técnica en la prevención y lucha contra el terrorismo. Comisión de Prevención del Delito y 

Justicia Penal 14º período de sesiones. Viena, 23 a 27 de mayo de 2005. Disponible en: 

http://www.unodc.org/pdf/crime/terrorism/Crime_Commission_Report_Sp.doc 
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3.2  LA SANCIÓN 

La obligación de sancionar, junto con la de prevenir, investigar y reparar 

hacen parte de la gran obligación de los Estados de garantizar un ambiente 

adecuado de protección a los derechos humanos y libertades fundamentales, 

en ese escenario, la sanción del delito  como medida de garantía en la 

seguridad a los ciudadanos  ha sido el punto critico en débiles sistemas de 

justicia, que por incapacidad o por manipulación, logran los mayores índices 

de impunidad y por ende la repetición continua de las formas de violencia y la 

insatisfacción de las víctimas y de la sociedad en general de su derecho a la 

verdad.  

Para definir estándares internacionales en la sanción del delito de terrorismo, 

basta con acudir a los convenios y tratados internacionales  a los que éste 

trabajo denomina como DIT, para determinar en ellos, la intención de los  

Estados parte de adoptar  medidas eficaces para sancionarlo y eliminarlo 

mediante la más amplia cooperación93. En esta clara intención, promovida 

desde los organismos multilaterales, la sanción se  presenta como una 

obligación de carácter conjunto, que permita mantener la paz y la seguridad 

en la región, en el caso de la OEA y del mundo en el caso de Naciones Unidas. 

Dicha obligación conjunta, además de estar fundada en el respeto a los 

                                            
93 Preámbulo de la Convención Interamericana contra el terrorismo. 06/03/2002.Trigésimo 
segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA. Secretaría General  
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tratados en la materia y su desarrollo en el ordenamiento jurídico interno, se 

refiere igualmente a la cooperación técnica en la investigación preventiva, la 

persecución y la captura de quienes promueven y cometen esta clase de 

delitos para su sometimiento a la justicia, en el país afectado, ante la 

ausencia de una jurisdicción internacional para el terrorismo y la falta de 

competencia de la Corte Penal Internacional para conocer de este clase de 

conductas.  

Sin embargo, cuando hablamos de una cooperación para la sanción del 

terrorismo, sin la existencia de una instancia internacional para tal fin, es 

necesario direccionar el tema de los estándares hacia los sistemas de 

enjuiciamiento penal al interior de los estados y reconocer en ellos, los 

alcances, vacíos y limitaciones que tienen frente al procesamiento del delito 

de terrorismo, desde su tipificación, pasando por su investigación, hasta su 

enjuiciamiento y ejecución. Por eso en el propósito de definir estándares para 

el presente análisis comparado, dedicaremos dentro del segundo capitulo, un 

numeral al estudio de la jurisdicción penal colombiana frente al terrorismo y 

su obligación, entre otras, de sancionarlo dentro de los limites de la legalidad 

y conforme a las garantías procesales, reconocidas por el derecho 
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internacional, en cumplimiento de una obligación (la de sancionar) a la que la 

doctrina ya considera con status de ius cogens. 94 

3.3 LA REPARACIÓN  

Frente a la ocurrencia de actos terroristas, el tema de la reparación parece 

haberse relegado a un segundo plano por el de la persecución y la sanción, 

los cuales  generan  mayor opinión a favor de la efectividad del estado, sin 

embargo, son las víctimas del terrorismo, quienes parecen dar la mayor 

batalla jurídica en la búsqueda de sus derechos, por un lado ante la 

magnitud de los daños que causan las acciones terroristas y por otro ante la 

confusa determinación de la responsabilidad penal en estos casos.    

la Obligación de reparar es la consecuencia necesaria y siguiente a la 

ocurrencia de un hecho ilícito, que cuando es imputable al Estado, por acción 

u omisión, compromete su responsabilidad internacional95. Obligación dentro 

de la cual, se requiere la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste 

en el restablecimiento de la situación anterior, en la reparación de las 

                                            

94 Véase el Informe. La Corte Penal Internacional y los países andinos. Estudio sobre la 

compatibilidad entre el Estatuto de Roma y la legislación andina en temas constitucionales, 
penales y procesales. Comisión Andina de Juristas 

95 FAÚNDEZ, Héctor. El sistema interamericano de protección de los derechos humanos. 
Aspectos institucionales y procesales. IIDH, San José, 1999. p. 496. 
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consecuencias que la infracción produjo, así como el pago de una 

indemnización como compensación por los daños ocasionados.96 

En la determinación de estándares internacionales frente a la reparación a 

las víctimas del terrorismo, se debe destacar el avance del caso Español, que 

además, de una voluntad política en la legislación97sobre el tema, existe una 

organizada exigencia de la sociedad civil en movimientos y agrupaciones 

constituidas, que han generado en los últimos años, toda una corriente 

favorable a la reparación, por un lado desde la expresión popular y asistencia 

social a las víctimas y sus familias y por el otro, desde los programas de 

intervención del estado en el resarcimiento del daño. 

En este acercamiento a la reparación integral de las víctimas del terrorismo, 

debemos considerar, los dos conceptos que se manejan en el derecho 

internacional sobre este punto, por lado la víctima determinada,  cuando 

existe claridad en la intención del agente de dirigir y cometer el ilícito en 

contra de una persona individualizada y víctima indeterminada, cuando hay 

indiferencia sobre la determinación de aquellos sobre quienes recae el ilícito, 

sin necesidad de diferenciarlos. Esta última clasificación es la que sin duda 

aplica  con mayor reiteración en la ocurrencia de actos terroristas, por su 

                                            
96 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS Sentencia de fondo. Caso Baena 
Ricardo y otros. Panamá, 2 de febrero del 2001, párrafo 201-202. 
97 Véase: Capítulo III del título II de la Ley 13/1996, Ley 32/1999, Real Decreto 288/2003, 
Real Decreto 1912/1999, de 17 de diciembre, Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, 
Real Decreto 1576/1990, de 7 de diciembre, entre otras. 

http://www.guardiacivil.org/terrorismo/documentos/ley_32_1999.jsp
http://www.guardiacivil.org/terrorismo/documentos/rd_288_2003.jsp
http://www.guardiacivil.org/terrorismo/documentos/rd_1912_1999.jsp
http://www.guardiacivil.org/terrorismo/documentos/rd_2225_1993.jsp
http://www.guardiacivil.org/terrorismo/documentos/rd_1576_1990.jsp
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cercanía a la naturaleza indeterminada del ilícito con el cual se busca 

provocar “terror en la población”, como quien activa explosivos en una 

concurrida estación del Metro o una plaza pública. Si bien el DIT parece 

desarrollarse cada día con mayor velocidad, no existe hasta el momento, un 

tratado internacional en materia de reparación a las víctimas del terrorismo. 

En esta dirección, el Grupo de Trabajo, establecido en la Resolución 1566 y 

bajo ordenes del Consejo de seguridad, encomendaron estudiar la posibilidad  

“De establecer un fondo internacional para indemnizar a las víctimas de actos 

de terrorismo y sus familias, que se financiaría con contribuciones voluntarias, 

que podrían a su vez consistir en parte de los bienes confiscados a 

organizaciones terroristas, sus miembros y patrocinantes”98 

Pero la necesidad de una Declaración, construida desde la Asamblea General 

sobre el tema del terrorismo y su implicación en materia de reparación a las 

víctimas, muy seguramente daría mayores luces a los Estados frente al 

cumplimiento de sus obligaciones, y una mejor comprensión sobre el 

contenido integral de este derecho,  a nuestro parecer,  de valoración distinta 

frente a la ocurrencia de actos de terrorismo y las posibles acciones que 

tendrían las víctimas, sus familiares y la sociedad en general ante la 

afectación colectiva producida por esta forma de violencia.  

                                            
98 Numeral 10. Resolución 1566. S/RES/1566 (2004) Aprobada por el Consejo de Seguridad 
en su 5053ª sesión, celebrada el 8 de octubre de 2004. 
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CAPITULO DOS 

 

7. EL TERRORISMO EN EL DERECHO NACIONAL 

 

Luego de hacer un recorrido por el derecho internacional, identificando la 

aparición, posterior desarrollo y caracterización de las normas en materia de 

terrorismo DIT, se entrará al estudio del derecho nacional colombiano para 

ubicar, de igual manera, los puntos de nuestro sistema jurídico que 

contemplan una regulación, a esta forma de violencia. Pero no solo se hará 

un relato descriptivo de las normas nacionales en materia de terrorismo, sino 

que además, se irá construyendo un análisis comparado, entre el primer y 

segundo capitulo, que nos permita establecer el grado de concordancia, entre 

los postulados y tendencias del derecho internacional en esta materia y la 

postura jurídica del legislador, el juez y el gobierno Colombiano.   

 

Mientras la comunidad internacional concretaba el ideal de una Organización 

Mundial, en plena época de posguerra (ONU), y en Bogotá se reunían los 

Estados americanos para regionalizar sus fuerzas en favor de la cooperación 
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Hemisférica (OEA), el conflicto armado colombiano empezaba a polarizar y 

profundizar sus manifestaciones de forma marcada.                           

 

La lucha armada, entre el Estado Colombiano y las fuerzas irregulares,   

bautizada de nacimiento como de “origen político”, por el elemento central de 

la disputa del poder; responde, por un lado, al  propósito de la toma armada y  

por el otro, a la defensa del statu quo de turno, en mayor o menor grado de 

gobernabilidad. Esta disputa, sin duda, determinaría los últimos 50 años de 

historia política y jurídica, así como la postura frente a la ocurrencia de actos 

terroristas y la calificación y enjuiciamiento de sus directos responsables. 

 

Pero en Colombia, el terrorismo y los terroristas, al igual que en el derecho 

internacional, han atravesado el sistema jurídico colombiano, colocando en 

marcha la legislación penal,  el régimen extraordinario o de emergencia, el 

derecho público y sus manifestaciones ejecutivas y diplomáticas y el propio 

marco constitucional. Así, la búsqueda de una regulación propia al 

terrorismo, en medio de esa “identidad de dominios”, no acaba a nivel interno, 

más aún en países como Colombia, en donde las características del conflicto, 



 127 

han llevado al derecho a enfrentarse a una criminalidad “altamente 

descentralizada” en los términos Mary Kaldor99.   

 

Mientras en las guerras antiguas existía una claridad de mando (El 

comandante y su legión), los actores armados del ahora (Ejércitos, fuerzas 

irregulares, guerrillas, paramilitares, caciques, mercenarios o bandas 

criminales) utilizan estrategias para cometer sus acciones desde varios 

frentes territoriales y temáticos.  En esas circunstancias, la legislación 

Colombiana, ha tenido que buscar la forma de encuadrar y regular todo tipo 

de conductas, que vulneren los bienes jurídicos que el Estado pretende 

proteger. En ese propósito, el terrorismo no ha sido la excepción, pero ante la 

poca claridad que existe en el marco internacional, sobre su definición y un 

concepto unificado sobre su procesamiento judicial, se ha acudido en el país 

a una caracterización ambigua y dispersa que ha despertado las más fuertes 

polémicas, agudizadas luego de los atentados del 11 de Septiembre y el clima 

de  rechazo y condena mundial. 

 

Pero en este clima de confusión, originado por el  shock postraumático  de la 

Guerra Mundial contra el Terrorismo, no se ha dado a nivel nacional tiempo 

                                            
99 Directora, del Centro para el Estudio de la Gobernabilidad Global. London School of 
Economics and Political Science. LSE. Citada por SANTOS, Alejandro. En el Prologo del libro. 
Terrorismo y seguridad.  Editorial Planeta-Semana. Bogota, Enero de 2003. Pág.,25 
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para encauzar la discusión en el marco de  las obligaciones internacionales  

de prevención, sanción y reparación que tiene el Estado Colombiano, frente al 

derecho internacional y frente a sus propios ciudadanos. Este 

direccionamiento permitiría  “despolitizar” o si se prefiere darle juridicidad al 

debate sobre la regulación del terrorismo.  

 

4.1  ANTECEDENTES 

 

Buscar la aparición del concepto de terrorismo en el derecho nacional, es una 

tarea de antecedentes más cercanos a los del derecho internacional público. 

Si bien, en las provincias que formaron la Nueva Granada, una vez disuelta la 

Gran Colombia (1830), aplicaron para efectos del Control Social o 

mantenimiento del Orden Público, el Código de 1837100; No existe hasta el 

Código de 1980 un tipo penal que de forma expresa, califique el terrorismo 

como conducta delictiva.   

 

En el último siglo, a pesar de la adhesión de Colombia, a varios de los 

Convenios descritos en el capitulo anterior, como parte del DIT, no se hizo, en 

la segunda mitad, una adecuación de la legislación Colombiana en  esta 

                                            
100 Preparado por el Consejo Estado y presentado por el Gobierno del General Santander.  
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dirección, lo que hubiese permitido integrar los conceptos del DIT al sistema 

penal nacional; error que limitó, sin duda en este periodo e incluso hasta hoy,  

la utilización del  término terrorismo a declaraciones indiscriminadas de 

opinión, para calificar hechos delictuosos producidos en razón del conflicto 

armado y a sus presuntos responsables, dejando, en el imaginario colectivo, 

una herencia “aterrorizada” que ha terminado por cubrir toda condena que se 

hace de los actos violentos, en una tesis peligrosista en donde “todo, es 

terrorismo”.   

 

Solo para dar un ejemplo,  de la forma como el discurso político ha 

desplazado al argumento jurídico, se citan las declaraciones del expresidente 

Alfonso López Michelsen en 1999 al referirse al conflicto Colombiano  

 

"Lo que hay aquí son unas bandas terroristas … que atacan los poblados 

en horas de la noche, fusilan o asesinan a las gentes independientemente, 

ponen deliberadamente minas quiebrapatas en distintos lugares del 

territorio, y en las ciudades practican el secuestro como medida de 

financiamiento".101 

 

                                            
101 Citado por POSADA CARBO, Eduardo. Terrorismo y paz: la nueva agenda. Declaraciones 
del  Articulo  "Son unas bandas de terroristas", Diario El Espectador, Bogotá. Julio 
(09/07/99). 
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Sin negar la atrocidad de los actos descritos en la declaración anterior, 

podemos observar en ella, la calificación de 4 tipos penales independientes 

cuya responsabilidad se atribuye presuntas bandas Terroristas; Pero por la 

ligereza de comentarios por parte de los mas altos funcionarios del Estado, 

responder a la pregunta ¿Quién es terrorista en Colombia?  Se deriva del mas 

desprevenido silogismo.  

 

Para explicar la situación se debe considerar que, el panorama del lenguaje 

utilizado, aunado a la velocidad con la que ocurren los hechos, el impacto y el 

dolor que producen, y la joven historia de su tipificación; han hecho que el 

debate jurídico sobre la persecución y sanción del terrorismo, se haya 

limitado en Colombia, al marco del conflicto Estado-Guerrilla-Autodefensas-

Narcotráfico, apreciación  que ha impedido una mirada objetiva del fenómeno, 

haciendo casi invisible la línea entre terrorismo y delitos políticos, 

manteniendo como en el derecho internacional,  la encrucijada por definir los 

regímenes jurídicos que le son aplicables. 

 

Con la aparición del terrorismo en el Código Penal de 1980, las últimas dos 

décadas han sido el espacio de tiempo con el que han contado los legisladores 

y jueces nacionales para aportar, desde la legalidad, elementos alrededor de 

la construcción de un concepto de terrorismo y una salida a la encrucijada  
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en que se encuentra, sin embargo, al hacer la revisión bibliográfica para este 

estudio, no ha sido mucho lo que se ha producido al respecto en términos de 

ley, jurisprudencia y doctrina. Pero para entender  de forma organizada,  un 

estudio del terrorismo en el derecho nacional, se entrará a  hacer un 

recorrido por el  marco constitucional, legal y jurisprudencial, ubicando 

aquellos puntos de la norma que son utilizadas en su  regulación y 

entenderlos integrados a un sistema con la intención de afirmar un 

precedente que permita a los interesados tener una visión comparada entre el 

régimen jurídico aplicable en Colombia y el régimen existente en el derecho 

internacional. 

 

4.2 MARCO CONSTITUCIONAL 

La historia constitucional Colombiana, registra 9 episodios constituyentes y 

un número cercano de significativas reformas. Pero la  referencia expresa  al 

terrorismo en el derecho constitucional colombiano, nos ubica por primera 

vez, en la antesala de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991; Allí el 

clima de inestabilidad política, el asesinato de varios candidatos 

presidenciales, así como el recrudecimiento de las actos terroristas con 

bombas, cometidos por el cartel de Medellín, hicieron pensar que la 

refundación del poder institucional seria un instrumento claro para el logro 

de la paz.  
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Recapitulando, la década de los 80 había dejado en la historia colombiana, 

marcados capítulos de violencia que fueron incontenibles aún bajo la vigencia 

del Estado de Sitio y el Estatuto de Seguridad (1978). Una década en donde  

los agentes del Estado, amparados en la legalidad de excepción, hicieron de la 

lucha contra la criminalidad, un capitulo oscuro de la historia nacional, en 

donde para combatir el terrorismo de facciones se recurrió deliberadamente al 

terrorismo de Estado102, provocando las más graves violaciones a los derechos 

humanos y  un clima de represión hacia la oposición política. 

 

En esas condiciones se pensó, en una Asamblea Nacional incluyente, que 

sirviera para ratificar los acuerdos de las negociaciones de paz con el M-19, 

movimiento que encabezaría el llamado a la dejación de armas para todos los 

grupos al margen de la ley103, llamado al cual  se acogerían más adelante, el 

                                            
102 Con esta clasificación se identifican las variables desde las cuales se ha estudiado el 
terrorismo como forma de violencia: En razón del ámbito de acción, se pude hablar de  
Terrorismo interno y terrorismo internacional y en razón del lugar  de origen de la Violencia, se 
puede hablar de Terrorismo de Estado y Terrorismo de facciones. PIZARRO LEONGOMEZ, 
Eduardo. Terrorismo y Democracia: El caso de Colombia.  Editorial Planeta-Semana. Bogota, 
Terrorismo y seguridad.  Enero de 2003. Figura I Pág.,36 
 

103 “Convocamos a todos los grupos alzados en armas y a toda la Nación a aportar de manera 
decidida sus esfuerzos para el logro de la paz (...)  El Gobierno Nacional y el M-19 convocan a 
un diálogo directo a las direcciones de los partidos políticos con representación 
parlamentaria y a los comandantes de la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar para que en 
él se acuerde un camino hacia la solución política del conflicto de la Nación colombiana, que 
tiene que expresarse en un itinerario claro hacia la democracia plena y en un camino cierto 
hacia la desmovilización guerrillera con las garantías necesarias” Tomado de la Primera 
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Partido Revolucionario de los Trabajadores PRT, el Ejército Popular de 

Liberación EPL, el Quintín Lame y la Corriente de Renovación Socialista.          

En este escenario de desmovilización lo que se buscaba era aportar en la 

construcción de una reconciliación nacional en la dirección  que las 

siguientes palabras de Bobbio reflejan con precisión:   

 

 “La vida política se desarrolla a través de conflictos jamás definitivamente 

resueltos, cuya resolución se consigue mediante acuerdos momentáneos, 

treguas y esos acuerdos de paz mas duraderos que son las 

constituciones”104 

 

Pero el Pacto Político por el cual el M-19 tuvo su representación en la 

Asamblea Nacional Constituyente, fue  rechazado tajantemente por la Unión 

Camilista Ejercito de Liberación Nacional UC-ELN, las Fuerzas Armadas 

revolucionarias de Colombia FARC EP y la parte del EPL liderada por 

Francisco Caraballo, quienes siempre vieron con sospecha las intenciones del 

Estado que por un lado, presentaban una Asamblea Constituyente como 

escenario de paz y por el otro agudizaban la conflagración, abierta y 

clandestina, en una época que empezaría con el bombardeo a Casa Verde y  

                                                                                                                                     
declaración conjunta suscrita por el Gobierno Nacional y el Movimiento 19 de Abril, M-19. 
enero 10 de 1989.Información disponible en: www.viaalterna.com.co/15anos.html 

104BOBBIO, Norberto,  El futuro de la Democracia. Citado por VALENCIA VILLA, Hernando. 
En El constituyente de 1990 y la constituyente de 1 991. Revista Análisis Político.UN 
Disponible en www.lablaa.org/blaavirtual/analisispolitico/ap11.pdf 
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dejaría sucesos como el propio asesinato, por parte de grupos paramilitares, 

de Carlos Pizarro León-Gómez, comandante del  M-19. 

 

En esa dirección, el escalamiento del conflicto, la pregunta por un concepto 

de terrorismo y la calificación de sus responsables, no parecían tener un 

horizonte claro incluso con el texto de la nueva Carta política, que fué tímida 

en elevar a rango constitucional, la obligación del Estado Colombiano de 

prevenir, sancionar y reparar de forma expresa la ocurrencia de actos 

terroristas, lo que hubiese abierto un deseado debate por caracterizarlo e 

integrarlo a todo un régimen jurídico aplicable que superara el marco de lo 

penal, al cual se encontraba restringido.   

 

Si bien se buscaba que la Constitución fuera un escenario de paz, respondió 

más a una redistribución del poder institucional y un temeroso interés por 

controlar un fenómeno que estaba al servicio de los carteles del narcotráfico. 

Por se puede afirmar que, la Asamblea Nacional Constituyente le huyo al 

terrorismo, porque al igual que el Narcotráfico y el tema de la extradición, 

han sido fenómenos tan arraigados en la sociedad colombiana en los últimos 

años, que su discusión jurídica despierta siempre disputa de poderes, 

abiertos o clandestinos, que terminan por desviarla, manipularla o 

simplemente “silenciarla”.  
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No entendemos cómo,  en un acto constituyente nacido del régimen de 

excepción (D.927/1926) esta falta de unidad de materia, solo demostraba la 

agotada vigencia de una figura de control social como el estado de sitio. 

 

Pero a pesar de todo,  la década de los noventa se abrió paso con una nueva 

constitución, generosa en derechos fundamentales y flexible frente a su 

propia reforma. Por eso la figura de los Actos Legislativos ha propuesto en 14 

años de vida jurídica, un numero de 21 reformas a la Constitución, 

moldeando su dedicación en materias cómo  ordenamiento territorial,  

transferencias a las regiones, reforma política, fuero militar, reelección 

presidencial entre otras. Y ha sido a través de estos Actos Legislativos que se 

ha buscado acercar la constitución a la regulación del terrorismo. Por eso nos 

permitimos referenciar en este marco constitucional, 3 Actos legislativos que 

por su materia pueden, darnos elementos en nuestro propósito de ubicar el 

terrorismo y el DIT en nuestro sistema jurídico. 

 

El Primero de ellos, en orden cronológico, es el Acto Legislativo 01 de 1997 

por medio del cual, se modifica el articulo 35 de la Constitución política  

dejándolo en los siguientes términos:  
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“La extradición se podrá solicitar, conceder u ofrecer de acuerdo con los 

tratados públicos y, en su defecto, con la ley. Además, la extradición de 

los colombianos por nacimiento se concederá por delitos cometidos 

en el exterior, considerados como tales en la legislación penal 

colombiana. (..) La extradición no procederá por delitos políticos.(..) No 

procederá la extradición cuando se trate de hechos cometidos con 

anterioridad a la promulgación de la presente norma.”105  

 

Este articulo, declarado exequible  por la sentencia  C-543 de 1998 de la 

Corte Constitucional, tiene importantes repercusiones en materia de 

terrorismo, ya que, en virtud de los tratados públicos de extradición que 

existan con otros Estados, se podrá conceder la extradición de los 

Colombianos por nacimiento, cuando estos cometan en el exterior delitos 

considerados como tales en nuestro código penal, uno de ellos, el terrorismo 

en sus modalidades definidas y  modalidades dispersas. Esta reforma 

constitucional, sin duda desarrolla la intención del DIT de abrir canales de 

cooperación judicial en una tendencia por sancionar el terrorismo sin 

fronteras. Sin embargo en esta nueva perspectiva de  persecución 

internacional al terrorismo, la redacción de este articulo, aunque coloca al 

Estado en la línea de los estándares internacionales en materia de sanción,  

que se derivan del DIT, es también la puerta abierta para la entrega de 

nacionales de nacimiento a las Cortes de otros Estados en los que 

                                            
105 Articulo 35 de la Constitución Política de Colombia. 
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presuntamente cometan actos que encuadren en los tipos penales de 

referencia.   

 

Esto refleja el eterno dilema de la extradición, un mecanismo que en el 

Estado Colombiano ha tenido uno de los debates de mayor impacto en la vida 

nacional por su estrecha vinculación con el narcotráfico,  que deberá 

utilizarse con el mayor cuidado en un contexto internacional como el actual, 

en donde  los juicios por terrorismo han desbordado el  marco de garantías 

procesales propias de cada Estado, condicionado muchas veces, por su 

posición frente a lucha mundial contra el terrorismo. En un corto ejemplo no 

seria lo mismo el juicio que se le adelante a un colombiano por terrorismo en 

los tribunales de la nueva Irak que el adelantado por el mismo delito en 

Tribunales holandeses. 

 

Un segundo Acto Legislativo que merece ser mencionado, es el N°2 de 2001, 

por el cual se modifica el articulo 93 de  la Constitución, adicionando lo 

siguiente:  

 

  "El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal 

Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 

17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las 

Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de 
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conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución.(..) La 

admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte 

del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la 

Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la 

materia regulada en él". 

  

Esta adición al texto constitucional, obedece a una clara decisión  

multilateral por el establecimiento de una jurisdicción penal internacional, tal 

como lo habíamos referido en el primer Capitulo. Por eso al elevar a rango 

constitucional, su compromiso con la CPI, el Estado Colombiano demuestra 

de buena fé (Pacta Sunt Servanda) su decisión para respetar sus obligaciones 

con el Estatuto de Roma y acepta la competencia de este tribunal sobre los 

delitos de su articulo 5, estudiado anteriormente.   

 

Pero que sucede cuando El Estado Colombiano, por un lado ratifica el 

Estatuto de Roma y por el otro interpone una salvaguarda según la cual, 

durante 7 años (2002-2009) la Corte no podrá  juzgar, ni declarar 

responsabilidad, por los crímenes de su conocimiento (Arts. 6-8 del Estatuto) 

cometidos en territorio colombiano. Esta postura del Estado es contradictoria, 

porque como muchos afirman,  se envía una confusa señal a la comunidad 

internacional: 
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(Editorial. Diario El Tiempo) "Resulta difícil entender que, justo el país del 

mundo con un conflicto armado cada día más degradado, pida que por 

siete años se le otorgue la salvaguarda para crímenes tan repudiables 

como reclutar menores, torturar, tomar rehenes, bombardear pueblos y 

ciudades, ajusticiar rendidos, atacar ambulancias e iglesias, escudarse en 

civiles o tomar la justicia en las propias manos".106 

 

De primera impresión, esta reforma constitucional y la jurisdicción de la CPI, 

parecieren  no tener impacto directo sobre el delito de terrorismo  y la 

responsabilidad penal de los individuos que lo cometiesen, sin embargo, ante 

la definición que habrá de darse en 7 años (Art.121) sobre el crimen de 

agresión (Art.5) queda abierta la posibilidad por la cual,  su configuración 

pueda integrar de forma directa o indirecta,  los actos que en el DIT son 

señalados como Terrorismo. También la actividad jurisprudencial de la CPI, 

podría extender, lo que entiende como crímenes de lesa humanidad, a las 

prohibiciones del articulo 4 del Protocolo II, entre las que se encuentran los 

actos de terrorismo.  En esta situación, para  Colombia, es valido decir: 

amanecerá en 2009  y veremos. 

 

Por último, haremos referencia al intento fallido de incorporar en la 

Constitución herramientas que expresamente serían utilizadas para combatir 

                                            
106 Citado por , PINZÓN. Martha Lucia. Salvedades de Colombia y Estados Unidos a la Corte 
Penal Internacional. Disponible en: 
www.americasnet.net/Commentators/Martha_Pinzon/pinzon_78_spa.pdf 
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el terrorismo. Estamos hablando del famoso Acto Legislativo N° 2 de 2003, 

conocido más popularmente como Estatuto antiterrorista y por medio del cual 

se modificaban los artículos 15, 24, 28 y 250 de la Constitución Política y se 

expedía un proyecto de ley estatutaria para enfrentar el terrorismo, el cual el 

Congreso aprobó con una amplia mayoría y que sin embargo fue declarado 

inexequible por la Corte Constitucional en Sentencia C-816 de 2004, que 

comentaremos más adelante. 

 

“Este proyecto, pese a haber sido presentado días después del ataque 

terrorista al Nogal, cuando los partidos políticos proponían un Frente 

Común contra el Terrorismo, muy pronto polarizó a la opinión pública entre 

quienes creían que era una apuesta de la derecha dura, que restringía los 

derechos inútilmente, y quienes consideraban que era necesario dotar a la 

Fuerza Pública de mayores herramientas para evitar el terrorismo”107 

 

La demanda de inconstitucionalidad, acusaba que las pretendidas reformas 

derogaban el principio de separación de poderes, colocaban por encima las 

razones de seguridad a la garantía y respeto de los derechos humanos 

derogaba la prohibición de que autoridades militares investigaran a personas 

civiles, y se atribuía, el poder constituido (Congreso),  funciones propias del 

                                            
107 Tomado de la Revista Semana. Estatuto Antiterrorista.  Columna Nación. 2004. Disponible 
en: http://semana.terra.com.co/opencms/opencms/Semana/articulo.html?id=81484 

http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/CONS_P91.HTM#15
http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/CONS_P91.HTM#24
http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/CONS_P91.HTM#28
http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/CONS_P91.HTM#250
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poder constituyente (Pueblo). Algunas de las pretendidas reformas 

constitucionales señalaban que:  

 

“Art. 15: Con el fin de prevenir la comisión de actos terroristas, una ley 

estatutaria reglamentará la forma y condiciones en que las autoridades que 

ella señale, con fundamento en serios motivos, puedan interceptar o registrar la 

correspondencia y demás formas de comunicación privada, sin previa orden 

judicial, con aviso inmediato a la Procuraduría General de la Nación y control 

judicial posterior dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes. (…) podrá 

exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos 

privados, en los términos que señale la ley.” 

  

“Art. 24 El Gobierno Nacional podrá establecer la obligación de llevar un 

informe de residencia de los habitantes del territorio nacional, de conformidad 

con la ley estatutaria que se expida para el efecto.” 

  

“Art. 28 Una ley estatutaria reglamentará la forma en que, sin previa orden 

judicial, las autoridades que ella señale puedan realizar detenciones, 

allanamientos y registros domiciliarios, con aviso inmediato a la Procuraduría 

General de la Nación y control judicial posterior dentro de las treinta y seis (36) 

horas siguientes, siempre que existan serios motivos para prevenir la comisión 

de actos terroristas.” 

  

“Art. 250 Parágrafo 2 : Para combatir el terrorismo y los delitos contra la 

seguridad pública, y en aquel los sitios del territorio nacional donde no exista 

una autoridad judicial a la que se pueda acudir en forma inmediata o donde el 

acceso de los funcionarios ordinarios de policía judicial no sea posible por 
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excepcionales circunstancias de orden público, la Fiscalía General de la Nación 

conformará unidades especiales de Policía Judicial con miembros de las 

Fuerzas Militares, las cuales estarán bajo su dirección y coordinación (..) “ 

 

Los actos terroristas a los que se refería el  proyecto serían los definidos como 

tales por la legislación penal vigente, pero finalmente la Corte Constitucional 

declaro inexequible el Acto legislativo por vicios de procedimiento en uno de 

los debates. Lo que inmediatamente causó polémica al interior del congreso y 

el Gobierno nacional, por parte de quienes apoyaban un combate férreo 

contra el terrorismo y querían elevar a rango constitucional un marco jurídico 

que les permitiera tomar medidas efectivas.  

 

Se resalta en esta propuesta, el valioso intento de establecer un marco 

constitucional para regular el terrorismo, pero se  rechaza el abuso ilimitado 

de facultades y la trasgresión a los principios básicos de respeto y garantía de 

los derechos humanos y libertades fundamentales, en todo tiempo y lugar en  

un proyecto, que parecía revivir de forma implícita,  la  cuestionada figura del 

Estado de Sitio.  
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4.3 MARCO LEGAL 

 

En el “País de las leyes”, lo que no se logra por una vía se intenta por la otra, 

y este ha sido el modus operandi frente a la regulación del terrorismo, más 

evidente en los últimos 5 años por vía legislativa que por vía constitucional. 

Por eso, en este propósito de ubicar los puntos en los que el terrorismo ha 

sido suceptible de control, entraremos a observar la legislación ordinaria y de 

emergencia en esta materia. 

 

La historia legislativa colombiana frente al terrorismo, en los últimos años ha 

estado circunscrita a la simple actividad de firma y ratificación de 

instrumentos internacionales del DIT, los cuales por medio de leyes 

ordinarias entran a formar parte del sistema jurídico colombiano. Pero aún 

así no se ha logrado que la legislación genere adecuaciones propias en 

respuesta al contenido del tratado por lo que su ratificación se convierte en 

un tramite de cortesía diplomática. La razón, en parte, de mantener una 

inactividad legislativa frente al terrorismo, hasta 1980, era la inexistencia de 

un tipo penal que lo sancionara y la vigencia caprichosa del Estado de Sitio, 

el cual resultaba más efectivo porque se podían tomar medidas excepcionales 

para contrarrestar graves y extraordinarias violaciones al orden público de las 

cuales aún quedan en el recuerdo los abusos en términos de legislación de 
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emergencia durante toda la segunda mitad del Siglo XX, especialmente luego 

de la reforma de 1944 al articulo 121 de la Constitución de 1986, reforma a 

partir de la cual las motivaciones para su declaración se convirtieron en el 

reflejo de la apreciación subjetiva del Presidente108. 

 

4.3.1 Legislación Ordinaria 

Una de las herencias del Estado de Sitio, ha sido la inclusión a la categoría 

ordinaria, de varios decretos expedidos bajo emergencia. Por esa razón, el 

espectro legislativo colombiano, a pesar de ser un Estado con menos de 200 

años de historia, parece haberse expandido en las ultimas décadas por una 

falta de continuidad en políticas de Estado, que han hecho de la reforma y de 

la agitada actividad judicial, algo cotidiano. 

 

Por eso cuando en este propósito queremos abordar la legislación ordinaria 

en materia de terrorismo, preferimos enmarcar la búsqueda, dentro de un 

periodo de tiempo comprendido entre 1990 y 2005,  en el cual referenciamos 

las leyes que aportaron elementos en la construcción de un régimen jurídico 

que pueda aplicarse, junto con la legislación penal, a casos de terrorismo. En 

este recorrido histórico podemos referenciar las siguientes leyes:  

 

                                            
108 Colectivo de Abogados, José Alvear Restrepo. Terrorismo o Rebelión, propuestas de 
regulación del conflicto armado. Primera Edición. Bogotá, Diciembre de 2001. Pagina 137 
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Figura N° 6 

 

Partiendo de este cuadro, podemos observar que la actividad legislativa frente 

al terrorismo, continúa en su tendencia de integrar las normas del DIT al 

ordenamiento interno, pero resulta algo extraño que, un Convenio como el de 

1971, venga tan solo a ser ratificado por Colombia 24 años después, cuando 

con anterioridad pudo haberse desarrollado, como lo indica el Convenio, 

progresivamente en lo que atañe a la cooperación internacional en la 

prevención y sanción de tales actos (El terrorismo).  

Ley Materia Año Constitucionalidad 

 

 
195 

Por medio de la cual se aprueba el 

Convenio para prevenir y sancionar los 
actos de terrorismo configurados en 
delitos contra las personas y la         
extorsión conexa cuando éstos tengan 
trascendencia internacional, suscrito     
en Nueva  York el 2 de febrero de 1971.  
 

1995 Exequible 

 
733 

Por medio de la cual se dictan medidas 
tendientes a erradicar los delitos de 
secuestro, terrorismo y extorsión, y se 
expiden otras disposiciones. 
 

2002 Exequible 

 
808 

Por medio de la cual se aprueba el 
Convenio Internacional para la         
Represión de la Financiación del 
Terrorismo, adoptado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, el     
nueve (9) de diciembre  de mil   
novecientos noventa y nueve (1999). 

2003 Exequible 

 
 

898 

Por medio de la cual se aprueba la 
"Convención Interamericana contra el 
Terrorismo", suscrita en la ciudad   de 
Bridgetown, Barbados, el tres (3) de    
junio de dos mil dos (2002),   en el 
Trigésimo Segundo Período Ordinario    de 
Sesiones de la  Asamblea General de la  
Organización de los Estados Americanos. 

2004 Inexequible 
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También la Ley 195, se dedicó a integrar los contenidos del Convenio para 

prevenir y sancionar los actos de terrorismo configurados en delitos contra 

las personas y la extorsión conexa cuando éstos tengan trascendencia 

internacional. Por lo tanto su integración al ordenamiento jurídico no tuvo 

mayores reparos en la Corte que declaro su exequbilidad mediante sentencia 

C-186 de 1996. 

 

En otra dirección, la ley 733, modifico varios artículos del código penal (Ley 

599 de 2000) con la finalidad de fortalecer mecanismos para combatir y  

erradicar los delitos de secuestro, terrorismo y extorsión. Esta ley aumentó la 

pena de prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos mil (2.000) hasta 

veinte mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes cuando el 

concierto para delinquir sea para cometer delitos de genocidio, desaparición 

forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, 

(..) entre otros.   

 

También impuso multa y pérdida del empleo o cargo, para el servidor público, 

encargado de la vigilancia, custodia o conducción de un detenido o 

condenado cuando estuviere privado de su libertad por delitos como el 

Terrorismo y también afirmó que se excluirán para ellos los beneficios y 
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subrogados penales, así como las amnistías e indultos, para lo cual la ley  

modificó  la competencia de los Jueces Penales del Circuito Especializados 

mediante Decreto 2001 de 2002.  

 

Por su parte la ley 808 de 2003, deja aportes valiosos entre los que se incluye 

una extensa  exposición de motivos por parte del Gobierno Nacional, en la 

cual, queda claro que, la adopción de instrumentos del DIT, es parte de un 

enfoque coherente con el dado por la Comunidad Internacional, en la 

necesidad de fortalecer el marco jurídico existente los Estados en materia de 

lucha contra el terrorismo internacional,  y se permite observar el impacto 

que los atentados de Nueva York y Washington producirían en el derecho  a 

partir de ese año: 

 

“En el nuevo contexto internacional, surgido después de los horrorosos 

atentados del 11 de septiembre de 2001, la comunidad internacional se ha 

propuesto combatir por todos los medios el fenómeno del terrorismo y 

adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, reprimir y combatir 

los actos terroristas, asegurándose de que las personas y entidades 

responsables de tales actos odiosos sean procesados y llevados ante los 

tribunales de justicia, con el fin de que puedan ser castigados por sus 

acciones.”109 

  

                                            
109 FORERO UCRO, Clemencia. Exposición de Motivos. Proyecto de ley Senado:  78 de 2002. 
Gaceta. Autor: Viceministra de Relaciones Exteriores en cargo de las funciones del Despacho 
del Ministro. 
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Y Finalmente, la declaratoria de inexequibilidad de la ley 898 por la cual se 

aprobaba la Convención Interamericana contra el terrorismo, que será 

abordada a mayor profundidad cuando nos refiramos mas adelante al Marco 

Jurisprudencial de la Corte Constitucional.  

 

4.3.1.1 Derecho Penal 

La conducta de terrorismo, a pesar de estar condicionando el discurso 

político de la comunidad nacional e internacional, hace parte del espectro de 

criminalidad que durante largo tiempo a colocado en reto la justicia penal en 

varios rincones del mundo. Es por eso que, en la mayoría de los Estados 

miembros de Naciones Unidas, puede hablarse de un tipo penal que sanciona 

el terrorismo, en mayor o menor grado de precisión y con mayor o menor 

efectividad al aplicarlo.  Esta, sin duda, ha sido una de las victorias del DIT, 

en su intención por integrar los principios del derecho internacional a los 

ordenamientos nacionales logrando que se cuente con la tipificación del 

Terrorismo como conducta delictiva. 

 

La legislación nacional, ha sido obediente en este propósito y cuenta con tipo 

penal para el terrorismo desde 1980. Sin embargo, en un estudio realizado 
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por el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo110, se analiza la evolución 

anterior al Código de 1980, y se plantean varios antecedentes, que aunque no 

son explícitos al referirse al delito, aportan  elementos al tipo que terminaría 

por concretarse, en 1980. El estudio hace un recorrido desde el Código de 

1837 y la forma como se definió el delito político, en una brecha que con el 

tiempo, comenzó a desaparecer entre este y el terrorismo,  haciendo más 

confuso el tratamiento dado al opositor político en Colombia. Pero si bien, 

han existido conductas como la cuadrilla de malhechores, el pánico en lugar 

público, la instigación a delinquir etc, no podríamos calificarlas como 

antecedentes remotos del terrorismo, porque su configuración autónoma y su 

desarrollo histórico, hoy obedecen a otras conductas sancionadas penalmente 

como el Concierto para delinquir (1980) , en otrora, asociación para delinquir 

(1936) y mas atrás, cuadrilla de malhechores (1837-1890). 

 

Por eso es oportuna la afirmación del Tratadista Antonio Vicente Arenas  

cuando dice: “la materia que nos ocupa carece de antecedentes en el derecho 

Colombiano, pues ni el Código Penal de 1936, ni el anteproyecto de 1974, ni el 

proyecto de 1976 describen el terrorismo como conducta delictiva”111 

 

                                            
110 Terrorismo o Rebelión. Propuestas de regulación del conflicto armado. Bogotá, Diciembre 
de 2001 
111 ARENAS, Antonio Vicente. Comentarios al Código Penal Colombiano. Tomo II. Parte 
Especial Volumen . Quinta Edición, Editorial Temis. Bogotá, 1983. Pág. 199 
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El tipo penal de terrorismo en el código de 1980, surge de forma restringida, 

limitando la configuración de la conducta al empleo de medios de destrucción 

colectiva, contra personas o bienes, y requiriendo el elemento subjetivo o dolo 

especifico, de crear o mantener un ambiente de zozobra o perturbar el orden 

público. Es definitivamente con el articulo 187 (delito de terrorismo) que  se 

incorpora la regulación de esta conducta a la legislación penal colombiana, 

bajo el Titulo V de los delitos contra la seguridad pública,  para algunos en 

una formula prematura, importada de la legislación europea de la época y 

como virtual sustituto del delito de rebelión112, lo que haría de la década de 

los 80,  el camino abierto para su experimentación que ha dejó como 

resultado, una herencia de  aplicación expansiva.  

 

Pero no tardó mucho tiempo en cuestionarse su efectividad y en virtud de un 

Decreto de estado de Sitio, el 180 de 1988 conocido como Estatuto para la 

defensa de la democracia, se modificó su contenido en  dirección de ampliar 

su marco de configuración y definir su dosificación punitiva en casos 

especiales; como cuando es provocado mediante llamada telefónica, cinta 

magnetofónica, video, cassette o escrito anónimo. Esta modificación, de 

carácter transitorio por ser producto de un decreto de excepción, se 

convertiría como suele suceder, en la norma general, cuando fue adoptada 

                                            
112 ABAD OROZCO, Iván. Combatientes, rebeldes y terroristas. Citado por el Colectivo de 
Abogados José Alvear Restrepo. Op.Cit., Pág. 126 
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como legislación permanente por el Decreto extraordinario 2266 de 1991 

(Estatuto para la defensa de la justicia).    

 

Y sería en el año 2000,  que se consignaría la última estructura penal del 

terrorismo, pero esta vez, en  un código que preparaba las bases para un 

sistema de corte acusatorio y recogía el sentir nacional que había padecido la 

criminalidad de la década de los  90,  la lucha contra los carteles de la droga, 

el fortalecimiento del sicariato, la consolidación de bloques paramilitares, el 

fracaso de las negociaciones de paz y especialmente, el escalamiento del 

conflicto que había llegado hasta los puntos más centrales de  las ciudades.  

 

Por eso la Ley 599 de 2000, Código Penal vigente, ideó la formula de 

sancionar como terrorismo, los actos cometidos en razón del conflicto 

armado, que parecía ocupar gran parte de las conductas delictivas cometidas 

en el país. Por eso, el nuevo Código Penal cuenta con los delitos de Actos de 

Terrorismo (144)  y Terrorismo (343),  como tipos penales independientes, los 

cuales en nuestra método de análisis de la legislación penal, hemos 

denominado las Modalidades Definidas del terrorismo, por su consagración 

expresa. 
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Pero este Código intentó ir más allá, en concordancia con los estándares de 

prevención del DIT y tipificó en su articulo 345, la Administración de recursos 

relacionados con actividades terroristas, con lo que incorpora, uno de los 

propósitos más promovidos desde naciones unidas, por medio de las 

resoluciones de la  Asamblea General y el Consejo de Seguridad, que fueron 

citadas en el capitulo anterior,  y que buscan un combate preventivo y un 

congelamiento previo de los activos financieros, con los que puedan contar las 

personas y grupos dedicados a la comisión de esta clase de delitos.  

 

Evolución del tipo penal del terrorismo en la legislación nacional 

Código Penal Art.   Descripción del Tipo Sanción 

Código            
Penal  de         

1980 
Decreto 100 

187 El que con el fin de crear o 
mantener un ambiente de        
zozobra, o de perturbar el        
orden publico, emplee contra 
personas o bienes, medios de 
destrucción colectiva 

10 a 20 años de prisión, sin perjuicio     
de la pena que corresponda por los 
demás delitos que se ocasionen con     
este hecho 

Decreto  2266        
de 1991,            

Art. 4 
Que Modifico    el  

C.P 1980 

187 El que provoque o mantenga en 
estado de zozobra o terror a la 
población o a un sector de ella, 
mediante actos que pongan en 
peligro la vida, la integridad        
física o la libertad de las      
personas o las edificaciones   o 
medios de comunicación, 
transporte, procesamiento o 
conducción de fluidos o fuerzas 
motrices, valiéndose de medios 
capaces de causar estragos. 
 
Si el estado de zozobra o de        
terror es provocado mediante 
llamada telefónica,  cinta 
magnetofónica, video, casete o 
escrito a 

incurrirá en prisión de diez (10) a          
veinte (20) años y multa de diez (10) a 
cien (100) salarios mínimos mensuales, 
sin perjuicio de la pena que le 
corresponda por los demás delitos           
que ocasionen con este hecho. 

                                                                  

 

 

 la pena será de dos (2) a cinco (5) años y 
la multa de cinco (5) a cincuenta (50) 
salarios mínimos mensuales. 
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Código Penal  
2000 

Ley 599 

343 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

 
344 

El que provoque o mantenga en 
estado de zozobra o terror a la 
población o a un sector de ella, 
mediante actos que pongan en 
peligro la vida, la integridad    
física o la libertad de las    
personas o las edificaciones o 
medios de comunicación, 
transporte, procesamiento o 
conducción de fluidos o fuerzas 
motrices, valiéndose de medios 
capaces de causar estragos 
 
 
Si el estado de zozobra o terror    
es provocado mediante llamada 
telefónica, cinta magnetofónica, 
video, casete o escrito anónimo 
 
 
 
 
 
Las penas señaladas en el inciso 
primero   del artículo anterior, 
cuando: 
 
Se hiciere copartícipe en la 
comisión del delito a menor de 
dieciocho (18) años; 
 
Se asalten o se tomen  
instalaciones de la Fuerza   
Pública, de los cuerpos de 
seguridad del Estado, o sedes 
diplomáticas o consulares; 
 
La conducta se ejecute para 
impedir  o alterar el normal 
desarrollo de certámenes 
democráticos; 
 
El autor o partícipe sea      
miembro de la Fuerza Pública        
o de organismo de seguridad del 
Estado; 
 
 
 
 

incurrirá en prisión de diez (10) a   
quince (15) años y multa de mil (1.000) a 
diez mil (10.000) salarios mínimos   
legales mensuales vigentes, sin    
perjuicio de la pena que le           
corresponda por los demás delitos       
que se ocasionen con esta conducta. 
 
 
 
 
 
 
 
la pena será de dos (2) a cinco (5) años y 
la multa de cien (100) a quinientos   
(500) salarios mínimos legales  
mensuales vigentes. 
 
 
 
 
 
serán de doce (12) a veinte (20) años     
de prisión y multa de cinco mil (5.000) a 
treinta mil (30.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes 
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Cuando la conducta recaiga    
sobre persona internacionalmente  
protegida diferente de las 
señaladas en el título II de este 
Libro, o agentes diplomáticos de 
conformidad con los Tratados y 
Convenios Internacionales 
ratificados por Colombia, o se  
afecten edificaciones de países 
amigos o se perturben las 
relaciones internacionales. 
 

Código Penal 
2000 

Ley 599 

144 El que, con ocasión y en         
desarrollo de conflicto armado, 
realice u ordene llevar a cabo 
ataques indiscriminados o 
excesivos o haga objeto a la 
población civil de ataques, 
represalias, actos o amenazas      
de violencia cuya finalidad 
principal sea aterrorizarla, 

incurrirá por esa sola conducta en 
prisión de quince (15) a veinticinco      
(25) años, multa de dos mil (2.000) a 
cuarenta mil (40.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, e 
inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas de      
quince (15) a veinte (20) años. 

Código Penal        
de 2000 

Modificado por la 
ley 890 de 2004 

343 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
344 

Sin modificaciones 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Sin modificaciones 

incurrirá en prisión de ciento sesenta 
(160) a doscientos setenta (270) meses y 
multa de mil trescientos treinta y tres 
punto treinta y tres (1.333.33) a        
quince mil (15.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, sin     
perjuicio de la pena que le corresponda 
por los demás delitos que se ocasionen 
con esta conducta. 
Las penas señaladas en el inciso        
primero del artículo anterior, serán de 
ciento noventa y dos (192) a trescientos 
sesenta (360) meses de prisión y         
multa de seis mil seiscientos sesenta y 
seis punto sesenta y seis (6.6666.66)      
a cuarenta y cinco mil (45.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes,  

Código Penal      
de 2000 

Modificado por la 
ley 890 de 2004 

144 Sin modificaciones incurrirá por esa sola conducta en 
prisión de doscientos cuarenta (240) a 
cuatrocientos cincuenta (450) meses, 
multa de dos mil seiscientos sesenta y 
seis punto sesenta y seis (2666.66) a 
cincuenta mil (50000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes,  e 
inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas de 
doscientos cuarenta (240) a (360) meses.  

Figura N° 7 



 155 

 

Cuando nos referimos a Modalidades Dispersas del Terrorismo, queremos 

indicar, todos aquellos delitos en los que la finalidad terrorista, se sanciona 

mediante la figura de agravación punitiva.  En total, son 16 los tipos penales 

que recurren a esta modalidad, entre los que se encuentran: el secuestro 

extorsivo, el homicidio y el empleo o lanzamiento de sustancias u objetos 

peligrosos, entre otros. Con lo cual, no queda claro para el juez, la forma debe 

demostrar la finalidad del agente y surge el mayor problema jurídico del tema 

que nos atañe ¿Qué es la finalidad terrorista?.  

 

Respuesta que ante la dispersión normativa, parece justificar el imaginario 

colectivo y dar la razón de que, quien actúa con finalidad terrorista, es en si 

mismo terrorista y en esos términos de nuestra legislación, lo es tanto quien 

incurre en las Modalidades definidas (144 y 343), como quien asesina, 

(homicidio) secuestra (secuestro extorsivo) o quien lanza una piedra en una 

manifestación (lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos). Por eso, las 

modalidades dispersas no aportan mucho a la construcción de un concepto 

unificado del terrorismo y por el contrario, prolongan y mantienen el 

problema de la aplicación extensiva. 
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Modalidades Dispersas del terrorismo en la legislación penal 

Articulo  Tipo Penal 

103 Homicidio  

169 Secuestro extorsivo  

182 Constreñimiento ilegal  

184 Constreñimiento para delinquir  

197 Utilización ilícita de equipos transmisores o receptores  

244 Extorsión  

332 Contaminación ambiental  

340 Concierto para delinquir  

341 Entrenamiento para actividades ilícitas  

347 Amenazas  

348 Instigación a delinquir  

349 Incitación a la comisión de delitos militares  

357 Daño en obra o elementos de los servicios de comunicaciones, 
energía y combustible  

371 Empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos, 
contaminación de aguas  

372 corrupción de alimentos, productos médicos o material 
profiláctico  

427 Simulación de investidura o cargo  

Figura N° 8 

4.3.1.2 Derecho Procesal Penal 

Para entender a cabalidad la regulación del terrorismo en la legislación 

nacional, no basta con hacer un recorrido por su consagración sustantiva, 

sino que además, deberá observarse cómo, el sistema judicial se activa en 

caso de configurarse la violación, a los tipos penales descritos. Por eso, se 

hará un acercamiento al proceso penal en situaciones de terrorismo y se 

permitirá  al lector, confrontarlo con los estándares internacionales y las 

experiencias judiciales comparadas que fueron presentadas en el primer 

capitulo. 
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El proceso penal Colombiano frente al terrorismo, ha tenido dos etapas 

importantes, que en función de un orden cronológico, se comentaran como:  

El proceso Penal antes del 90 y después del 90.  En el primero de ellos, el 

nuevo tipo penal de terrorismo exigía, por las condiciones de orden público y 

de excepción legislativa, un procedimiento que por un lado, garantizará el 

juzgamiento de los responsables dentro de los límites de la legalidad y por el 

otro, mostrará resultados efectivos en la lucha contra la criminalidad 

organizada, especialmente, en la confrontación con grupos al margen de la 

ley.  

 

Pero el argumento o doctrina de la Seguridad Nacional, en una época aún 

marcada por la Guerra Fría y la persecución del comunismo, hacía más 

incisiva la intervención en Latinoamérica, de países como  Estados Unidos 

bajo las tácticas de contrainsurgencia y guerra de baja intensidad (GBI) 

aplicadas especialmente en el cono sur y Centroamérica. Como era de 

esperar, el conflicto armado colombiano despertó el interés de los Estados 

Unidos, quienes desde el entrenamiento militar, hasta las tácticas de 

inteligencia, hicieron lo posible por combatir el narcotráfico y el terrorismo, 

en los que veían una seria amenaza para la estabilidad del continente.  

Muestra de ello, son los documentos de inteligencia militar, Santa Fe I y  
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Santa Fé II, diseñados para el ex presidente Ronald Reagan en los 80, y que  

fijaron los cambios y objetivos en la política exterior estadounidense. El 

primero de ellos, Santa Fe I, expedido para la década de los 80,  señala 

expresamente que una de sus propuestas113 es:“Ofrecer ayuda técnica y 

psicológica a todos los países de este Hemisferio en su lucha contra el 

terrorismo, independientemente del origen de este último” 

 

No ha sido secreto,  el interés de los Estados Unidos por fortalecer los 

sistemas de Justicia en América Latina, a través de la Cooperación y 

asistencia técnica, como ha quedado claro en Colombia en los últimos años, 

pero la agenda  oculta que se manejó en la década de los 80 y que se concretó 

para la década de los 90 en el Documento Santa Fé II, resaltaba la gravedad 

del caso colombiano,  las posibles consecuencias y la necesidad de intervenir 

de forma inmediata en los siguientes términos: 

  

“ Si las tendencias actuales no se cambian, en Colombia se producirá una 

importante rebelión en la década de 1990, rebelión que afecta directamente a 

EEUU particularmente en lo que se refiere al aumento de la cantidad de 

narcóticos que como resultado arribará a nuestras costas (..) De continuar la 

actual tendencia, Colombia se habrá convertido en otro El Salvador para 

                                            

113 Propuesta N° 3. Documento Santa Fé I. L. Francis Bouchey Roger W. Fontainte, David C. 
Jordan, Gordon Summer, Lewis Tambs, Ed. Información disponible en : 
http://www.geocities.com/proyectoemancipacion/documentossantafe/santafei.doc 
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mediados de la década de 1990, (..) Además de fortalecer el sistema judicial 

existente en Colombia, EEUU debe apoyar a los tribunales especiales 

controlados conjuntamente por el Ministerio del Interior y las fuerzas armadas 

para enfrentar la doble amenazad de la subversión y el narcotráfico, que 

representan una guerra abierta contra el régimen democrático”114. 

 

Las acciones empezaron a concretarse y en 1984, el Congreso nacional - a 

iniciativa del Gobierno - votó favorablemente, la Ley segunda, que permitía 

dotar, al Estado Colombiano, de capacidad para investigar y sancionar, todo 

acto considerado como grave por sus implicaciones de orden público.  Esta 

facultad se extendería  durante 6 años hasta 1990 con la llegada de la 

Constitución, pero en ese mismo año el Gobierno - por Decreto 2626 - 

prolongó su aplicación por un periodo idéntico, al correspondiente de la 

declaración de estado de sitio en todo el territorio de la República.   

Así mismo, el Gobierno,  mediante Decreto 2790 de 1990 elaboró un 

"Estatuto para la Defensa de la Democracia" sentando las bases de la 

denominada "Justicia regional" o “Justicia sin rostro”, que establecía la 

reserva de identidad de fiscales, jueces, tribunales, auxiliares de la justicia e 

                                            

114 Documento Santa Fé II. Sr. L.Francis Bouchey. Dr. Roger Fontaine. Dr. David C. Jordan, 
Editor Tte. Gral. Gordon Summer, hijo. Información disponible en 
:http://www.geocities.com/proyectoemancipacion/documentossantafe/santafeii.doc 
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incluso el Representante del Ministerio público, en la investigación y 

juzgamiento  de delitos   

En un informe preparado por las organizaciones de derechos humanos, 

titulado “Jueces Anónimos, Justicia Ciega”115  se explica que, la Justicia 

regional, estaba organizada geográficamente en cinco regiones: Bogotá, 

Medellín, Cali, Barranquilla, Cúcuta y seis fiscalías regionales cuya 

competencia comprendía los siguientes delitos:  

Tráfico de droga (según la cuantía embargada y la naturaleza de los 

productos estupefacientes: heroína, cocaína, marihuana, hachís), rebelión y 

sedición. extorsión de fondos (más allá de 1.500 000 pesos) , perjuicio a la 

conducción de fluidos o fuerzas motrices por oleoductos. terrorismo, concierto 

para delinquir, porte, fabricación y tráfico de armas de uso privativo de las 

fuerzas militares, conformación de grupos paramilitares, utilización ilegal de 

prendas de uso privativo de las fuerzas militares, el secuestro extorsivo y el 

homicidio con fines terroristas.  

Para reservar su identidad, el juez ejercía su actividad en una cabina de 2 

metros por uno, detrás de un cristal opaco y usando un aparato para 

                                            

115 KATZ, Claude. NIETO GARCIA, Luis Carlos.  Jueces Anónimos, Justicia Ciega. Informe de 
una misión de investigación, del 30 de junio al 7 de julio de 1996. Disponible en:  

http://www.derechos.org/nizkor/colombia/doc/jueces.html 
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distorsionar su voz, violando con esto, flagrantemente garantías como el 

derecho a un juez natural, independiente e imparcial, el derecho de defensa 

para  aportar y controvertir pruebas. Dibujando con esto, una situación muy 

similar a la llevada a cabo por Tribunales sin rostro en el Perú y Chile, 

encargados allí de enjuiciar a los responsables de Terrorismo y traición a la 

patria, como lo pudimos observar en el Primer Capitulo. 

La competencia para investigar y juzgar los delitos de terrorismo– según se 

menciona en el Decreto 1980 de 1988- se atribuyó al Juez de orden público, 

lo cual, generó numerosos conflictos de competencia, entre Jurisdicciones 

especializadas y Jurisdicciones ordinarias. Pero el Código de Procedimiento 

Penal de 1991 (Decreto 2700),  expedido por el Presidente de la República, en 

uso de sus facultades según el articulo 5 Transitorio de la Constitución, 

parecía solucionar este conflicto, al no establecer, ningún procedimiento 

ordinario frente a delitos como el terrorismo, reservándolo solo a la justicia 

especializada y se siguieron aplicando, para ellos,  las disposiciones del 

Decreto 2790, convertidas en legislación permanente mediante el Decreto 

2271 de 1991.  

Tendríamos que esperar casi diez años, para ver el desmonte de la Justicia 

sin rostro, hacia mediados de 1999 con la ley 504, por la cual, se 

establecieron de forma permanente, los Jueces Penales de Circuito 
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especializado, quienes mantendrían la competencia para conocer de los 

mismos delitos, pero bajo otra clase de procedimientos,  que en principio 

guardaban similitud de mecanismo especiales, pero que fueron declarados 

inexequibles por la Corte Constitucional.  Un año después de su creación,  la 

justicia especializada fue incorporada al Código Penal y de Procedimiento 

penal (Ley 599 y 600 de 2000), definiendo la competencia de dichos juzgados, 

sobre 30 delitos,  por medio del Decreto Legislativo  2001 de 2002, motivado 

por el Estado de conmoción interior declarado el 11 de agosto de 2002 (D 

1837).  

 

Finalmente, el nuevo Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004, que 

entró en vigencia el primero de enero de 2005 e instaura el sistema penal 

acusatorio, mantiene la figura de la justicia especializada y la competencia de 

dichos despachos sobre los mismos delitos del Código del 2000, entre ellos el 

terrorismo, y otros según el articulo 35.  Nótese para la reflexión que el tipo 

penal de Actos de terrorismo, no hace parte de la Justicia especializada.  

 

4.3.2 Legislación de Emergencia 

En este punto de la investigación, queda clara la influencia manifiesta del 

Estado Sitio, en la persecución y sanción del delito de terrorismo en nuestro 
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país, así como el predominio histórico de la legislación de excepción frente a 

la ordinaria, calculando que: 

  

“Desde abril de 1948, hasta la promulgación de la Constitución en 1991, 

se decretó el Estado de sitio en 15 oportunidades que, sumadas 

temporalmente, abarcan un período de 25 años y nueve meses; lo que 

significa que durante 43 años vivimos sólo 10 años y tres meses de 

"normalidad jurídico-institucional". En todo caso, hay que tener presente 

que los gobiernos tomaron la costumbre de convertir en legislación 

permanente las normas creadas al amparo de los estados de excepción, lo 

que significa que aún levantados estos estados de excepción, permanecían 

sus normas, es decir, se establece una "normalidad jurídica" con base en 

la vigencia permanente de normas nacidas en los estados de 

excepción.”116 

 

Ya con la entrada de  la constitución de 1991,  se instauraría la nueva figura 

de los Estados de excepción, utilizados para controlar las graves 

perturbaciones del orden público que atenten de manera inminente contra la 

estabilidad institucional, la seguridad del Estado, o la convivencia ciudadana, 

y que no puedan ser conjuradas, mediante el uso de las atribuciones 

ordinarias de las autoridades de Policía. Dichos estados, pueden ser 

catalogados de tres tipos: Estados de Guerra Exterior, Conmoción Interior y 

Emergencia Económica, Social y Ecológica, cuya creación se encuentra  en  

                                            
116 Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo. Op.Cit. Pág., 138.  
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los artículos 212, 213 y 214, del texto constitucional y  son regulados por la 

ley 137 de 1994,  la cual establece en su articulado, los principios que 

deberán regir la legislación extraordinaria, para que guarde concordancia con 

el derecho constitucional y los tratados internacionales. Estos principios son: 

  

Principio Alcance 

Finalidad Cada una de las medidas adoptadas en los decretos 

legislativos deberá estar directa y específicamente 

encaminada a conjurar las causas de la perturbación y 
a impedir la extensión de sus efectos.  

Necesidad Los decretos legislativos deberán expresar           

claramente     las razones por las cuales cada una de 

las medidas adoptadas es necesaria para alcanzar     
los fines que  dieron lugar a la declaratoria del        

estado de excepción correspondiente.  

Motivación de 

Incompatibilidad 

Los decretos legislativos que suspendan leyes    

deberán expresar las razones por las cuales son 
incompatibles  con el correspondiente Estado de 

Excepción.  

Proporcionalidad Las medidas expedidas durante los Estados de   

Excepción deberán guardar proporcionalidad con la 
gravedad de los hechos que buscan conjurar. La 

limitación en el ejercicio de los derechos y libertades    

sólo será admisible en el grado estrictamente   
necesario, para buscar el retorno a la normalidad. 

No             

discriminación 

Las medidas adoptadas con ocasión de los Estados    

de Excepción, no pueden entrañar discriminación 

alguna, fundada en razones de raza, lengua, religión, 

origen nacional o familiar, opinión política o filosófica. 
Lo anterior no obsta para que se adopten medidas     

en favor de miembros de grupos rebeldes para     

facilitar y garantizar su incorporación a la vida civil.  

Figura N° 9 
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En la década de los 90, el estado de excepción fué declarado varias veces y ya 

llegado el año 2000, nos permitimos referenciar la declaratoria de Conmoción 

interior de Agosto de 2002 por la actualidad de la misma, mediante el Decreto 

1837.  Los hechos que motivaron dicha declaratoria, son consignados en la 

parte motiva del mencionado Decreto, entre los cuales se encuentra,  el 

ataque con rockets al Palacio de Nariño, el 7 de Agosto de 2002,  como el 

punto más álgido, que confirmaría la vulnerabilidad de las instituciones 

democráticas, y del gobierno entrante  frente a actos de terrorismo.   

 

Recapitulando la historia, bajo el estado de conmoción del 1837 , entre el 11 

de Agosto de 2002,  hasta el 11 de Abril de 2003, se expidieron 17 Decretos, 

de los cuales,  5 fueron declarados inexequible por la Corte Constitucional, 

incluyendo aquel que pretendía prorrogar la declaratoria por 90 días 

adicionales,  contados desde el 6 de Febrero de 2003. (D 245/2003).   La 

declaratoria de conmoción, indicaba que era ineludible tomar medidas 

inmediatas para prevenir actos de terrorismo, semejantes o peores, a los que 

para sorpresa del mundo entero, se habían presentado durante las últimas 

semanas en diferentes lugares del país, igualmente resaltaba la necesidad de 

combatir  la amenaza a la que estaba sometida la  democracia, por los actos 

de coacción que venían ejerciéndose contra los mandatarios locales, 

nacionales y sus familias en todo el país.  
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Fué desde la expedición de aquel Decreto, que empezó a calar la idea que ha 

predominado en los agentes del Estado y que ha agudizado la encrucijada de 

los regímenes jurídicos aplicables, expuestos en el primer capitulo; en esa 

dirección, la afirmación gubernamental, al describir la situación nacional, 

como una “amenaza terrorista” y negar rotundamente la existencia de un 

conflicto armado, sin duda, ha colocado a los estudiosos del DIH y el DIDDH 

a tratar de explicar esta situación.  Aunque dicha postura, pareciese obedecer 

más a la coherencia de un discurso político, que al análisis de fondo de las 

características propias de la confrontación armada y por eso,  ante la 

inminente salida que debe darse, por el camino de las negociaciones y 

desmovilizaciones, deberá esta posición,  flexibilizarse o corregirse117.  

 

5. MARCO JURISPRUDENCIAL 

 

Los jueces Colombianos, no han sido ajenos a la regulación del terrorismo 

que en gran medida ha tocado por acción o por vía de sometimiento, el 

sistema de justicia. Recordemos que una de las causas que motivó, la 

implantación de esquemas penales más rígidos, contra delitos como 

                                            
117 Frente al particular, el Gobierno venía estudiando una respuesta oficial  al ELN sobre el 
reconocimiento de que existe conflicto armado interno. El 6 de Septiembre de 2005, los 
medios de comunicación registraron las siguientes declaraciones del primer mandatario luego 
de proponer al grupo armado un cese de hostilidades :  “En aras de las superiores 
conveniencias de la patria depongo mis personales convicciones, y en nombre de la institución 
presidencial acepto que hay conflicto". Tomado de la edición virtual del Tiempo. Septiembre 6 
de 2005. http://eltiempo.terra.com.co/ 
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narcotráfico y terrorismo, obedeció al avance de la criminalidad bajo presión, 

en contra de jueces y magistrados con la finalidad de manipular las 

decisiones judiciales.   

 

Uno de los propósitos del presente numeral, es hacer un recorrido por las 

altas Cortes del país y describir las sentencias que mayor trascendencia han 

tenido en materia de terrorismo. Ejercicio que sin duda, aportará elementos 

en la unificación de un concepto sobre este delito y la responsabilidad del 

Estado frente a sus presuntos responsables y la sociedad en general. 

 

En este recorrido, acudiremos al marco jurisprudencial de la Corte 

Constitucional, que en su labor de defensa de la Constitución y los derechos 

fundamentales, ha producido trascendentales fallos en materia de legislación 

de excepción y garantías procesales, frente al tratamiento dado a delitos de 

alto impacto, como el Terrorismo. En su labor,  la Corte igualmente ha tenido 

su lugar, en la revisión de constitucionalidad del proceso de ratificación de 

instrumentos internacionales, como los que hacen parte del DIT y en esa 

actividad señalaremos sus argumentos, en la dirección de ser una instancia 

de trascendental importancia para el desarrollo del derecho internacional a 

nivel interno.  
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En un segundo momento, abordaremos la jurisprudencia de la Corte 

Suprema de justicia, como el cuerpo colegiado, encargado de unificar las 

decisiones judiciales del país, en este caso de nuestro interés serán las de 

materia penal,  que nos aportarán un marco preciso, dentro del cual debe 

darse su adecuación como conducta típica, rescatando el valor que del debate 

jurídico sobre el político y que nos permitirá ser más coherentes, con las 

obligaciones internacionales del Estado en materia de DIH, DIDDH y DIT. 

 

Y finalmente,  estudiaremos el marco jurisprudencial del Consejo de Estado, 

que desde la perspectiva administrativa, nos ayudará a entender la 

responsabilidad de este, frente a la ocurrencia de actos de terrorismo y lo 

poco que pueda establecerse, en concepto de estándares de reparación, en la 

medida de ser casi ausentes en nuestro derecho nacional e incluso en el 

plano internacional,  como lo pudimos ver en el primer capitulo. Acudir 

finalmente a la Jurisprudencia de las altas Cortes, nos servirá en nuestro 

propósito de describir y entender, en términos específicos, la postura jurídica 

de los jueces  frente al tema del terrorismo.  
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5.1 LA CORTE CONSTITUCIONAL 

 

La Corte Constitucional, fué creada por la actual Constitución Política, 

vigente desde el 4 de julio de 1991. La Corte, es un organismo perteneciente a 

la rama judicial del Poder Público y se le confía la guarda de la integridad y 

supremacía de la Carta Política.  Sus funciones, descritas en el artículo 241 

de la Constitución, consisten en118: Decidir sobre las demandas de 

constitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra las leyes, los 

decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno y los actos legislativos 

reformatorios de la Constitución; resolver sobre la constitucionalidad de la 

convocatoria a un referendo o a una Asamblea Constituyente para reformar la 

Constitución; decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre 

leyes, las consultas populares y los plebiscitos del orden nacional; ejercer el 

control constitucional sobre los decretos legislativos dictados por el Gobierno 

al amparo de los estados de excepción; decidir definitivamente acerca de las 

objeciones por inconstitucionalidad que el Gobierno formule contra proyectos 

de ley y de manera integral y previa respecto a los proyectos de ley estatutaria 

aprobados por el Congreso; resolver acerca de las excusas para asistir a las 

citaciones realizadas por el Congreso en los términos del artículo 137 de la 

Carta; decidir sobre la exequibilidad de los tratados internacionales suscritos 

                                            
118 Tomado de la pagina web de la Corte Constitucional.  Disponible en: 
www.constitucional.gov.co/ 
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por el Estado colombiano y de las leyes que los aprueben y revisar las 

decisiones judiciales relacionadas con la acción de tutela de los derechos. 

 

En este amplio margen de actividades,  la Corte ha tomado importantes 

decisiones en materia de terrorismo, entre ellas, varias sentencias de 

constitucionalidad y sentencias unificadoras. La primera decisión, que se 

conociera de la Corte en esta materia, fué la sentencia C-127 de 1993, en 

respuesta a la acción  pública de inconstitucionalidad, adelantada por dos 

ciudadanos, en contra del Decreto 2266  de 1991, por medio del cual se 

convirtieron en normas permanentes, algunas disposiciones contenidas en los 

decretos de estado de sitio.  

 

En la sentencia, la Corte hace un recorrido por  el derecho comparado, para 

describir la sanción del terrorismo y lo aterriza en los antecedentes 

nacionales, en una forma dinámica y académica, de obligatoria referencia 

para quien decida profundizar sobre el tema que nos ocupa. Para los actores 

de la demanda, todas las disposiciones contenidas en el Decreto 2266 de 

1.991 contenían tipos penales abiertos, abstractos, ambiguos e 

indeterminados,  que motivaban y permitían  una facultad discrecional para 

el juez a efecto de que este casi legislara sobre la tipicidad y la culpabilidad, 

atendiendo a valoraciones subjetivas. Al sentir de los demandantes, la 
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carencia de una tipicidad estricta para el terrorismo, como elemento 

estructural de la legalidad del delito y la pena, viola el principio de tipicidad 

de rango constitucional, como uno de los mecanismos garantista de las 

libertades democráticas y sistematizador del Estado de derecho. 

 

La Corte en dicha sentencia,  decide declarar EXEQUIBLE el Decreto,  con 

base en el argumento de que,  conferirle un tratamiento excepcional al delito 

de terrorismo no implica el desconocimiento de principios consagrados en la 

Constitución y en los Pactos Internacionales sobre Derechos Humanos 

porque : 

 

“frente a delitos "dinámicos" o fruto de las nuevas y sofisticadas 

organizaciones y medios delincuenciales, deben consagrarse tipos 

penales abiertos. Así pues, el "terrorismo" es un delito dinámico y se 

diferencia por tanto de los demás tipos. Como conducta responde a unas 

características diferentes de cualquier tipo penal, por lo siguiente: 

Primero, es  pluriofensivo pues afecta o puede llegar a afectar varios 

bienes jurídicos protegidos por el ordenamiento penal. Segundo, obedece 

a organizaciones delincuenciales sofisticadas. Tercero, el terrorista 

demuestra con su actitud una insensibilidad frente a los valores 

superiores de la Constitución Política, que son un mínimo ético, al atentar 

indiscriminadamente contra la vida y dignidad de las personas”119 

                                            
119 Corte Constitucional Sentencia No. C-127/93. NORMA ACUSADA: Decreto 2266 de 
1.991.Actores: María Consuelo del Río Mantilla y Reinaldo Botero Bedoya. M. P: Alejandro 
Martínez Caballero. 
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En otra sentencia, la  C-134, aunque no hubiesen existido muchos 

antecedentes de legislación en materia de derechos de las víctimas frente a la 

ocurrencia de Actos terroristas, la Corte Constitucional, realizó la revisión 

automática del Decreto No. 263 de 1993, uno de los pocos antecedentes en la 

materia y que estipulaba la garantía de atención hospitalaria, a las víctimas 

de atentados terroristas, allí la Corte declaró la EXEQUIBILIDAD del 

mencionado decreto porque:  

 

“El atentado terrorista tiene la particularidad de la sorpresa y de 

ocasionar gran tragedia; por tanto, es efectivo como elemento 

desestabilizador de las instituciones y vulnerador de derechos. El Estado 

se ve a veces impotente frente a lo inesperado -el atentado-, a pesar de las 

medidas preventivas. Es por eso que él debe desarrollar los instrumentos 

necesarios para eliminar o minimizar los efectos nocivos de los atentados 

contra la vida, la integridad personal y la salud de la persona humana. 

Esa protección estatal se cumple con la atención hospitalaria que 

garantiza el Estado a las víctimas de atentados terroristas, siguiendo el 

principio de solidaridad de la Carta y su extensión que es la Seguridad 

Social”120. 

 

                                                                                                                                     
 
120  Corte Constitucional. C-134 de 1993 Revisión automática del Decreto No. 263 de 1993, 
"Por el cual se dictan medidas tendientes a garantizar la atención hospitalaria, a las víctimas 
de atentados terroristas. MS: Alejandro Martínez Caballero 
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Una tercera decisión que vale la pena referenciar,  es la revisión 

constitucional, que se hizo a la ley 504 de 1999, por medio de la cual,  se 

crearon los Jueces Penales de Circuito Especializados y se les atribuyó la 

competencia de conocer entre otros delitos, el de terrorismo. Mediante 

Sentencia C-329 de 2000, la Corte Constitucional declaró la EXEQUIBILIDAD 

de los artículos. 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 10, 11, 16, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 

28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 36 39, 41, 46, 49, 50, 51, 52, 53 de la ley y la 

INEXEQUIBILIDAD de los artículos 7, 12, 13, 14, 15, 17, 18, 26, 37, 38, 43 y 

44, entre otros cuyas expresiones fueron declaradas de la misma forma. El 

argumento central de la Corte, en dicha sentencia, para dar plena vigencia a 

la Jurisdicción especializada fué: 

“La jurisdicción en general consiste en la potestad que tiene el Estado para 

administrar justicia en ejercicio de la soberanía de que es titular, mediante el 

conocimiento y decisión de las diferentes causas (..)  Los jueces 

especializados, no pueden ser asimilados a jueces extraordinarios 

pertenecientes a una jurisdicción especial distinta a las autorizadas por la 

Constitución. La existencia de dichos jueces, sólo puede admitirse bajo la idea 

de que se trata de funcionarios judiciales, que hacen parte de la justicia 

ordinaria y a quienes se les adscribe de manera habitual el conocimiento de 

ciertas causas en razón de la especificidad o particularidad de la materia, sin 

que ello implique el desconocimiento de las garantías procésales y 

sustanciales básicas propias del debido proceso”121 

                                            
121 Corte Constitucional. C-392 de 2000. Demanda de inconstitucionalidad contra la Ley 504 
de 1999. MP. Antonio Barrera Carbonell 
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Frente al mecanismo de la justicia sin rostro, que dicha ley pretendía 

mantener, la Corte fue enfática en señalar que el artículo 29 de la 

Constitución Política, establece como una de las garantías del debido proceso, 

que éste deberá ser público, esto significa, conforme a la doctrina universal, 

el conocimiento por las partes de cuál es la persona que actúa como 

funcionario del Estado para instruir y para fallar el proceso, así como cuáles 

son las actuaciones que se surten en éste, pues, de otra manera no podría 

hacerse efectivo el derecho a la imparcialidad de los funcionarios judiciales, 

ni podría tampoco ejercerse el de impugnar las providencias que se 

consideren contrarias a la ley. 

 

Pero la mayor decisión de la Corte Constitucional frente al terrorismo, que le 

costó las más fuertes críticas de gran parte del Congreso y en silencio 

implícito del Gobierno,  fué la declaratoria de inconstitucionalidad del Acto 

Legislativo 002 de 2003, que buscaba reformar la Constitución para enfrentar 

el terrorismo. En la sentencia, C-806 de 2004,  La  Corte declaró la 

inexequibilidad del mencionado Acto, por vicios de procedimiento en el sexto 

debate, a pesar de haber sido concebido con la convicción de que sería la 

herramienta jurídica por excelencia, para combatir el terrorismo, pero tanto 

su concertación como en su trámite, no fue prudente en el respeto por 

garantías propias del DIDDH. A juicio de los demandantes, el Acto Legislativo 
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No. 02 de 2003 adolecía tanto de vicios de procedimiento, como vicios 

relacionados, con la competencia del Congreso para reformar la Constitución.  

Según su parecer, las cámaras no sólo incurrieron en graves irregularidades 

de trámite sino que además, desbordaron su competencia como poder 

constituido de reforma, sin embargo el examen de la corte sobre actos 

legislativos debía ceñirse al numeral 1 del articulo 241 de la Constitución, en 

donde se le atribuye, la función de decidir sobre demandas de 

inconstitucionalidad, que promuevan los ciudadanos contra los actos 

reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen,  únicamente 

por vicios de procedimiento en su formación.  

 

En este  marco de competencia,  la Corte en su sentencia,  al referirse al acto 

reformatorio recalcó que:  

“Los únicos límites a que debe atenerse el Congreso de la República en 

ejercicio del poder de reforma de la Constitución, por medio de acto 

legislativo, son estrictamente procedimentales, a saber el respeto las 

reglas sobre la iniciativa de reforma y sobre el trámite que debe surtirse en 

las cámaras.  De acuerdo con ello, el control constitucional que se ejerce 

sobre los actos legislativos sería un control circunscrito al examen de los 

eventuales vicios en que se pudo haber incurrido en la iniciativa y en el 

trámite.”122 

 

                                            
122 Sentencia 816 de 2004. Corte Constitucional. Demanda de inconstitucionalidad contra el 
Acto Legislativo Número 02 de 2003. MP: Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Uprimny 
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5.2 LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

 

Uno de los primeros pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia 

sobre el terrorismo,    fué dirigido precisamente,  a dejar claridad sobre los 

elementos del tipo penal. En Sentencia del 4 de Octubre de 1988,  el 

Magistrado Jorge Carreño Luengas, expresó que el terrorismo se trataba 

de un hecho punible, con un ingrediente subjetivo referido a los fines 

perseguidos por el infractor, de crear o mantener un estado de zozobra o 

perturbar el orden público, mediante el empleo de medios de destrucción 

colectiva contra personas o bienes, siendo coherentes con el código penal 

de 1980. Es pues, un tipo que requiere la utilización de medios peligrosos, 

pero de mera conducta, pues no es necesario que las personas o cosas 

sufran daño, es decir, que sean alcanzados por los objetos peligrosos o 

inflamables. 

 

También la Corte Suprema,  a través de su Sala penal, tuvo la oportunidad 

de analizar el caso del ciudadano Luis Vicente Carrión Vargas, quién 

colocó aproximadamente tres (3) kilos de dinamita en la vía pública y 

frente a  una residencia, provocando con la explosión daños hasta en una 

distancia de doscientos (200) metros. La Corte señalo en un Auto, lo que 
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no parecen entender en la actualidad aquellos que, frente al conflicto 

armado, defienden equivocadamente la tesis “todo es terrorismo”. 

 

“Valga la oportunidad para aclarar, que el interés jurídico que se 

pretende proteger con el tipo penal de terrorismo y los demás 

relacionados con él, es la seguridad pública, de modo que no se trata de 

un delito político, o que deba perseguir fines de esa clase, pues bien 

puede darse por razones religiosas o raciales, o como enfrentamiento 

entre la delincuencia común, o simplemente por crear anarquía y 

desorden”123 

 

La natural alarma y conmoción, que produce un suceso de esta naturaleza, 

puede llevar a apreciaciones erróneas por parte del juzgador, quién deberá 

examinar el dolo directo o eventual del agente, partiendo del medio utilizado, 

del lugar en que se ejecuta el hecho, y de la indiferencia del autor,  no 

obstante que sea evidente, que con esa conducta se generaría una situación 

de terror, zozobra y alarma colectiva. 

 

También ha sido valioso el aporte de la Corte Suprema de Justicia, en la 

adecuación del tipo penal de terrorismo, en razón de la confrontación armada 

entre el Estado y fuerzas irregulares. Fue así como en Sentencia del 11 de 

                                            
123 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal.  Auto de diciembre 14 de 1994. 
Radicación 9897. Magistrado Ponente: Dr. Ricardo Calvete Rangel 
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Julio de 2002, resolvió una colisión de competencias entre dos despachos 

judiciales, confrontados sobre la imputación que debía hacerse a Libardo 

Sarmiento Peña, capturado minutos después de un combate suscitado entre 

los frentes 52 y 54 de las FARC-EP y  miembros del Ejército de Colombia.   

 

A juicio del funcionario colisionante, el procesado debía  responder por el 

delito de terrorismo, sobre la base de que pertenecía a la guerrilla de las 

FARC, sin ofrecer más razones que lo ubicaran dentro del dispositivo penal 

mencionado, mientras que, el despacho colisionado, señalaba que, para la 

estructuración del delito de terrorismo los hechos debían traducirse en actos 

de zozobra, terror y alarma colectiva. La Corte, resolvió la colisión a favor del 

segundo, con el argumento que:  

 

“Dadas las condiciones de inseguridad del país, sin duda la presencia 

guerrillera en un sector determinado del territorio constituye acto de temor 

para las gentes que allí habitan; sin embargo, para que a cada uno de sus 

integrantes se le pueda imputar el tipo penal de terrorismo, la conducta del 

insurgente debe estar referida a un acto concreto que tenga connotación 

terrorista, o sea, que esa conducta genere terror, pues de lo contrario el 

delito de rebelión siempre estaría ligado a cualquier acto que tenga el 

propósito de lesionar la seguridad pública”124. 

                                            
124 Corte Suprema de Justicia. Sala Penal.  Sentencia del 11 de Junio de 2002 Magistrado 
Ponente: Dr. Herman Galán Castellanos. 
 



 179 

5.3 EL CONSEJO DE ESTADO 

 

Hablar de terrorismo en la jurisprudencia del Consejo de Estado, podría 

parecer extraño en principio, ante la dedicación de esta jurisdicción, en razón 

de las demandas contra la Nación, lo que desprevenidamente supondría, 

aceptar,  la conducta del Terrorismo de Estado y procedente la reparación a 

las víctimas por parte del mismo, como sí sucede, ante las violaciones al 

DIDDH en los cuales se demuestra su responsabilidad. Pero aterrizando esta 

apreciación, vale la pena resaltar que,    la doctrina en derecho internacional 

público, ha colocado en los últimos años, en el centro del debate, la pregunta 

por la responsabilidad del Estado, frente actos de terrorismo cometidos por 

particulares.  

 

En esa dirección, nos permitimos referenciar una sentencia de la Sección 

tercera del Consejo de Estado, del 26 de abril del 2002125, iniciada en una 

demanda de reparación directa contra la Nación,  Ministerio de Defensa 

Nacional (Policía Nacional), en la cual,  el actor reclamaba la indemnización 

por perjuicios,  causados a raíz de la muerte de su esposa, ocurrida mediante 

un ataque sorpresivo por un grupo alzado en armas, en área rural del 

                                            
125 Sección tercera. Sala de lo Contencioso Administrativo. Consejo de Estado. Sentencia del 
26 de Abril de 2002. Consejero Ponente: Jesús María Carrillo Ballesteros 
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municipio de Rionegro, cuando se transportaban en  un vehículo con su 

esposa y sus escoltas, durante una correría mientras adelantaba su campaña 

política para aspirar al Senado de la República. Sin embargo,  en el caso bajo 

examen, el Consejo de Estado clarificó que,  para que pueda proceder  la 

imputación a la administración se requiere que el atentado sea calificado 

como terrorista, por los medios utilizados, se configure el elemento subjetivo y  

se haya proferido contra:  

 

a) Un establecimiento público,  

b) Contra un alto funcionario de Estado o de otro Estado acreditado en el 

nuestro,  

c) Contra un cuartel o destacamento de la fuerza pública,  

d) Cuando la  persona haya solicitado al Estado protección especial y éste 

la haya desatendido. 

Igualmente, aclara la sentencia la situación de las víctimas, que sin ser 

agentes estatales, ven afectados sus derechos por esta clase de actos, en los 

siguientes términos:  

“Cuando el atentado es dirigido en concreto contra un elemento 

representativo del Estado, se produce en relación con los administrados 

damnificados un desequilibrio de las cargas públicas, o un daño especial, 

que si bien no es causado por el Estado, es padecido en razón de él, y en 

ese caso surge un título de imputación que permite impetrar la reparación. 
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Pero si el atentado es indiscriminado, no es selectivo, y tiene como fin 

sembrar pánico y desconcierto  social como una forma de expresión, por 

sus propias características cierra las puertas a una posible 

responsabilidad estatal ya que es un acto sorpresivo en el tiempo y en el 

espacio, planeado y ejecutado sigilosamente, y por lo mismo, en principio 

imposible de detectar por los organismos encargados de la seguridad 

pública.(..)”126  

 

6. EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES INTERNACIONALES  

     EN MATERIA DE TERRORISMO 

 

Luego de haber hecho un amplio recorrido por la legislación y la 

jurisprudencia nacional,  en términos de ubicar y comparar la forma como se 

entiende la regulación del terrorismo en nuestro ordenamiento jurídico, ahora 

entraremos a observar, cómo el Estado, en esa función de garante de los 

derechos de sus ciudadanos, compromete  su responsabilidad internacional 

frente a sus obligaciones jurídicas, contraídas en virtud de tratados, 

convenios, y en su condición de Estado parte y miembro de las 

organizaciones multilaterales, como sujeto por excelencia del derecho 

internacional publico y ante jurisdicciones contenciosas regionales y 

universales, como vimos en el primer capitulo, cuando se ve conminado al 

                                            
126 Ídem.  
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cumplimiento de fallos judiciales y el desarrollo recomendaciones, opiniones 

u observaciones generales.  

 

Pero el Estado Colombiano, siempre ha tenido una actitud de apertura frente 

al desarrollo del derecho internacional y cuenta, por intermedio de su servicio 

exterior, con agentes diplomáticos ubicados en embajadas y misiones, ante 

los diferentes Estados y organismos multilaterales, haciendo presencia in situ 

en la construcción de acuerdos y propuestas de orden mundial que, poco a 

poco, han enriquecido el derecho internacional aplicable en Colombia y han 

aumentado las obligaciones internacionales del Estado, cada día más 

estandarizadas y agrupadas alrededor de principios propios de los derechos 

humanos, las libertades fundamentales y  el derecho de los tratados.  

 

Frente al terrorismo, como delito y como forma de violencia de sensible 

preocupación en los espacios multilaterales, el Estado Colombiano ha 

asumido obligaciones claras por vía diplomática y por vía contenciosa en 

menor medida, las cuales serán estudiadas a continuación.  

 

6.1 POR VÍA DIPLOMATICA 

Por conducto de la Misión permanente de Colombia ante Naciones Unidas, en 

la ciudad de Nueva York, el Estado Colombiano se ha comprometido con el 
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CCT (Comité contra el Terrorismo) estudiado en el capitulo anterior, a 

presentar informes anuales, sobre la actividad gubernamental frente a la 

conducta delictiva del terrorismo al interior de sus fronteras y su postura 

exterior en aspectos como la cooperación judicial, la asistencia técnica y la 

adhesión y desarrollo interno de los tratados y convenios del DIT.  

En la resolución 1373 del Consejo de Seguridad, se invitó a  todos los 

Estados a informar al CCT de las medidas que hayan adoptado o prevean 

adoptar, para aplicar la resolución.  Igualmente en la nota verbal 

SCA20/01(6), de 26 de octubre de 2001, el Presidente del CCT presentó a los 

Estados un calendario y unas directrices para la presentación de esos 

informes de la siguiente forma: En relación con el fondo,  El Estado 

Colombiano debe concentrar sus esfuerzos en  desarrollar los siguientes 

aspectos de la resolución127:  

• Contar con legislación que abarque todos los aspectos de la resolución 

1373 y poner en marcha un proceso para pasar a ser parte, lo antes 

posible, de los 12 convenios y protocolos internacionales relacionados 

con el terrorismo; 

• Contar con un mecanismo ejecutivo para prevenir y reprimir la 

financiación del terrorismo.  

                                            
127 Tomado de la pagina web del CCT. Vinculo:  Informes de los Estados. Disponible en: 
http://www.un.org/spanish/docs/comites/1373/estados.html 



 184 

Frente a estas dos obligaciones y haciendo uso del análisis comparado 

propuesto, el Estado Colombiano implementó un labor diplomática en la 

dirección de ratificar y adoptar los Convenios internacionales en materia de 

DIT, no solo los construidos al interior de Naciones Unidas, sino igualmente 

los que se produzcan al interior de la OEA. Por eso, en los últimos años, la 

Corte constitucional ha abordado el estudio de constitucionalidad de la leyes 

aprobatorias de varios de los mencionados convenios, encontrando que, en su 

adopción han adolecido de vicios de procedimiento en razón de lo que se 

declara la inexequibilidad de las leyes, como ocurrió recientemente con la 

Convención Interamericana contra el Terrorismo. 

Frente a la Segunda obligación, se cuenta, como fue estudiado anteriormente, 

con un tipo penal autónomo que sanciona la administración de recursos 

relacionados con actividades terroristas en el Art. 345 del Código penal. 

Para el CCT, adecuar la legislación interna para combatir el terrorismo es 

considerado como la conducta de máxima prioridad para los  Estados, porque 

son ellos los que necesitan contar con un marco legislativo para aplicar la 

resolución 1373 y el resto de convenios del DIT en la investigación  y 

enjuiciamiento de los responsables y de quienes los apoyan.  

Una vez que los Estados cuenten con legislación que abarque todos los 

aspectos de la resolución, la siguiente y deseable etapa, consiste en fortalecer 
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su mecanismo ejecutivo para poner en práctica la legislación en materia de 

terrorismo, tal como intentó hacer el Estado Colombiano, cuando mediante 

Acto legislativo proyectaba dar un marco constitucional a la lucha contra el 

terrorismo, que le permitiera tomar acciones rápidas y efectivas  dentro del 

marco de la legalidad. El CCT recomienda en esta segunda etapa lo siguiente: 

• Establecer un mecanismo ejecutivo que sea eficaz y coordinado y 

abarque todos los aspectos de la resolución 1373 y, en particular, que 

sirva para impedir el reclutamiento de grupos terroristas, los 

desplazamientos de terroristas, el establecimiento de refugios para los 

terroristas (…) y cualquier otra forma de apoyo activo o pasivo a los 

terroristas. Para que sea eficaz, el mecanismo ejecutivo ha de incluir, 

entre otras cosas: 

• Estructuras policiales y de servicios de inteligencia con el fin de 

detectar, vigilar y aprehender a quienes participen en actividades 

terroristas y a quienes apoyen esas actividades.  

• Controles aduaneros, de inmigración y fronterizos para impedir los 

desplazamientos de terroristas y el establecimiento de refugios, y  

• Controles para impedir que los terroristas tengan acceso a armas.  
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En  una tercera etapa, la cual no ha sido aún alcanzada por el Estado 

Colombiano, el CCT  recomienda en términos generales proceder sobre  lo 

siguiente: 

• Cooperación bilateral, regional e internacional, incluido el intercambio 

de información;  

• Cooperación judicial entre los Estados y la adopción de medidas para 

enjuiciar a los terroristas y a quienes los apoyan (por ejemplo, el 

procesamiento o la extradición, el intercambio de información y la 

alerta temprana, así como la cooperación judicial en la práctica y en 

relación con el cumplimiento de la ley);  

• Disolver Los vínculos entre el terrorismo y otras amenazas para la 

seguridad (tráfico de armas, estupefacientes, delincuencia organizada, 

blanqueo de dinero y transferencia ilícita de armas químicas, biológicas 

y nucleares). 

Desde el establecimiento del CCT,  Colombia ha  presentado 4 informes que 

evalúan el desarrollo de todas estas medidas sugeridas por el CCT. Los 

informes han sido denominados: S/2001/1318,  S/2002/1084,  

S/2003/773, S/2004/403  los cuales referenciamos en el presente trabajo 

como material de apoyo para comprender el tratamiento dado al terrorismo 
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en nuestro ordenamiento jurídico a nivel de decisiones y medidas de carácter 

ejecutivo por parte del Gobierno Nacional.  

 

Frente al CICTE (Comité Interamericano contra el Terrorismo) las obligaciones 

por conducto diplomático, cuentan con la figura del Punto de Contacto 

Nacional (PCN), función desempeñada por funcionarios del servicio exterior o 

carrera diplomática, designados por la Cancillería para ser el enlace principal 

entre el Comité Interamericano Contra el Terrorismo (CICTE) y el Gobierno de 

Colombia. Su finalidad, es asegurar que las comunicaciones desde el CICTE 

lleguen a las autoridades gubernamentales correspondientes, y velar porque 

el CICTE sea informado en tiempo de los acontecimientos relacionados con el 

combate contra el terrorismo que sucedan en el Estado Colombiano.  

El PCN se encarga además de128:    

• Asegurar que todas las comunicaciones del CICTE lleguen a las oficinas 

gubernamentales que correspondiere, y transmitir oportunamente las 

respuestas al CICTE.  

• Por su propia iniciativa, informar al CICTE sobre sucesos relacionados 

con lucha antiterrorista que ocurrieren dentro de sus propios países. 

Esto incluye, pero no se limita a nueva legislación contra el terrorismo, 

                                            
128 Tomado de la Pagina web del CICTE. Enlace. Puntos Nacionales de Contacto; Información 
disponible en: http://www.cicte.oas.org/contactosnac.htm 
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ratificación de tratados relevantes, cambios de personal con 

responsabilidades en antiterrorismo, anuncios sobre oportunidades de 

entrenamiento ofrecidas por el gobierno anfitrión, desarrollo de              

 “ Mejores Prácticas” e identificación de expertos para su inclusión en la 

base de datos del CICTE (OLAT) 

• Remitir a la Secretaría el reporte anual de los Estados Miembros al 

CICTE, y una copia de los reportes al CCT de la ONU. 

• Coordinar cualquier seminario, taller, conferencia, etc, del que el 

Estado Miembro haya acordado ser anfitrión, o proveer a esta 

Secretaría de información de contacto apropiada acerca de la oficina 

gubernamental designada para dicha tarea. 

• Responder o asegurarse de que se responda a las interrogantes y 

requerimientos de información que la Secretaría del CICTE realice.   

• Proveer los candidatos a ser incluidos en los programas de 

entrenamiento patrocinados por el CICTE y verificar previamente que 

los candidatos seleccionados por su gobierno cumplan con los criterios 

establecidos en la convocatoria.  

• Verificar que los pedidos de entrenamiento formulados por su gobierno 

han sido priorizados. 
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6.2 POR VÍA CONTENCIOSA 

El Cumplimiento de las obligaciones en materia de Terrorismo por vía 

contenciosa, nos remite a lo planteado en el primer capitulo, sobre las Corte 

Internacionales y que ahora se pretende comentar,  en razón de la postura 

jurídica del Estado Colombiano frente a estas jurisdicciones, especialmente 

en casos de terrorismo.  

Como bien es conocido, el Estado Colombiano ha reconocido la competencia 

contenciosa a la Corte Interamericana de derechos humanos a nivel regional 

y a nivel universal de la Corte Internacional de Justicia y la Corte Penal 

Internacional con la  cuestionada salvaguarda. Los dos primeros tribunales, 

han tenido, entre sus actividades, contados casos en materia de terrorismo, 

ante la inexistencia, en el derecho internacional, de un concepto unificado y 

frente a la jurisdicción penal internacional,  no parece  aún posible su 

procesamiento al no quedar incluido el terrorismo, en la categoría de 

crímenes señalados en el Estatuto de Roma, lo que podría abrir la posibilidad 

a la configuración del crimen de terrorismo internacional,  en virtud de los 

elementos similares con los que integrarían un posible  crimen de agresión, 

cuando sea inminente su definición hacia el 2009.  

El terrorismo en las Cortes Internacionales, es un fenómeno reciente, que 

apenas toca las puertas en la búsqueda de su regulación, como lo vimos en el 
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primer capitulo. Pero es de afirmar que, con la integración y reconocimiento 

del DIT, como corpus iuris internacional y ante la aparición del principio de 

responsabilidad penal individual, con la Corte Penal,  no existirán, en un 

futuro fronteras cerradas a la criminalidad. Nuestro Estado, debe empezar a 

asumir una actitud más propositva frente al alcance del DIT y su desarrollo a 

nivel interno. Se recuerda que,  en las negociaciones por definir los crímenes 

de competencia de la Corte Penal Internacional, en la Asamblea de 

Plenipotenciarios, las delegaciones de Colombia y Trinidad y Tobago 

insistieron en  la necesidad de añadir un delito relativo al trafico de drogas 

(narcotráfico), argumentándolo como uno de los flagelos de la sociedad, más 

preocupante en algunas regiones del mundo,  igualmente en dicha discusión, 

en buenahora varios países de la Unión Europea, solicitaron de forma 

expresa la inclusión del delito de terrorismo como conducta delictiva de 

conocimiento de la Corte, pero fue Estados Unidos el que con principal 

vehemencia se opuso a la propuesta,  argumentando que el foro por 

excelencia para la sanción del terrorismo deben ser los tribunales del lugar en 

donde se sucedieron los hechos129.  

Por eso hablar de una postura contenciosa del estado colombiano ante la 

jurisdicción internacional en casos de terrorismo, es en este punto del 

                                            
129 TELLO, Manuel. Las Naciones Unidas y el Terrorismo. Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM. Información disponible en: www.bibliojuridica.org 
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trabajo, una oportunidad precisa, para construir, desde el discurso jurídico, 

mejores argumentos para el futuro que guarden coherencia entre el DIT,  los 

principios del derecho internacional y los lineamientos del derecho interno 

para los agentes del Estado. Pero los años que vienen y los actuales esfuerzos 

por lograr una Convención Universal en esta materia, nos reafirma en la 

convicción de una deseable conciencia y actitud supranacional que deberá 

ser asumida por los Estados como Colombia, en la regulación de esta forma 

de violencia,    que como mencionábamos inicialmente, desafiaba la legalidad 

del Estado Moderno y que ahora no podrá huir a los esquemas de 

procesamiento del delito, no solo al interior  de los Estados Nacionales sino 

igualmente de la Comunidad internacional, que con herramientas como el 

DIT, lo encuadran perfectamente, en una legalidad surgida de un nuevo 

contrato social de orden multilateral,   que propugna, en el ideal de Naciones 

Unidas, por  mantener la paz y la seguridad internacionales. 
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  7. CONCLUSIONES  

 

Al llegar a esta parte del presente análisis comparado, es oportuno concluir 

los aspectos más relevantes e interesantes, a los que se ha llegado luego de 

una labor de revisión, interpretación y confrontación, de las normas 

existentes en materia de terrorismo, en el plano internacional y las que se 

han logrado ubicar en la legislación nacional. Igualmente, en el ejercicio 

académico de aportar al conocimiento y construir nuevos escenarios,  se 

concluyen algunas recomendaciones en materia de legislación, actividad 

judicial y conducta diplomática, que se consideran como posibles elementos 

en la labor de desarrollar, en un futuro cercano, una regulación integral del 

fenómeno del terrorismo. 

 

• En primer lugar, ha quedado claro que, el derecho internacional en 

materia de terrorismo (DIT), nace ante una encrucijada normativa de 

identidad de dominios, planteada en una metáfora, conformada por un 

techo jurídico, el derecho internacional de los derechos humanos 

(DIDDH) y dos pilares,  a saber:  el derecho internacional humanitario 

(DIH) y el derecho penal Internacional (DPI). Por lo tanto, su adecuación 

en el centro de este esquema, le dan una caracterización propia que lo 

erige como un cuerpo jurídico propio de derecho internacional público, 
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a partir de lo cual, es posible confrontarlo con las normas nacionales de 

cualquier Estado, en un ejercicio por medir los alcances, vacíos y 

limitaciones del derecho nacional en esta materia. 

 

• Desde sus orígenes, el terrorismo como forma de violencia y como 

conducta delictiva ha estado vinculado a la descripción de hechos de 

contenido político, sean estos de trascendencia internacional o 

nacional. Contenido que sin duda, ha marcado la perspectiva desde la 

cual se le pretende regular, restringiendo en gran medida su 

apreciación objetiva por parte del Gobernante, el legislador, el juez, el 

diplomático y la comunidad en general. Circunstancia que ha hecho, de 

una figura jurídica, como lo es el delito de terrorismo, toda una 

justificación de trascendencia política, como ya había ocurrido en otras 

esferas con otras figuras o instituciones de derecho internacional como 

la extradición y el asilo. 

 

• La regionalización de los esfuerzos multilaterales, particularmente de la 

OEA, ha significado para esta región, una actividad constante en favor 

de la regulación del terrorismo desde instancias de normatización, 

vigilancia, sanción y recomendación. En esa dirección, el continente 

Americano, ha sido pionero en el reconocimiento de los derechos y 
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libertades fundamentales de la persona humana, concretamente en la 

Declaración Americana de Derechos y deberes del hombre, antecedente 

de la Declaración Universal de Derechos Humanos; Con el 

establecimiento de una jurisdicción contenciosa y consultiva en la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos; Con la preocupación por 

la ocurrencia de actos terroristas y la implementación de medidas 

diplomáticas para superación, mediante el establecimiento del Comité 

Interamericano contra el Terrorismo CICTE, antecedente del Comité 

CCT de Naciones Unidas y últimamente,  con la redacción y adopción 

de la Convención Interamericana contra el terrorismo, referente 

obligado del proyecto de Convención Universal sobre Terrorismo, que se 

trabaja actualmente, al interior de la Asamblea General de Naciones 

Unidas. 

 

• Una de las victorias del DIT, ha sido la consagración del terrorismo, 

como tipo penal al interior de la legislación de la mayoría de Estados 

miembros de la organización de Naciones Unidas, lo que se constituye 

en el primer paso, en la construcción de estándares internacionales en 

materia de sanción del terrorismo y los ubica en la dirección de 

fortalecer los esquemas penales de procesamiento del delito, para evitar 

la repetición de actos de esta naturaleza, que afectan, no solo la 
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inestabilidad del Estado sino comprometen su responsabilidad de 

proteger y garantizar, a sus ciudadanos, el pleno y libre ejercicio de sus 

derechos. 

 

• La incorporación de las normas del DIT al derecho nacional 

colombiano, no puede efectuarse por medio de la figura del Bloque de 

constitucionalidad, porque este mecanismo de extensión jurídica aplica 

solo para la integración constitucional con los convenios y tratados en 

materia de derechos humanos, siendo selectivo y excluyente con las 

normas internacionales en materia de terrorismo, cuya naturaleza a 

pesar de ser vinculante con los propósitos de protección y desarrollo del 

bloque, ha sido considerada hasta el momento, como un asunto de 

seguridad, herencia propia de la doctrina de seguridad nacional y del 

condicionamiento que esta genera en las relaciones internacionales de 

los Estados. 

 

• La regulación del terrorismo en la legislación penal colombiana es 

relativamente un asunto de novedosa ocurrencia, cuyo desarrollo 

dependerá, en gran medida de la superación del conflicto armado y de 

una actividad legislativa y judicial objetiva, que hagan de la regulación 

de la conducta, un espacio para el debate jurídico sobre los elementos 
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propios del tipo penal y la delimitación precisa de su configuración, que 

no permita que se disperse y se aplique de forma expansiva a otras 

conductas autónomas que puedan, colocar en vulnerabilidad a 

determinados grupos sociales, especialmente, los que manifiestan 

abiertamente, dentro de la legalidad, su oposición o exigencia de 

derechos. 

 

• La delimitación entre el terrorismo y el delito político en la legislación 

penal colombiana, tiende poco a poco a reducirse a las apreciaciones de 

carácter subjetivo del juez, ante lo que proponer un régimen jurídico, 

como herramienta aplicable, puede significar un aporte que hará de la 

actividad judicial, frente a casos de terrorismo una conducta de mayor 

coherencia, tanto con el precedente judicial, como con el derecho 

internacional 

 

• La adhesión de Colombia a la jurisdicción penal internacional 

representa un desafío a la solución negociada del conflicto armado, que 

por vía de la salvaguarda estipulada, requiere de un acelerado proceso 

de justicia transicional en el que los juicios por terrorismo dependerán 

no  solo de los elementos del tipo penal, sino de la legalidad pactada, 
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entre los grupos al margen de la ley y el gobierno nacional, con la 

ratificación del Congreso Nacional. 

 

• El abuso dado a la figura del Estado sitio en la legislación nacional, ha 

dejado nefastas herencias para la legalidad ordinaria en la actualidad, 

ya que en virtud de proteger el bien jurídico del orden público, se 

priorizó la defensa del estado como fundamento de la sanción y del 

proceso penal, dejando de lado el principio pro homine y la dignidad 

como eje fundamental de una rama del derecho cuyo sujeto por 

excelencia es el hombre.  

 

• La relación que ha existido en nuestro país entre narcotráfico y 

terrorismo, ha sido condicionante de la voluntad política y judicial para 

dar al delito un tratamiento integral que comprenda, normas para su 

prevención, sanción y reparación entiendo su carácter instrumental al 

servicio del primero y no como finalidad. 

 

• La mayor desprotección frente al derecho ante la ocurrencia de actos 

terroristas, la tienen sin duda las víctimas, quienes por lo general son 

persona indeterminadas de la población que en busca de la satisfacción 

de sus derechos de verdad, justicia y sobre todo reparación, encuentran 
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en la actividad judicial una disputa aún no resuelta por la 

responsabilidad, ante lo que su condición de víctima asume una doble 

carga de naturaleza moral e incluso física y una carga material o de 

naturaleza procesal. 

 

7.1 RECOMENDACIONES 

 

• A los académicos del derecho penal y el derecho internacional, para 

profundizar en mayor medida, sobre el tema del terrorismo y 

divulgar el reconocimiento del DIT como un cuerpo jurídico 

independiente, dotado de estructura normativa y un  tratado matriz 

en construcción, alrededor del cual, se pueda desarrollar una rama 

del derecho con principios propios,  estándares definidos e incluso 

pensarse en una jurisdicción internacional contenciosa y consultiva 

para su procesamiento una vez activada la complementaria 

subsidiariedad que debe existir entre el derecho interno y el derecho 

internacional.   

 

• A la Asamblea General de Naciones Unidas, para que persistan en 

su labor de desarrollar progresivamente el DIT y animen a los 

Estados a buscar puntos de encuentro en favor de la regulación de 
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un delito de trascendencia internacional y que tomen medidas, en el 

marco de la legalidad, para someter a sus responsables a esquemas 

de procesamiento penal, respetuosos de la garantías judiciales y de 

la protección a los derechos de la persona humana. Igualmente para 

que continúen alerta de la dinámica ligera de esta forma de violencia 

que puede tomar las más inesperadas naturalezas como el 

ciberterrorismo, el bioterrorismo, el terrorismo quimico, el 

terrorismo espacial, el terrorismo electrónico, entre muchas otras 

modalidades, ante las cuales los instrumentos en instancias 

internacional deberá estar preparadas y listas para intervenir como 

garantes de la seguridad y paz internacionales.  

 

• Al Consejo de Seguridad, para que no escatime esfuerzos en su 

intento por establecer un Fondo para la reparación para las víctimas 

del terrorismo, que subsane en principio, el vacío que  frente a este 

derecho, existe a nivel internacional y al interior de los mismos 

Estados miembros de la organización. En esta dirección, que se 

piense en Resoluciones a través de las cuales se implementen 

mecanismos disminuir la carga moral y procesal de las víctimas.  
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• A la Corte Penal Internacional, para que en sus próximos años de 

actividad jurisprudencial desarrolle los elementos propios del delito 

de terrorismo con trascendencia internacional o interna y que 

comience a construir el camino por definir el crimen de agresión en 

un concepto preciso, de elementos y adecuación apropiada, que no 

haga de este un vació internacional y una oportunidad de 

manipulación de los Estados y los individuos para eludir, estancar o 

desviar la competencia de la Corte. 

 

• Al Gobierno colombiano, para que reconozca y declare oficialmente 

la existencia de un conflicto armado que dé plena vigencia a la 

aplicación del DIH y permita con esto una mayor claridad jurídica, 

frente a los regímenes jurídicos aplicables, despejando y reduciendo 

el margen de expansión que se ha querido dar al tipo penal de 

terrorismo. 

 

• A los legisladores colombianos, para que cumplan su función de 

incorporar y adecuar la legislación interna para dar plena vigencia a 

los postulados del DIT y para que se construyan un régimen jurídico 

aplicable en Colombia a la ocurrencia de actos terroristas, que 

contemple especialmente un procedimiento y mecanismos 
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adecuados y efectivos para lograr que las víctimas accedan a la 

justicia y a la asistencia social en la búsqueda de satisfacción de sus 

derechos. 

 

• A  los jueces Colombianos, para que sean más precisos al encuadrar 

conductas penales como el terrorismo desde una perspectiva 

objetiva que los lleve a aplicar el tipo penal del terrorismo divorciado 

de todo contenido político y a las Altas Cortes para que definan una 

línea jurisprudencial en la materia y permitan por vía del precedente 

judicial hacer más efectivo e integrado un régimen de prevención, 

sanción y reparación de una conducta como la estudiada. 

 

• A los instigadores, responsables y cómplices de conductas 

terroristas, para que entiendan que la violencia como instrumento 

de legitimación, tiene una lógica circular que no permite, una vez 

utilizada, retroceder en el espiral de acciones para construir en firme 

sobre lo destruido.      
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Anexos incluidos en el CD ROOM 

Derecho Internacional en Materia de Terrorismo 

 

• Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a 

bordo de las aeronaves 

• Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves 

• Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra 

personas internacionalmente protegidas,  inclusive los agentes 

diplomáticos 

• Convención internacional contra la toma de rehenes 

• Convenio sobre la protección física de los materiales nucleares 

• Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia  en los 

aeropuertos que presten servicio a la aviación  civil internacional 

• Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la 

navegación marítima 

• Convenio sobre la marcación de explosivos plásticos para los fines 

de detección 

• Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo internacional 

• Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas 

cometidos con bombas 

• Convenio Internacional para la represión de la financiación del 

terrorismo 

• La Convención Interamericana contra el Terrorismo 

 


